
Un ESTUDIO DE

Ignacio Irarrázaval, María Paz Sagredo y Paula Streeter

Un nuevo trato 

ORGANIZACIONES DE 
LA SOCIEDAD CIVIL 

PARA LAS

desafíos y propuestas





Pontificia Universidad Católica de Chile
Centro de Políticas Públicas UC
Alameda 340. Santiago, Chile
politicaspublicas.uc.cl

Autores
Ignacio Irarrázaval
María Paz Sagredo
Paula Streeter

Edición textos
Camila Carreño
Macarena Lizana

Propiedad Intelectual inscrita 

ISBN Nº 978-956-14-2375-6
Derechos reservados / Enero 2019

Dirección de Arte
Soledad Hola / Diseño Corporativo UC

Diseño
Diseño Corporativo UC

Imprenta
Salesianos Impresores S.A.



Un ESTUDIO DE

Ignacio Irarrázaval, María Paz Sagredo y Paula Streeter

Un nuevo trato 

ORGANIZACIONES DE 
LA SOCIEDAD CIVIL 

PARA LAS

desafíos y propuestas





EQUIPO

SOCIEDAD EN ACCIÓN

Equipo Proyecto

Director 
Ignacio Irarrázaval

Coordinadora 
Paula Streeter

Investigación 
María Paz Sagredo

Comunicaciones 
Macarena Lizana

Colaboradora 
Valentina Insulza

Asesor Externo 
William García

Comité Ejecutivo

Ignacio Irarrázaval 
Director Centro de Políticas  
Públicas UC

Paula Streeter 
Coordinadora Sociedad en Acción, 
Centro de Políticas Públicas UC

Armando Holzapfel 
Director ejecutivo  
Fundación Chile +Hoy

Comité Asesor 

Arturo Celedón 
Director ejecutivo Fundación Colunga

Edgardo Fuenzalida 
Gerente general Fundación Las Rosas

Mónica Hernández 
Directora ejecutiva Fundación Koinomadelfia

Sergio Irarrázaval 
Gerente general Corporación de Adelanto 
Amigos de Panguipulli

Verónica Monroy 
Subdirectora ejecutiva Centro de Gobierno 
Corporativo UC

Consuelo Moreno 
Directora de Incidencia  
Fundación Oportunidad Mayor

Leonardo Moreno 
Director ejecutivo Fundación para la 
Superación de la Pobreza

Mario Noguer 
Encargado del Programa Adulto Mayor  
Cáritas Chile

Alejandra Pizarro 
Directora ejecutiva Comunidad de 
Organizaciones Solidarias

Juan Cristóbal Romero 
Director ejecutivo Hogar de Cristo





ÍNDICE

Agradecimientos	 8

Prólogo		 10 
Nicolás Ibáñez, presidente Fundación Chile+Hoy 

Introducción	 12 

CAPÍTULO 1: Antecedentes de las OSC y su relación con el estado	 14

La sociedad civil como un actor relevante en los temas de interés público	 15

Antecedentes de las OSC en Chile	 17

Antecedentes de la relación entre el Estado y la sociedad civil	 18

Confianza y fe pública en las OSC	 23

Transferencias de recursos desde el Estado a las OSC	 26

CAPÍTULO 2: METODOLOGÍA	 28

Diagnóstico	 29

Mesas de trabajo	 29

Elaboración de propuestas	 32

CAPÍTULO 3: PROMOVER LA CONFIANZA Y FE PÚBLICA en LAS OSC  
A TRAVÉS DE MÁS Y MEJOR INFORMACIÓN	 34

Antecedentes normativos	 36

Las OSC y su ciclo de vida	 39

Desafíos y propuestas para resguardar la confianza y fe pública  
en las OSC durante su ciclo de vida	 47

Registro de organizaciones de la sociedad civil	 63

Desafíos y propuestas para un registro de las OSC	 67

CAPÍTULO 4: MEJORAR el PROCESO DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS  
DESDE EL ESTADO A LAS OSC	 78

Antecedentes del proceso de transferencia de recursos desde el Estado a las OSC	 80

Desafíos y propuestas para mejorar el proceso de transferencia de recursos  
desde el Estado a las OSC	 86

CAPÍTULO 5: CONCLUSIONES: UN NUEVO TRATO PARA LAS OSC EN LA  
SOCIEDAD ACTUAL	 112



8

AGRADECIMIENTOS 

E
l presente documento recopila los principales resultados de la iniciativa “Nuevo 
trato para las organizaciones de la sociedad civil” del proyecto Sociedad en Acción, 
que tiene como objetivo identificar los desafíos primordiales en relación al registro 
y acceso a la información sobre las organizaciones de la sociedad civil (OSC) y en 

torno al proceso de transferencias de recursos desde el Estado hacia estas entidades. 
Los hallazgos se consolidaron en un conjunto de propuestas que buscan contribuir a 
impulsar la labor que las organizaciones de la sociedad civil realizan en diversas temáticas 
de interés público. 

Todo este trabajo ha sido posible gracias a la generosa colaboración de personas e 
instituciones del ámbito público, privado y de la sociedad civil, que compartieron su 
conocimiento y experiencia con el equipo del proyecto. 

Agradecemos a todos quienes participaron en las entrevistas de la etapa de diagnóstico 
del estudio. Específicamente, a quienes facilitaron información y antecedentes respecto 
a los procesos de constitución, registro y funcionamiento de las OSC: Víctor Rebolledo 
y Katty Aragón del Registro Civil e Identificación, Carlos Aguilar del Departamento de 
Personas Jurídicas del Ministerio de Justicia, Patricia Muñoz del 1° Tribunal Electoral 
Metropolitano, Lucía Meza del 2° Tribunal Electoral Metropolitano, Andrés Torres 
y Camilo Arancibia del Tribual Electoral de Valparaíso, Sergio Carrasco del Tribunal 
Electoral de Bío Bío, Miguel Ángel Román de la Municipalidad de Puente Alto, Jorge 
Flisfich de la Municipalidad de Santiago, Joseline Saavedra de la Municipalidad de 
San Bernardo, Cristian Andrades y Tatiana Cabrera de la Municipalidad de Curacaví, 
Enrique Cubillos de la Municipalidad de Quilpué, Patricia González y Cristián Lara de la 
Municipalidad de Viña del Mar y Alejandro Jiménez de la Unión Comunal de Juntas de 
Vecinos de Ñuñoa. 

También reconocemos el aporte de todos los representantes de organizaciones y 
funcionarios públicos que contribuyeron con la entrega de antecedentes respecto del 
trabajo que realizan en torno a la transferencia de recursos desde organismos del Estado 
hacia las organizaciones de la sociedad civil: Tito Díaz y Carlos Aranda del Hogar de 
Cristo; Milagros Nehgme y Francisca González de la Corporación Opción; Edmundo 
Crespo, María Teresa Sepúlveda y Julio Gutiérrez de la Fundación Ciudad del Niño, 
Vicente Stiepovich de Techo; Joaquín Muga y Alexandra Moya de la Contraloría General 
de la República; Martín García, Grisa Guajardo, Patricio Madrid, Soledad Rodríguez y 
Johnny Saldías de la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social; 
Gladys González, Luis Ojeda y Daniel Andana del Servicio Nacional del Adulto Mayor y 
Miguel Ángel Figueroa y Denise Órdenes del Servicio Nacional de la Discapacidad. 

Agradecemos especialmente a todas las organizaciones de la sociedad civil y organismos 
públicos que participaron en la etapa de las mesas de trabajo de este estudio, en la 
que se priorizaron las principales problemáticas de cada uno de los temas abordados 
y se levantaron líneas de propuestas para su mejora. En la Región Metropolitana, 
entregamos nuestra gratitud a los representantes de la Fundación Casa de la Paz, 
Fundación Las Rosas, Universidad de Los Lagos, Fundación Lealtad Chile, Hogar de 
Cristo, Peralta Abogados, Comunidad de Organizaciones Solidarias, Unión Comunal 
de Juntas de Vecinos de Ñuñoa, Consejo de Desarrollo Local de Lampa, Club de Adulto 
Mayor Baldomero Lillo, Junta de Vecinos Jardines de la Estación, Junta de Vecinos c-10 



9Centro de Políticas Públicas UC • Fundación Chile+Hoy

de Las Condes, Asociación Gremial Nacional de Pensionados del Sistema Privado de 
Pensiones, Junta de Vecinos Los Descubridores, Fundación Trabajo para un Hermano, 
Corporación Edudown, Urbanismo Social, Enseña Chile, COANIL, Fundación Vivienda, 
Fundación Ciudad del Niño, Foro Chileno por los Derechos de la Infancia y Asociación 
Chilena de Voluntarios. 

Mientras que, en la Región de Valparaíso agradecemos a los representantes de la 
Fundación Reñaca Más Alto, La Maquinita de los Sueños, Acción Basura, María Ayuda, 
COANIQUEM, Fundación Menos Tele, Techo, Hogar de Cristo, María Acoge, Moviliza y 
ONG Paicabí, que participaron de estas mesas. 

Por su parte, en la Región del Bío Bío agradecemos a los representantes de la Fundación 
Sueños Deportivos, Fundación El Árbol, Banco de Alimentos Biobío Solidario, Unión 
Comunal de Juntas de Vecinos de Concepción, Fundación Crohn Colitis Ulcerosa Carlos 
Quintana, Junta de Vecinos Arboleda San Pedro, Comité de Seguridad y Adelanto Las 
Arboledas San Pedro, Fundación La Concepción, Urbanismo Social, Fundación Tierra de 
Esperanza, Enseña Chile y Fundación Trabajo para un Hermano. 

Adicionalmente agradecemos la participación en los talleres a los siguientes organismos 
del sector público: Unidad de Personas Jurídicas del Registro Civil e Identificación, 
Departamento de Personas Jurídicas del Ministerio de Justicia, municipalidades 
de Peñalolén, Providencia y Puente Alto, División de Organizaciones Sociales de la 
Secretaría General de Gobierno, División de Cooperación Público-Privada del Ministerio 
de Desarrollo Social y Tribunales Electorales Metropolitanos. 

Por último, reconocemos a todos quienes en la última etapa del estudio compartieron 
su mirada y entregaron comentarios e información adicional para el desarrollo de las 
propuestas presentadas. Agradecemos a Sharoni Rosenberg de la Fundación PwC; 
Verónica Achá del Ministerio de Desarrollo Social; Arturo Fontaine de la Secretaría de 
Modernización del Estado de la Presidencia de la República; José Inostroza, Randall 
Lederman, Óscar Álvarez, Luis Madariaga y Juan Bennet del Programa de Modernización 
del Sector Público del Ministerio de Hacienda; Fuad Rumie de la Dirección de 
Presupuesto; Soledad Frindt, Montserrat Correa, Ana María de la Jara y Carolina Lynch 
de la Contraloría General de la República; Juan Carlos Eyzaguirre del Ministerio de 
Educación; Iván Navarro y Martín Morales del Ministerio de Justicia; Jacqueline Butcher 
y Santiago Sordo del Centro de Investigación y Estudios sobre Sociedad Civil de México; 
María Huerta del Programa de Sociedad Civil de US Aid México; Elvira Martínez de la 
Fundación Entreculturas de España; Juan Esteban Belderrain de Porticus Latinoamérica 
y Sergio del Piero.



10

PRÓLOGO 

E
stamos asistiendo a un tiempo de cambios profundos en la forma en que las 
organizaciones de la sociedad civil y el Estado entienden su lugar en los procesos 
de desarrollo y transformación del país. La tradicional matriz Estado-céntrica, 
caracterizada por un monopolio de la presencia estatal en las acciones de bienestar 

social, parece estar sufriendo importantes transformaciones. La creciente participación 
de las organizaciones de la sociedad civil (OSC) en las políticas y acciones de interés 
público, el aumento del voluntariado como expresión de solidaridad ciudadana, 
la creciente participación de las empresas en acciones de responsabilidad social y la 
apertura de espacios de participación ciudadana integrados en la gestión pública, son 
solo algunas evidencias de estas transformaciones.

Sin embargo, tal parece que estos cambios no están siendo lo suficientemente 
comprendidos por el sistema político y la sociedad en general, lo que se advierte en la 
evidente falta de espacios y mecanismos que fomenten su accionar. 

El estudio “Nuevo trato para las organizaciones de la sociedad civil”, -que se suma 
a otros diagnósticos y catastros realizados con anterioridad por Sociedad en Acción- 
propone con mucha visión y sentido crítico un nuevo trato a las organizaciones de 
la sociedad civil, con el objetivo de que sean reconocidas como entes autónomos e 
independientes del Estado, que aportan a la solución de problemáticas de interés público 
y, en consecuencia, al desarrollo del país. Un trato que les permita también desarrollarse 
en un ambiente adecuado, reconociendo y valorando su trabajo y facilitando el acceso 
a recursos e instancias de participación en el diseño y ejecución de políticas públicas.

De acuerdo al diagnóstico realizado, resulta urgente impulsar una agenda pública que 
permita una mejor comprensión de los cambios que están ocurriendo en la matriz 
de relacionamiento Estado-Sociedad Civil, a objeto de promover nuevos marcos 
institucionales, legales y políticos que permitan orientar y encausar estos procesos. 

Esta nueva agenda debiera estar anclada en la noción de “civismo” como expresión 
de compromiso de la ciudadanía por los asuntos públicos y la construcción de una 
sociedad plural y democrática, capaz de resolver sus diferencias de manera civilizada. 
Debiera también promover una cultura de diálogo entre los actores de la sociedad civil, 
orientada hacia la búsqueda del bien común, la libertad de las instituciones, favoreciendo 
la co-responsabilidad de la ciudadanía en los asuntos públicos, promoviendo mayores 
y más creativos niveles de sinergia y articulación entre la acción estatal y la acción civil.

En las administraciones modernas, Estado y sociedad civil cooperan entre sí. Así funciona 
en los países de la Unión Europea y, recientemente, así también funciona en los países 
de Europa Occidental, que acostumbraban a tener Estados fuertes e intervencionistas. 

La gobernanza moderna puede surgir y funcionar únicamente cuando se satisfacen 
algunos pre-requisitos institucionales y estructurales, tanto del lado de la estructura 
política como del lado de la sociedad. Las autoridades políticas tienen que ser fuertes 
y competentes, pero jamás arbitrarias u omnipotentes. Deben tener frente a ellas una 
sociedad civil confiable y transparente, en la que los intereses privados encuentren una 
expresión organizada. 
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En muchas partes del mundo no se logran estas condiciones, e incluso en las partes 
más desarrolladas y más democráticas del mundo encontramos solo una aproximación 
del ideal de gobernanza moderna. Al caracterizarse por una cooperación antagonista, la 
negociación y la concertación, la gobernanza moderna se ve constantemente amenazada 
por el estancamiento o por la obtención de compromisos débiles que no pueden resolver 
los problemas en curso. No existen recetas sencillas para evitar esos peligros. Pero no es 
imposible. Se requiere voluntad, diálogo y compromiso.

Hacia adelante, es necesario dar pasos concretos para que las OSC crezcan y puedan 
desplegar todo su potencial de aporte al desarrollo integral del país. Para ello, es 
fundamental que se reconozca, transversalmente, la contribución que ellas hacen a 
través de la entrega de bienes y servicios a la población. Esto significa tomarlas mucho 
más en consideración a la hora de definir estrategias para abordar los problemas 
públicos. Es necesario también desarrollar una relación mucho más simétrica con el 
Estado, tanto a nivel nacional como local, para aprovechar mejor la evidencia práctica 
que ellas están generando. 

Asimismo, resulta urgente desarrollar procesos que ayuden a resguardar la fe pública en 
ellas. Reconocer que las OSC hacen contribuciones particulares que orientan, agregan 
valor y permiten solucionar problemáticas de interés público.

Y, quizás lo más importantes, que además este estudio concluye con mucha seriedad 
y evidencia, es de vital relevancia mantener un adecuado equilibrio entre las distintas 
fuentes de ingresos. Es fundamental que las organizaciones de la sociedad civil puedan 
recibir aportes del Estado, pero estos deben ser otorgados en un contexto de autonomía 
y no imponer condiciones exageradas o arbitrarias que lleven a una captura de intereses. 
También son importantes los ingresos propios que generan, por los servicios que 
prestan, pero ciertamente debe cuidarse que esto no termine en una mercantilización.

Documentar la realidad contribuye a tener elementos para orientar la acción. En este 
sentido, el esfuerzo de Sociedad en Acción es loable. Pero documentar la realidad no 
basta. Tal y como lo indican los resultados de este análisis, es impostergable pasar a la 
acción. Ojalá que la lectura de este documento sea el primer detonante.

Desde la Fundación Chile+Hoy seguiremos promoviendo el rol y contribución de las 
organizaciones de la sociedad civil en el desarrollo y progreso del país. Asumimos esta 
motivación con compromiso y convicción, esperando que la información que se ha 
generado sirva realmente para generar espacios de verdadera colaboración entre las OSC 
y el Estado.

Nicolás Ibáñez Scott.
Presidente Fundación Chile+Hoy
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Introducción

D
esde el año 2015, el proyecto Sociedad en Acción, desarrollado en conjunto por el Centro de Políticas 
Públicas de la Universidad Católica y la Fundación Chile+Hoy, busca relevar la importancia que 
tienen las organizaciones de la sociedad civil (OSC) en Chile, levantando datos e indicadores que 
permitan observarla en detalle y posicionarla como un tema de interés público con el fin de potenciar 

la contribución que esta puede hacer al desarrollo del país. 

Durante el año 2017, Sociedad en Acción convocó a más de 200 organizaciones de las ciudades de 
Antofagasta, Valparaíso, Santiago, Concepción y Puerto Montt para levantar de manera conjunta las 
problemáticas transversales que afectan a las OSC y sus posibles soluciones. Esto con el propósito final de 
generar incidencia en políticas públicas para fortalecer al sector, en el marco de las elecciones presidenciales. 
En este contexto, se presentaron seis ejes de trabajo, que buscan reconocer y potenciar el trabajo que 
realizan estas organizaciones.

Fuente: Sociedad en Acción, 2017.

Tabla 1. Ejes de trabajo para el fortalecimiento de las OSC1

1. �Reconocer para incidir: reconocer a las OSC como movilizadoras del interés público, que contribuyen a una mejor 
democracia y como actores clave en los programas que entregan bienes y servicios sociales a la población. 

2. �Pertinencia regional: dado que las OSC están presentes en todo el territorio nacional, se propone descentralizar 
los programas y contratos, ajustándolos a las particularidades regionales; facilitar la articulación de las OSC a nivel 
regional y local; y desarrollar un modelo de trabajo público-privado que priorice el desarrollo regional. 

3. �Transparencia y fiscalización para resguardar la fe pública: se propone incentivar y concientizar a las OSC sobre 
la transparencia, confeccionando criterios transversales y accesibles a todas las OSC, independiente de su tamaño y 
capacidad, junto con potenciar las herramientas existentes en el Estado. 

4. �Colaboración pública: establecer un diálogo directo entre las OSC y el Estado con el fin de impulsar al sector, per-
feccionar las políticas públicas y reformular el modelo de contratos entre ambos actores, avanzando hacia un esquema 
de alianza, asegurando la transparencia y la probidad en la relación. 

5. �Financiamiento sustentable: generar un modelo de fondos concursables claro y sencillo, desarrollar un modelo de 
subvenciones que permita la continuidad de proyectos estratégicos y simplificar las normativas existentes en materia 
de donaciones. 

6. �Registro integrado: estandarizar la generación de datos en la inscripción de las OSC, generando una base de datos 
unificada, actualizada y electrónica a través del Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro, además de 
dotar de interoperabilidad a esta plataforma. 

En base a estas propuestas, durante el año 2018 se seleccionaron dos grandes temáticas que abordan algu-
nos de estos ejes y que, coincidentemente, se encuentran presentes en la agenda del actual gobierno. Estas 
son, en primer lugar, el diseño de un registro integrado que promueva la confianza, transparencia y fe públi-
ca en las organizaciones de la sociedad civil. La segunda hace referencia a los ejes de colaboración pública 
y financiamiento sustentable, buscando mejorar y simplificar el proceso de transferencia de recursos desde 

1	  Para más detalle de las propuestas, descargar documento completo en el siguiente link: https://www.sociedadenaccion.cl/publi-
cacion/fortaleciendo-las-organizaciones-de-la-sociedad-civil-propuestas-para-impulsar-las-osc-en-chile/
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el Estado a las OSC. El presente documento desarrolla de manera detallada aspectos de índole técnica y 
administrativa en relación con ambos temas. 

A lo largo de la historia de Chile, las OSC –como actores públicos– y el trabajo que realizan no han sido 
reconocidos en su totalidad, lo que se ha traducido en la falta de espacios y mecanismos que fomenten y 
faciliten su accionar, como sí existen en el caso de actores como las empresas privadas y la academia. En este 
contexto, las propuestas que se presentan a continuación apuntan a promover un nuevo trato para las OSC 
que permita reconocerlas como un actor autónomo e independiente del Estado que aporta a la resolución 
de problemáticas de interés público y, en consecuencia, al desarrollo del país. Además, se busca relevar que 
las OSC hacen contribuciones particulares que orientan y agregan valor a las soluciones de problemas de 
interés público. Esto implica, entre otras cosas, promover un ambiente adecuado para su desarrollo, reco-
nociendo y valorando su trabajo, y facilitando tanto el acceso a recursos como a instancias de participación 
en el diseño y ejecución de políticas públicas. 

El presente documento se estructura en cinco capítulos. En el primero, se presentan antecedentes de las 
organizaciones de la sociedad civil y su relación con el Estado y las problemáticas de la confianza, fe públi-
ca y transferencia de recursos desde los gobiernos. En el segundo, se detalla la metodología utilizada para 
llevar a cabo el estudio y las propuestas. En el tercer capítulo se aborda la temática de confianza, fe pública 
y registro de las OSC, presentando primero el diagnóstico realizado y consecuentemente las propuestas 
elaboradas para mejorar las problemáticas identificadas. En el cuarto capítulo se presenta el diagnóstico 
y propuestas para el tema de las transferencias de recursos desde el Estado hacia las OSC. Cabe destacar 
que, para ambos temas, las propuestas consideran una implementación gradual. De esta forma, para una 
primera etapa se proponen acciones que tienen que ver con cambios administrativos, resoluciones internas 
y reorganización de departamentos, entre otros. En algunos casos, estas corresponden a la implementación 
de pilotos de lo sugerido para una segunda etapa. Por su parte, las propuestas que consideran modificacio-
nes legales o una mayor inversión de recursos se plantean para la segunda etapa. Por último, en el quinto 
capítulo, se exponen las principales conclusiones del estudio.



Antecedentes  
de las OSC y  
su relación con 
el Estado
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E
l presente capítulo se compone de cinco secciones. 
En la primera, se introduce la temática de las 
organizaciones de la sociedad civil, destacando 
sus principales características y contribuciones. 

En la segunda, se caracterizan las OSC existentes 
en Chile. En la tercera, se describen los principales 
antecedentes teóricos en relación a la relación de 
las OSC y el Estado. Y en la cuarta y quinta sección, 
se exponen antecedentes de las temáticas a abordar 
en las propuestas de este documento, referidas a la 
confianza y fe pública de las OSC y a la transferencia 
de recursos desde el Estado a estas organizaciones. 

La sociedad civil como un actor relevante 
en los temas de interés público
La sociedad civil corresponde a un sector de la socie-
dad que se caracteriza por la agrupación libre de perso-
nas con el fin de alcanzar un bien colectivo, de manera 
autónoma al Estado y con una lógica distinta a este y 
a las empresas privadas. Es más, las organizaciones de 
la sociedad civil se caracterizan por ser actores inter-
mediarios entre la ciudadanía, el Estado y el mercado, 
generando el espacio para la expresión del interés pú-
blico (Irarrázaval, Streeter y colaboradores, 2017). 

Para efectos del proyecto Sociedad en Acción, la defi-
nición de qué es una organización de la sociedad civil 
se basa en la metodología elaborada por el Centro de 
Estudios de la Sociedad Civil de la Universidad Johns 
Hopkins (JHU por su sigla en inglés), la que consi-
dera cinco características fundamentales. Estas son: 

	n	 Ser una organización: poseer una estructura inter-
na, estabilidad en sus objetivos y un documento de 
constitución, independiente del estatus jurídico. 

	n	 Ser autónoma: controlar sus propias actividades y 
contar con procedimientos propios de gobierno. 

	n	No distribuir utilidades entre sus miembros: si 
es que se acumulan excedentes, estos deben ser 
reinvertidos en la misma organización.

	n	 Ser voluntaria: sus miembros y los aportes que es-
tos hacen en tiempo y dinero no son obligatorios. 

	n	 Ser privada: su existencia es independiente a la 
del Estado; no puede ser una unidad instrumen-
tal de este, aunque sí puede recibir recursos pú-
blicos para su financiamiento.

En base a esta definición, se puede distinguir una 
gran variedad de organizaciones dependiendo de los 
objetivos que persigan. La categorización elaborada 
por la JHU considera los siguientes tipos: organi-
zaciones educacionales, comunitarias, de servicio 
social, medioambientales, de defensa de derechos, 
culturales y artísticas, deportivas, de salud (no esta-
tales), universidades públicas no estatales, partidos 
políticos, sindicatos y asociaciones gremiales. 

En general, las OSC cumplen dos grandes funciones. 
Por una parte, son relevantes proveedoras de ser-
vicios sociales de salud, educación y cultura, entre 
otros. Por otro lado, las OSC también cumplen un 
rol expresivo, representando los intereses de diversos 
grupos e incidiendo en la discusión de temas de inte-
rés público (Salamon, Sokolowski y Haddock, 2017). 

La relevancia de las OSC como un actor en el ámbito 
público está dada por las contribuciones que estas 
realizan a través de sus dos funciones. El análisis de 
la contribución de las OSC se basa en el texto “Com-
prometidos con Chile: La contribución de las organi-
zaciones de la sociedad civil a la infancia y las perso-
nas mayores” de Irarrázaval, Streeter y Salas (2018). 
Una de las primeras contribuciones que se puede 
destacar es que las OSC se anteponen a solucionar 
problemáticas sociales que no están siendo aborda-
das ni por el Estado ni por el mercado (Salamon, 
Geller y Newhouse, 2012). De esta forma, las OSC 
pueden llegar a obtener una experiencia y experticia 
que supera a la del Estado y el mercado en ciertas 
temáticas (Mathews, 1997). 

En segundo lugar, el trabajo de las OSC destaca por 
enfocarse en aquellos grupos en situación de mayor 
vulnerabilidad a los que proveen de servicios de ca-
lidad, pero a bajo costo (Salamon et al., 2012). De 
esta manera, la población con la que se vinculan di-
fiere de aquella que accede a servicios privados, ge-
nerando una mayor equidad social (Salamon, Hems 
y Chinnock, 2000). 

En esta misma línea, las OSC hacen importantes con-
tribuciones mediante acciones de colaboración con el 
Estado y/o acciones que complementan el trabajo de 
los organismos públicos en diversas temáticas (Ira-
rrázaval y Guzmán, 2000). Por una parte, las OSC se 
constituyen como proveedoras de servicios públicos 
(Werker y Ahmed, 2008). Así, las OSC se involucran 
en todas las etapas del desarrollo de las políticas pú-
blicas, desde el diagnóstico hasta la evaluación, pa-
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sando por el diseño y la ejecución (Ferrer, Monje y 
Urzúa, 2005). Por otra parte, también realizan accio-
nes que no están siendo abordadas desde los orga-
nismos públicos y que complementan su accionar. 
Estas acciones se caracterizarían por su efectividad, 
proveyendo servicios de alta calidad a un bajo costo, 
y por su confiabilidad, pues se mantienen estables a 
lo largo del tiempo. En consecuencia, generan impac-
tos concretos en el bienestar de las personas (Sala-
mon et al., 2012).

Otra contribución relevante hace referencia a la inno-
vación, pertinencia y flexibilidad con la que se desa-
rrolla el trabajo de las OSC. Dado que el accionar de 
las OSC no está limitado por la regulación pública ni 
por la obligación de generar utilidades, estas pueden 
llevar a cabo su trabajo de manera más flexible, to-
mando riesgos con el fin de generar innovaciones (Sa-
lamon et al., 2000). A esto se suma que la autonomía 
y flexibilidad de las OSC les permite responder de 
manera más atingente a problemáticas a nivel local 
(Girardo y Mochi, 2012).

Las OSC también tienen la capacidad de movilizar 
recursos –tanto materiales como inmateriales– para 
el desarrollo de sus proyectos. Esto se refleja en do-
naciones de privados, acceso a fondos públicos, la 
creación de empleos y la movilización de voluntarios 
en pos del bien común. De esta forma, las OSC ge-
neran un espacio en el cual, de diversas formas, la 
ciudadanía se puede involucrar en temas de interés 
público (Salamon et al., 2012).

Por último, las OSC cumplen un rol en la moviliza-
ción del interés público con el fin de generar cambios 
tanto a nivel cultural como en las políticas públicas. 
Por un lado, las OSC funcionan como un vínculo en-
tre las personas y el Estado, llevando a cabo procesos 
de incidencia que incentivan la participación de la 
ciudadanía en los procesos de toma de decisiones, 
promoviendo así una mayor democratización. Por 
otra parte, al representar intereses heterogéneos, las 
OSC promueven la diversidad y el pluralismo, fo-
mentando el liderazgo de grupos vulnerables o en ge-
neral excluidos de los procesos políticos tradicionales 
(Salamon et al., 2000).

En la Tabla 2 se sintetizan los principales aportes que 
realizan las OSC.

Fuente: Irarrázaval, Streeter y Salas, 2018.

Tabla 2. Contribuciones de las OSC al interés público

1. �Se anticipan al Estado en la solución y visibilización de 
temáticas de interés público

2. �Focalizan sus acciones en grupos en situación de mayor 
vulnerabilidad 

3. �Colaboran con el Estado y complementan su trabajo en 
diversas temáticas

4. �Desarrollan acciones innovadoras, pertinentes y 
fácilmente adaptables

5. �Movilizan recursos de diversas fuentes para 
destinarlos hacia el bien común

6. �Aportan con esfuerzos para generar cambios a nivel 
cultural y de políticas públicas

Además de estos aportes en acciones, las OSC a nivel 
mundial se caracterizan por ser un actor económi-
co importante. Un estudio realizado en 41 países, 
identificó que la fuerza de trabajo de las OSC alcan-
za más de 54 millones de empleos en términos de 
jornadas completas equivalentes (JCE), superando 
a industrias como transporte y comunicaciones y al 
sector público. Esto equivale al 5,7% de la población 
económicamente activa de los países estudiados (Sa-
lamon et al., 2017). 

En el mismo estudio, el sector también se destaca 
por la gran cantidad de voluntarios que moviliza en 
los países estudiados, los que alcanzan los 351 mi-
llones de personas mayores de 15 años, lo que se tra-
duce en 35 millones de JCE. Por último, también se 
menciona el importante crecimiento que ha tenido 
en términos de empleo en comparación con otras in-
dustrias, alcanzando un crecimiento anual promedio 
de 4,6%. Todos estos indicadores reflejan la magni-
tud y la fortaleza que ha adquirido el sector sin fines 
de lucro a nivel mundial.
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Antecedentes de las OSC en Chile
De acuerdo a datos levantados por el proyecto So-
ciedad en Acción, al año 2015 en Chile existían más 
de 230.000 organizaciones de la sociedad civil que 
cumplen con los requisitos de ser organizaciones 
privadas, autónomas, voluntarias y no distribuir uti-
lidades entres sus miembros. La siguiente sección 
recoge las principales cifras levantadas por Sociedad 
en Acción desde 2015 y publicadas por Irarrázaval, 
Streeter y colaboradores en 2017. Este estudio es 
parte de una extensa investigación iniciada por Ira-
rrázaval en 2006. Los resultados se dividen en una 
radiografía social, económica e institucional de estas 
organizaciones. 

Radiografía institucional 
En Chile existen exactamente 234.502 organizacio-
nes de la sociedad civil, de las cuales cerca de la mi-
tad se constituyeron después de 2006. Esto se puede 
explicar, entre otras cosas, por la promulgación de la 
Ley 20.500 de Asociatividad y Participación Ciuda-
dana que facilitó su constitución a nivel local. Este 
número corresponde a una tasa de 13 organizaciones 
cada mil habitantes, lo que supera la tasa de países 
como Estados Unidos y Australia, que alcanzan las 
4,8 y 6,7 organizaciones cada mil habitantes res-
pectivamente. Estas OSC se distribuyen de manera 
descentralizada a lo largo del territorio nacional con 
una tasa que varía entre las 5,8 organizaciones por 
cada mil habitantes en Arica y Parinacota y las 28,6 
OSC cada mil habitantes en La Araucanía. La Región 
Metropolitana, que concentra cerca del 40% de la po-
blación nacional, tiene una tasa de 8,3 OSC cada mil 
habitantes, concentrando el 27% de las organizacio-
nes del país. 

Los ámbitos en los que se desempeñan estas orga-
nizaciones son bastante variados. Según la Clasifica-
ción Internacional de las Organizaciones sin Fines de 
Lucro (ICNPO), el 32,1% de las OSC chilenas se des-
empeñan en temas de Desarrollo Social y Vivienda, 
seguidas por el 31,6% que se desempeñan en Cul-
tura y Recreación. Les sigue el 13,3% que se desem-
peñan en el ámbito de Educación e Investigación y 
11,5% que corresponden a Asociaciones Gremiales, 
Asociaciones de Profesionales y Sindicatos. En menor 
proporción, existen organizaciones que se dedican a 
los Servicios Sociales (5,4%), Defensa de Derechos y 
Política (2,4%), Salud (1,4%) y otros (2,3%). 

En cuanto al estatus jurídico de las organizaciones, 
se observa que en Chile el 79,8% corresponde a or-
ganizaciones comunitarias funcionales, juntas de ve-
cinos y uniones comunales; el 6,8% son fundaciones 
y asociaciones y 6,1% son sindicatos. El resto corres-
ponde a asociaciones gremiales (2,9%), comunidades 
indígenas (1,6%), agrupaciones estudiantiles (1,4%), 
organizaciones de usuarios de agua (1,4%) y comuni-
dades agrícolas (0,1%). 

Radiografía social 
En cuanto a la percepción de la ciudadanía respec-
to de las OSC, el estudio realizado pudo identificar 
que, si bien el concepto “organizaciones de la socie-
dad civil” solo es conocido por el 18,4% de la po-
blación, al consultar por organizaciones específicas 
sí se evidencia que existe un amplio conocimiento 
de este tipo de organizaciones. En este contexto, 
el 89% de los encuestados ha escuchado hablar de 
Bomberos, 83% de las juntas de vecinos, 76% de las 
organizaciones deportivas y 70% de los centros de 
madres. Le siguen los conjuntos folklóricos, clubes 
de adultos mayores, organizaciones de infancia y de 
enfermos y personas en situación de discapacidad, 
todas las cuales tienen un nivel de conocimiento que 
supera el 65%. 

En cuanto a la participación de las personas en OSC, 
el 16,6% declaró en 2015 haberlo hecho de manera 
activa durante el último año. Esto implica, entre otras 
cosas, realizar actividades de voluntariado, destinan-
do tiempo y recursos de manera gratuita a las labores 
de una organización; trabajando de manera remune-
rada en una OSC o siendo un miembro activo, ya sea 
formando parte del directorio, directiva o comisiones 
de trabajo de una organización. 

Por último, en cuanto a la valoración social, el 70% de 
los encuestados declaró tener una alta valoración de 
las OSC, indicador que se construye tomando como 
base las variables de calidad, rapidez, sintonía, flexi-
bilidad, vocación y autonomía. Al evaluar por tipo de 
organización, se observa que en todos los casos la alta 
valoración supera el 60%; sin embargo, los tipos más 
valorados son las organizaciones de servicios sociales, 
con 80%, y las organizaciones funcionales con 75%. 
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Radiografía económica
En base a los datos levantados por el proyecto So-
ciedad en Acción, se puede afirmar que las organiza-
ciones de la sociedad civil son un empleador de gran 
importancia en Chile, generando cerca de 310.000 
empleos remunerados y voluntarios en términos de 
JCE. Esto equivale al 3,6% de la población económi-
camente activa del país, siendo esta la proporción más 
alta entre los países de Latinoamérica, con excepción 
de Argentina donde este número alcanza el 5,9%. 

En cuanto a las temáticas, el empleo se distribuye de 
la siguiente forma: el 33% de las jornadas completas 
equivalentes se concentran en las organizaciones de-
dicadas a Cultura y Recreación, y 28% en Educación 
e Investigación. Le siguen Desarrollo Social y Vivien-
da y Servicios Sociales, cada una con 13%, Asocia-
ciones Gremiales, Profesionales y Sindicatos con 6%, 
salud (3%), Defensa de Derechos y Políticas (2%), 
Medioambientales (1%) y otros (1%). 

En términos de gastos, las OSC representan el 2,1% 
del Producto Interno Bruto (PIB), proporción similar 
a la de sectores como Hotelería y Restaurantes y su-
perior al de sectores como la Pesca. Esta proporción 
del PIB, que equivale a US$ 5.000 millones aproxi-
madamente, ha experimentado un importante cre-
cimiento en la última década, pasando de 1,5% en 
2004, equivalente a casi US$2.000 millones en 2004, 
al 2,1% recién descrito. 

Por último, en cuanto a las fuentes de financiamien-
to, cabe destacar que, para Chile, si bien la mayo-
ría de los ingresos corresponde a ingresos propios 
(44%), esto es pago o co-pagos de las actividades que 
realizan, existe una alta proporción que proviene de 
fondos públicos (41%). El 15% restante corresponde 
a filantropía. 

ANTECEDENTES DE LA RELACIÓN ENTRE EL 
ESTADO Y LA SOCIEDAD CIVIL 
La relación entre el Estado y las organizaciones de la 
sociedad civil existe desde la creación de los mismos 
Estados (Young, 2000; Kettle, 2010). El surgimiento 
de las OSC como un actor social relevante se puede 
rastrear a los escritos de Locke y Hegel, en los siglos 
XVII y XVIII. Ya en ese entonces se menciona a la 
sociedad civil como un actor diferente a las organi-
zaciones e instituciones públicas y privadas, aunque 
en ambos casos, aún se menciona como un sector 
fuertemente vinculado al ámbito de lo público (Pie-
trzak, 2015). 

Tocqueville fue el primero en separar completamente 
a la sociedad civil del Estado en el siglo XIX, definien-
do al segundo como el sistema (instituciones y me-
canismos) que ejerce el poder político, mientras que 
la sociedad civil son las relaciones entre las personas 
que en pos del bien común participan en la esfera pú-
blica y en los procesos de toma de decisiones (Pietr-
zak, 2015). De esta forma, se distingue a la sociedad 
civil de la sociedad política que representa las relacio-
nes entre los individuos y los organismos políticos, 
ya que las organizaciones de la sociedad civil no son 
parte del Estado (Woldring, 1998; Pietrzak, 2015). 

Tocqueville (1957) plantea que un Estado no puede 
hacerse cargo de todos los detalles de la vida de los 
individuos. Hay ciertas temáticas relevantes para los 
gobiernos, como la promulgación de leyes y las rela-
ciones exteriores, que se deben manejar a nivel cen-
tral; pero también hay intereses a nivel local que de-
ben ser desarrollados por los mismos individuos, ya 
sea a través de organismos públicos descentralizados, 
como a través de asociaciones locales. Las asociacio-
nes actuarían como un intermediario entre el Estado 
y la ciudadanía. De esta forma, la existencia de estos 
grupos intermedios evita la centralización de la admi-
nistración y el despotismo de los Estados y, en conse-
cuencia, promueve la democracia (Woldring, 1998). 

En este contexto, desde la teoría se plantea que la 
relación entre el Estado y las OSC puede adquirir di-
versas formas dependiendo de las características de 
cada país y de variables como el nivel de estatismo, el 
tamaño de la sociedad civil, los tipos de interacción 
entre Estado y sociedad civil, o los distintos intereses 
de cada uno. 
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Schofer y Fourcade-Gourincha (2001) definen que 
el nivel de estatismo depende de la ubicación que se 
le da a la soberanía política en una sociedad. De esta 
forma, en países estatistas el Estado se constituye 
como un orden superior, mientras que la sociedad 
civil es un ente que debe ser organizado y tutela-
do. En este contexto, se evidencian obstáculos para 
que las OSC tomen responsabilidades que tradicio-
nalmente le han pertenecido al Estado. En el otro 
extremo, en países menos estatistas, la legitimidad 
del Estado está dada por su capacidad de represen-
tar a los individuos y a las OSC. De esta forma, se 
promueve el compromiso cívico de los individuos y 
las organizaciones y el trabajo conjunto con institu-
ciones del Estado. 

Por su parte, el nivel de corporativismo hace referen-
cia a cómo se organiza la soberanía política, para lo 
cual se analiza si los distintos actores sociales son in-
corporados a la esfera pública de manera individual o 
colectiva. Algunos sistemas entregan la soberanía en 
individuos que representan a otros, legitimando así la 
acción colectiva; mientras que en otros casos se empo-
dera a los grupos sociales y los individuos adquieren 

relevancia solo como miembros de esos grupos que 
tienen derechos y funciones. A partir del análisis de 
estas variables, se plantea la existencia de un continuo 
entre un aparato estatal completamente centralizado y 
una forma de poder político completamente descen-
tralizado (Schofer y Fourcade-Gourincha, 2001). 

Salamon y Sokolowski (2017) plantean que el desa-
rrollo de la sociedad civil y su relación con el Estado 
se explica por distintos estructuras y factores histó-
ricos, sociales, políticos y económicos. Específica-
mente, plantean que los tipos de relaciones de po-
der existentes entre actores y clases sociales se ven 
incididos por variables como la religión y etnicidad, 
y potencialmente amplificados por la existencia de 
organizaciones como partidos políticos y sindicatos. 
Estos distintos tipos de relaciones permiten identifi-
car cinco modelos de desarrollo de las OSC, los que 
se diferencian entre otras cosas, por el tipo de fun-
ción que la sociedad civil cumple en una sociedad 
(expresiva o de provisión de servicios sociales) y la 
proporción de recursos que reciben desde el Estado. 
En la Tabla 3 se presenta una síntesis de los modelos 
y las diferencias entre ellos. 

Fuente: Salamon y Sokolowski, 2017.

Tabla 3. Patrones de relaciones entre actores sociales y su efecto en la sociedad civil

Patrón Función dominante de 
las OSC

Proporción de recursos 
desde el Estado

Tradicional: dominación de las elites y presencia de prácticas que 
restringen el crecimiento de la sociedad civil. 

Provisión de servicios 
sociales

Baja

Liberal: dominación de la burguesía y prácticas políticas liberales 
que promueven el desarrollo de las OSC que dependen de la 
filantropía. 

Provisión de servicios 
sociales

Relativamente baja

Alianza para el bienestar: equilibrio de poder entre las elites y 
clases trabajadoras que promueven el gasto social estatal a  
través de OSC.

Provisión de servicios 
sociales

Muy alta

Social democracia: movilizaciones de trabajadores efectivas 
para alcanzar acuerdo con grupos intermedios que promueven la 
provisión de servicios de bienestar desde el Estado. 

Expresiva y de incidencia 
social 

N/A

Estatista: aceleración de la industrialización por parte de elites 
modernizantes que restringen libertades y espacio para el 
crecimiento de la sociedad civil.

N/A Baja
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En la misma línea que lo planteado por Schofer y 
Fourcade Gourincha (2011), se identifica que, en los 
regímenes de bienestar, el Estado y las OSC actúan 
como socios en la provisión de servicios; mientras 
que, en sociedades estatistas, el sector sin fines de lu-
cro sería de menor tamaño. Por su parte, en el modelo 
social demócrata si bien el gasto público en bienestar 
es alto, este no sería ejecutado por las OSC, sino que 
por el mismo Estado. En este contexto, las OSC cum-
plirían otro tipo de rol, ya sea canalizando demandas 
ciudadanas, activismo e incidencia o la promoción 
de actividades de recreación. Por último, los modelos 
liberales se caracterizan por un bajo gasto público en 
bienestar y un gran tamaño de la sociedad civil que 
se hace cargo de la provisión de este tipo de servicios 
(Salamon y Anheier, 1998).

Najam (2000) sugiere que el Estado y las OSC tienen 
diferentes intereses institucionales estratégicos y me-
dios para alcanzar esos intereses, los que pueden in-
teractuar de manera armoniosa o conflictiva, además 
de que pueden existir asimetrías de poder entre am-
bos grupos. Cuando los fines y los medios de ambos 
son similares, se puede establecer relaciones de coo-
peración, las que no necesariamente implican una 
asimetría de poder. Cuando los fines son similares, 
pero los medios diferentes, se pueden dar relaciones 
de complementariedad, alcanzando acuerdos de ma-
nera independiente o contractual. El autor plantea 
que este tipo de relación es más común en el ámbito 
de la provisión de servicios, lo que se abordará más 
adelante con mayor detalle. 

Ahora bien, cuando los fines entre ambos grupos son 
diferentes, se pueden dar dos tipos de relación. Si es 
que los medios son similares, se presenta la posibili-
dad de cooptación, en la que una de las partes, pro-
bablemente la con mayor cantidad de recursos o ca-
pacidad de coerción, intentará cambiar los fines de la 
otra. Por su parte, si tanto los medios como los fines 
del Estado y las OSC son diferentes, se dará una rela-
ción de confrontación, la que puede derivar incluso 
en represión si es que se genera resistencia a políticas 
del Estado. El autor, además, plantea que una quinta 
opción es que no haya ningún tipo de relación entre 
el Estado y las organizaciones. 

Young (1999; 2000) analiza específicamente el rol 
de las OSC en la provisión de servicios públicos, po-
niendo énfasis en la interacción entre el Estado y las 
OSC. En este contexto, plantea que hay tres formas 
de describir esta relación: 

	n	 Suplementariedad: se asume que los ciudadanos 
tienen preferencias diversas y que el Estado sólo 
se puede hacer cargo de las preferencias del ciu-
dadano “promedio”. Las OSC estarían en condi-
ciones de financiar servicios que no son provistos 
por el Estado o de satisfacer aquellas preferencias 
particulares que no están siendo consideradas 
por los organismos públicos. En este modelo, el 
gasto de las OSC en provisión de servicios sería 
inversamente proporcional al gasto del Estado. 

	n	Complementariedad: se asume que el Estado no 
puede proveer la totalidad de los servicios sociales 
por su cuenta y no existen los suficientes incenti-
vos para que los privados asuman esta tarea, por 
ende, las organizaciones sin fines de lucro (OSFL) 
se entienden como socias en la entrega de servicios 
sociales. En este contexto, si aumenta el gasto del 
Estado, aumenta el presupuesto disponible para la 
OSFL. 

	n	Adversariedad: se asume que, en sociedades al-
tamente heterogéneas, la visión de los grupos mi-
noritarios no se vería reflejada en las políticas pú-
blicas, por ende, estos grupos se organizan para 
satisfacer sus necesidades particulares. En este 
contexto, las OSC cumplen el rol de presionar 
a los gobiernos para que realicen modificaciones 
en las políticas y programas sociales, mientras 
que el Estado presiona a las OSC a través de la 
regulación y respondiendo a su activismo. 

En el contexto específico de la provisión de servicios 
sociales, se distinguen también variaciones según cuál 
de las partes es el principal encargado de financiar 
y ejecutar los servicios (Gidron, Kramer y Salamon, 
1992 en Brinkerhorff & Brinkerhorff, 2002). En este 
contexto, puede haber una prevalencia del Estado, 
una prevalencia de las OSC o una presencia similar 
de ambos. En este último caso, se puede dar un mo-
delo dual, en el que el Estado y las OSC operan en 
distintos ámbitos, sin mayor interacción, o un modelo 
de colaboración, en el que ambos operan simultánea-
mente y en el que en general el Estado se hace cargo 
del financiamiento y las OSC de la ejecución. Depen-
diendo del nivel de incidencia que tienen las OSC, el 
autor distingue el rol de proveedoras, en las que las 
OSC solo ejecutan sin mayor incidencia, o el rol de 
socias, en el que sí existe cierto nivel de incidencia en 
cómo se lleva a cabo la ejecución de los servicios. 
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En la Tabla 4 se presenta una síntesis de la bibliografía revisada, las variables analizadas por cada autor y el tipo 
de modelo o relación que surge entre el Estado y las OSC.

Fuente: elaboración propia.

Tabla 4. Síntesis de modelos de relación entre el Estado y la sociedad civil

Autores Variables analizadas Tipos de relación entre 
Estado y sociedad civil

Schofer y Fourcade Gourincha (2011) Ubicación de la soberanía popular Estatista
Corporativista

Salamon y Sokolowski (2017) Relaciones de poder entre actores y clases sociales Tradicional
Liberal
Alianza para el bienestar
Social democracia
Estatista

Najam (2000) Intereses institucionales estratégicos del Estado 
y las OSC

Cooperación
Complementariedad
Cooptación
Confrontación
Sin relación

Young (1999; 2000) Interacción entre Estado y OSC en la provisión  
de servicios sociales

Suplementariedad
Complementariedad
Adversariedad

Gidron, Kramer y Salamon (1992) Actor prevalente en el financiamiento y ejecución  
de servicios sociales

Prevalencia del Estado
Prevalencia de las OSC
Prevalencia similar

Tendencias contemporáneas: gobernanza  
y cooperación público-privada
En las últimas décadas se observa un cambio de pa-
radigma de una sociedad en la que Estado, empresas 
privadas y OSC se mantienen cada uno en su esfera, 
a una sociedad en la que cada vez hay más puntos en 
común entre estos tres actores (WEF, 2013). 

La literatura más reciente (2010 en adelante), hace 
referencia al concepto de gobernanza para analizar 
las relaciones entre el Estado y organizaciones de 
la sociedad civil, ilustrando cómo se involucran los 
actores gubernamentales y no gubernamentales en 
los temas de interés público (Buizer et al., 2015). La 
gobernanza es un enfoque de gestión de los temas de 
interés público que promueve la co-responsabilidad 
y la incorporación de actores no gubernamentales 

en este proceso, promoviendo la coordinación en-
tre distintos actores para la generación de políticas 
(Martínez y Mendiola, 2017). Más específicamente, 
Donahue y Zeckhauser (2011) hablan de la gober-
nanza colaborativa, entendida como aquellos acuer-
dos mediante los cuales actores públicos y privados 
toman decisiones de manera conjunta en pos de la 
solución de problemas complejos y la creación de 
bien común. 

En este contexto, se distinguen modelos en los que 
el Estado cumple un rol de liderazgo, modelos en los 
que los actores no gubernamentales lideran los pro-
cesos y modelos en que ambos cumplen un rol clave 
(Buizer et al., 2015; Donahue y Zeckhauser, 2011). 

Steen-Johnsen, Eynaud y Wijkström (2011) plan-
tean que la transformación en las formas de admi-
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nistración del sector público, implica una nueva re-
lación entre el Estado, privados y las OSC, lo que 
ha derivado en surgimiento de redes y alianzas que 
reemplazan la administración centralizada y jerár-
quica (Torfinf y Sorensen, 2007 en Steen-Johnsen et 
al., 2011). En este contexto, se abren oportunida-
des tanto para innovar como para coproducir con 
la ciudadanía soluciones a problemáticas de interés 
público, instancias en las que el sector sin fines de 
lucro puede jugar un rol preponderante (Pestoff y 
Brandsen, 2010). 

En este mismo contexto, organismos como el Ban-
co Mundial han promovido el uso de asociaciones 
público-privadas para la provisión de infraestructu-
ra y servicios públicos, permitiendo al Estado acce-
der a los recursos y la experticia del sector privado, 
compartiendo los riesgos y beneficios, y delegando 
la operación cotidiana (Banco Mundial, 2016). En-
tre las funciones de la provisión de servicios que se 
pueden llevar a cabo mediante una asociación públi-
co-privada se destaca el diseño, construcción, finan-
ciamiento, mantenimiento y operación, los que pue-
den ser pagados tanto por los gobiernos, como por 
los mismos usuarios, por ejemplo, en el caso de una 
carretera concesionada (Banco Mundial, 2018). Para 
esto, la Comisión Económica Europea de las Nacio-
nes Unidas estableció seis principios para la buena 
gobernanza de las asociaciones público-privadas par-
ticipación de todas las partes involucradas; eficiencia 
en el uso de los recursos; rendición de cuentas de 
los actores políticos responsables; transparencia de 
los procesos de toma de decisiones; decencia para el 
cumplimiento de las reglas sin perjudicar a la pobla-
ción; y justicia en la aplicación de las normas (UNE-
CE, 2008). 

Relación entre Estado y OSC en un contexto 
de modernización del Estado 
El Estado como ente organizador de la sociedad es 
una institución que tiene siglos de antigüedad y que, 
por ende, en la actualidad conserva estructuras y 
procedimientos que ya no son acordes a tiempos en 
los que la tecnología, la información y la colabora-
ción con otros actores no gubernamentales resultan 
de suma relevancia. En este contexto, la moderniza-
ción del Estado resulta relevante, entre otras cosas, 
porque es una forma de mejorar la eficiencia para 
alcanzar el cumplimiento programático en un con-

texto de permanentes restricciones presupuestarias 
(Aninat y Razmilic, 2018). A esto se suma un cre-
ciente contexto de desconfianza en las instituciones 
tanto públicas como privadas y una insatisfacción de 
la ciudadanía con la atención y el trato recibido en 
los servicios públicos (Aninat y Razmilic, 2018; Uni-
versidad Adolfo Ibáñez, Horizontal y CADEM, 2014; 
PNUD, 2017; Pareja, Fernández, Blanco, Theobald y 
Martínez, 2016). Esto implica ser más eficientes en 
el uso de los recursos y poner el foco en los ciudada-
nos (Pareja et al., 2016). 

En consecuencia, surgen una serie de desafíos en 
este ámbito, los que se relacionan, por una parte, 
con incorporar nuevos actores en la etapa de diseño, 
ejecución y evaluación de las políticas públicas y au-
mentar la participación e incidencia de la ciudadanía 
y la sociedad civil. Por otra parte, también es relevan-
te mejorar los procesos de seguimiento y evaluación 
de los programas públicos poniendo el foco en los 
resultados de un determinado producto o servicio 
(Consorcio para la Reforma del Estado, 2009).

Uno de los aspectos clave del funcionamiento del Es-
tado es la relación que este mantiene con sus usua-
rios, entre ellos no sólo personas individuales, sino 
que también las OSC, y los flujos de información en-
tre unos y otros. Entre las principales problemáticas 
observadas en este ámbito se encuentra la falta de 
interoperabilidad de la información entre servicios, lo 
que obliga al Estado a solicitar a las personas y orga-
nizaciones la misma información y documentos reite-
radas veces al momento de realizar trámites, entregar 
recursos o desarrollar proyectos de colaboración. Por 
otra parte, desde la perspectiva de los usuarios, tam-
bién resulta complejo el acceso a información clara 
y confiable para la realización de diversos trámites. 
Como se verá más adelante, en algunos casos la infor-
mación proviene de diversas fuentes, evidenciándose 
incoherencias entre ellas. También se observa la utili-
zación de un lenguaje complejo y ciertas dificultades 
para acceder a la información, lo que en muchos ca-
sos obliga a realizar los trámites de manera presencial 
(Irarrázaval, Tello y Vergara, 2017). 

En este contexto, la tecnología y la digitalización de 
procesos, cumplen un rol clave en facilitar la partici-
pación ciudadana, la rendición de cuentas (Pareja et 
al., 2016) y la eficiencia en la relación entre el Estado 
y sus usuarios. Para la simplificación de trámites es 
clave que la información y los registros públicos sean 
integrados e interoperables entre servicios y abiertos 
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a la ciudadanía a través de la digitalización, promo-
viendo una relación menos asimétrica, más fluida y 
eficiente entre el Estado y sus usuarios. 

El año 2018, el gobierno de Sebastián Piñera presen-
tó el proyecto de Ley de Transformación Digital2, el 
que busca promover un Estado más ágil y eficiente 
que favorezca el ahorro de tiempo y recursos, y una 
mejora en la calidad de vida de las personas. El pro-
yecto promueve la incorporación de procedimien-
tos administrativos electrónicos, la comunicación 
electrónica entre organismos públicos y la gestión 
electrónica de documentos, entre otros. Para esto, 
se establece la obligación de generar un soporte elec-
trónico de los actos administrativos, la creación de 
una plataforma electrónica para trámites que permi-
ta las comunicaciones y notificaciones electrónicas, 
y el derecho a no presentar documentos que ya se 
encuentran en poder del Estado al momento de rea-
lizar estos trámites.

Los avances en modernización del Estado pueden 
resultar facilitadores para la comunicación y colabo-
ración entre el Estado y las OSC, facilitando el proce-
so de constitución, registro y funcionamiento de las 
organizaciones, al digitalizar los procesos asociados 
y garantizando el derecho a no entregar documentos 
que ya se encuentran en poder del mismo Estado. 
Lo mismo para el caso de la transferencia de recur-
sos, donde la digitalización y restricción de solicitud 
de documentos pueden contribuir de gran manera a 
facilitar especialmente los procesos de postulación y 
rendición de los fondos públicos. 

Confianza y fe pública en las OSC
En las últimas décadas, las organizaciones de la so-
ciedad civil han experimentado un gran crecimiento 
que se ha visto reflejado en su tamaño y en la can-
tidad de recursos que manejan. Tal como se men-
cionó en la sección anterior, sólo en Chile, al año 
2015 existían cerca de 230.000 organizaciones, de 
las cuales el 48% se constituyó desde 2006 en ade-
lante y que manejan un volumen de recursos equiva-
lente al 2,1% del PIB nacional (Irarrázaval, Streeter y 
colaboradores, 2017).

Adicionalmente, también ha aumentado el involu-
cramiento e incidencia en temáticas de interés públi-
co, ya sea a través del activismo, la participación en 
el diseño de políticas públicas, el desarrollo comu-
nitario o en la provisión de servicios sociales, entre 
otros. Es en estas actividades que las OSC tendrían 
una ventaja comparativa frente al Estado y el sector 
privado, ya que cuentan con un desempeño más efi-
ciente debido a su habilidad de alcanzar y promover 
la participación de grupos específicos a los que el 
Estado no necesariamente llega (Lister, 2003).

Sin embargo, este crecimiento en tamaño e influen-
cia implica que surjan dudas respecto de su legitimi-
dad y representatividad, cuáles son sus intereses y 
con qué fin los realizan, así como también la efecti-
vidad de sus actividades (Lister, 2003; Thrandardo-
ttir, 2015; Keating y Thrandardottir, 2017). A esto 
se suma el hecho de que parte importante del finan-
ciamiento de las OSC proviene de recursos públicos, 
el que en Chile supera el 40% (Irarrázaval, Streeter 
y colaboradores, 2017). En este contexto, no se da 
por hecho desde la opinión pública que las OSC son 
necesariamente organismos responsables, democrá-
ticos y eficientes en su accionar, por lo que aumen-
tan las exigencias respecto de la transparencia de 
información y la rendición de cuentas de su gestión 
(Moya, Ortiz, Soto, Murden y Atton, 2012). 

A pesar de lo anteriormente señalado, según datos 
del proyecto Sociedad en Acción, en Chile existe una 
alta valoración social de las OSC en atributos como 
calidad, rapidez, sintonía, flexibilidad, vocación y 
autonomía. En el Gráfico 1 se detallan los porcenta-
jes de valoración según tipo de organizaciones, des-
tacándose que en todos los casos esta supera el 60%.

2	 El proyecto en general fue aprobado por unanimidad en su primer trámite constitucional en el Senado. 
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El apoyo social es fundamental para que las organi-
zaciones puedan aumentar sus recursos y su legiti-
midad (Fundación Lealtad Chile, 2014); siendo la 
legitimidad entendida como el consenso social que 
valida el accionar de una organización (Thrandardo-
ttir, 2015). A esto se suma la fe pública, entendida 
como la creencia de que las OSC actúan de mane-
ra correcta y honrada, elementos que trascienden 
la legalidad, es decir, contar con los requerimientos 
legales establecidos para su existencia (Thrandardot-
tir, 2015). Ahora bien, esto no quita que el cumplir 
con la legalidad exigida, lo que es fiscalizado desde 
el Estado, se puede considerar un antecedente que 
contribuye a la confianza y la fe pública. 

La confianza se puede entender como la capacidad 
de inclinarse y optar por cooperar con otro a pesar 
de no contar con plena certeza sobre la capacidad y 
disposición de este otro, de velar por mi integridad o 
intereses. En este sentido, confiar estaría basado en la 
expectativa de que el otro actor actuará de un modo 
benéfico –o al menos no perjudicial– para nosotros 
(Centro de Políticas Públicas UC, 2015). Lo que se 

está haciendo al confiar es depositar en una perso-
na, institución o sistema alguna de las siguientes dos 
expectativas: la confianza en sus capacidades para 
cumplir o la confianza en su integridad moral. Esto 
último entendido como la adhesión a ciertas normas 
éticas por parte del actor en que se confía (Mayer, 
Davis y Schoorman, 1995) y, en particular, al prin-
cipio de responsabilidad individual (Torche y Valen-
zuela, 2011). La adhesión a este principio llevaría a 
los actores a estar dispuestos a cumplir con la palabra 
empeñada en los procesos de cooperación (Centro de 
Políticas Públicas UC, 2015).

Así, la insatisfacción de las expectativas que los ciuda-
danos tienen sobre sus instituciones (políticas, econó-
micas y sociales) puede suponer una disminución de 
la confianza si es que estas no son cumplidas (OCDE, 
2013). En ese sentido, es más difícil mantener la con-
fianza con una ciudadanía con expectativas cada vez 
más altas como consecuencia de mayores niveles de 
educación y actitud demandante. Esto debido a un au-
mento en la capacidad de hacer uso de una mayor can-
tidad de información que se ha puesto a disposición 

Fuente: Irarrázaval, Streeter y colaboradores, 2017.
N Organizaciones funcionales= 1.105
N Organizaciones territoriales = 1.063
N Causas específicas = 874
N Servicios sociales= 1.204
N Asociaciones sindicales, colegios profesionales y asociaciones gremiales = 817
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GRÁFICO 1. Proporción de alta valoración en Índice de Valoración SOCIAL DE LAS OSC CHILENAS POR tipo de organización 
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por parte de los gobiernos e instituciones públicas y al 
acceso a redes sociales que aumenta la rapidez con la 
que se difunde la información (Centro de Políticas Pú-
blicas, 2016). Por otra parte, Chile es uno de los países 
con mayores niveles de desconfianza en instituciones 
tal como lo demuestra la Encuesta Bicentenario 2018. 

El gráfico 2 evidencia que los niveles de poca y nada 
confianza superan el 50% para instituciones como las 
Fuerzas Armadas, la Iglesia Católica, las empresas, el 
gobierno y los Tribunales de Justicia. Por su parte, la 
desconfianza en los parlamentarios y partidos políti-
cos alcanza el 87% y el 91% respectivamente. 

Fuente: Encuesta Nacional Bicentenario 2018. Universidad Católica- GfK Adimark.
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GRÁFICO 2. Confianza en instituciones % Mucho + Bastante % Algo % Nada + Poco

Adicionalmente, una gran parte de la población chi-
lena cree que no es posible confiar en las otras perso-
nas y que se debe ser cuidadoso al relacionarse con 
ellas (Centro de Políticas Públicas UC, 2015; World 
Values Survey, 2010-2014); Chile se encuentra den-
tro de los países con menores niveles de confianza 

interpersonal dentro de los integrantes de la OCDE 
(Morrone, Tontoranelli y Ranuzzi, 2009). La misma 
situación ocurre a nivel institucional, donde el país 
está bastante por debajo de otros países de la OCDE, 
destacando una importante caída respecto de los ni-
veles reportados en 2007 (Gráfico 3).

Gráfico 3. Confianza en el gobierno nacional y sus cambios entre 2007 y 2014

Fuente: Encuesta Gallup en OCDE, 2013.

Porcentaje en 2014 (eje derecho) Puntos porcentuales de variación desde 2007 (eje izquierdo)
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De esta forma, surge el desafío de promover y garanti-
zar la confianza de las OSC y así mantener y potenciar 
la valoración social que estas tienen. Para esto es cla-
ve, por una parte, su reconocimiento público y, por 
otra, fomentar prácticas de transparencia respecto del 
uso que se hace de los recursos públicos y privados, 
así como de los intereses que representan, conocien-
do en detalle la gestión que realizan. 

Irarrázaval, Streeter y colaboradores (2017) plantean 
como principales desafíos en relación a la confianza 
y la fe pública de las organizaciones el enfrentar el 
problema de la reinscripción abusiva de organizacio-
nes, la que se explicaría, entre otros, por problemas 
internos o de gestión de las organizaciones, que se re-
suelven de manera más simple al obtener una nueva 
personalidad jurídica. Los mismos autores también 
levantan desde las fundaciones y asociaciones la pre-
ocupación por mejorar los sistemas de transparencia 
organizacional y financiera de las organizaciones, y la 
fiscalización del Ministerio de Justicia en este ámbito. 

En este contexto, se identifican también desafíos en 
cuanto al sistema de registro de las OSC, sobre todo 
en relación a la necesidad de contar con un sistema 
de plataforma web que centralice la información ya 
existente, permita la integración e interoperabilidad 

de registros públicos de las OSC y permita identificar 
claramente aquellas organizaciones que están vigentes 
y activas (Irarrázaval, Streeter y colaboradores, 2017). 

Transferencias de recursos  
desde el Estado a las OSC
Tal como se ha mencionado anteriormente, el 41% 
de los recursos de las OSC en Chile provienen del 
Estado. Existen tres mecanismos de transferencias 
directas desde el Estado a las organizaciones, estos 
son: i) subvenciones y pagos por servicios, ii) fondos 
concursables y iii) aportes estatales dirigidos (Irarrá-
zaval, Streeter y colaboradores, 2017).

En relación con las subvenciones y pagos por servi-
cios, al año 2017, el Banco Integrado de Programas 
Sociales gestionado por la Subsecretaría de Evalua-
ción Social registra 333 programas sociales. De estos, 
170 programas –lo que corresponde al 51%– cuen-
tan con ejecutores externos distintos al mismo servi-
cio que lidera el programa. De este total casi el 50% 
cuenta con un ejecutor externo que corresponde a 
un organismo privado sin fines de lucro (Gráfico 4).

Fuente: elaboración propia en base a Banco Integrado de Programas Sociales, 2017.
N= 170. Pregunta de respuesta múltiple, pues un programa puede tener más de un ejecutor externo. Total no suma 100%.
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De los programas que cuentan con al menos un eje-
cutor correspondiente a un organismo privado sin 
fines de lucro, la mayoría se concentran en los minis-
terios de Justicia, Desarrollo Social y Educación (Grá-
fico 5). Este dato hace referencia a los organismos 
colaboradores del Servicio Nacional de Menores (Se-

name), a las organizaciones sociales sin fines de lucro 
que reciben subvención escolar y a diversas organi-
zaciones que colaboran en programas del Ministerio 
de Desarrollo Social y sus servicios (Servicio Nacional 
del Adulto Mayor, Servicio Nacional de la Discapaci-
dad, Instituto de la Juventud y otros). 

Fuente: elaboración propia en base a Banco Integrado de Programas Sociales, 2017.
N=84
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Gráfico 5. �Programas en los que al menos uno de los ejecutores corresponde a un organismo privado sin fines de 
lucro según Ministerio

Por su parte, entre los fondos concursables se desta-
can iniciativas como el Fondo de Fortalecimiento de 
las Organizaciones de Interés Público, creado bajo el 
alero de la Ley 20.500 y gestionado por la División 
de Organizaciones Sociales (DOS) y el Fondo Chile 
de Todas y Todos del Ministerio de Desarrollo Social, 
orientado tanto a organizaciones comunitarias como 
a fundaciones y asociaciones. 

En este contexto, surgen variados desafíos relacio-
nados con la necesidad de facilitar y resguardar el 
proceso de transferencia de recursos, especialmente 

aquellos destinados a la ejecución de programas so-
ciales. Algunos de los desafíos identificados tienen 
que ver con la limitación temporal de estas transfe-
rencias, las que dificultan la proyección del trabajo de 
las OSC y, especialmente, la necesidad de mejorar los 
sistemas de rendición contable de los gastos, el que 
genera importantes desafíos logísticos para las OSC 
(Irarrázaval, Streeter y colaboradores, 2017). Esto 
resulta especialmente complejo para las organizacio-
nes más pequeñas, las que muchas veces no pueden 
responder de manera adecuada a los estándares de 
rendición exigidos desde el Estado. 
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L
a metodología para el desarrollo de las 
propuestas aquí presentadas se divide en tres 
grandes etapas: i) diagnóstico, ii) mesas de 
trabajo y iii) elaboración de propuestas, las que 

se detallan a continuación. 

Diagnóstico
En esta etapa se llevó a cabo un levantamiento pre-
liminar de las principales problemáticas en relación 
con los temas de constitución, funcionamiento y re-
gistro de organizaciones y transferencia de recursos a 
las OSC. Para esto, se realizó una revisión bibliográ-
fica respecto de la relación de las OSC con el Estado 
y la colaboración público-privada, y más específica-
mente respecto de los sistemas de registro de organi-
zaciones sociales y la transferencia de recursos desde 
el Estado a la sociedad civil, junto con el análisis de 
las problemáticas identificadas a nivel internacional 
en ambas temáticas.

Simultáneamente, se llevaron a cabo entrevistas con 
actores vinculados a ambos temas, tanto del sector 
público como de las OSC. Para el tema confianza, 
fe pública y registro, estas entrevistas tuvieron como 
objetivo conocer y entender el proceso de constitu-
ción, funcionamiento y registro de las organizaciones 
sociales, principalmente desde la perspectiva de los 
actores públicos involucrados. En total, se realizaron 
13 entrevistas a funcionarios del Registro Civil, Mi-
nisterio de Justicia, Tribunales Electorales de las Re-
giones Metropolitana, Valparaíso y Bío Bío, y seis mu-
nicipios de las regiones Metropolitana y Valparaíso.

Adicionalmente, se realizó una visita de observación 
al Registro Civil, con el fin de conocer en detalle 
cómo se lleva a cabo el trabajo del equipo a cargo 
del Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines 
de Lucro, desde que reciben la documentación des-
de los municipios y oficinas comunales del Registro 
Civil y su procesamiento hasta su archivo en las bo-
degas del servicio. 

En cuanto al tema de transferencia de recursos desde 
el Estado a las OSC se llevaron a cabo nueve entrevis-
tas que tenían como objetivo entender este proceso 
y levantar las principales problemáticas identificadas 
tanto desde la perspectiva de las OSC que postulan y 
reciben recursos, así como de algunos servicios que 
gestionan su entrega. Cuatro de estas entrevistas se 

realizaron con representantes de OSC que reciben 
fondos públicos y cinco de ellas con funcionarios del 
Ministerio de Desarrollo Social, Servicio Nacional del 
Adulto Mayor, Servicio Nacional de la Discapacidad 
y Contraloría General de la República. 

Mesas de trabajo 
Durante la segunda etapa, se llevaron a cabo mesas 
de trabajo con representantes de organizaciones so-
ciales y funcionarios públicos, las que tenían como 
principal objetivo validar y complementar el diag-
nóstico realizado y levantar propuestas de mejora en 
cada una de las temáticas. 

En relación al tema de registro, confianza y fe pública 
de las organizaciones, se convocaron cuatro mesas de 
trabajo con organizaciones sociales de las Regiones Me-
tropolitana, Valparaíso y Bío Bío, y una mesa con acto-
res del sector público. Se realizaron un total de nueve 
sesiones. En la Tabla 5 se detallan los participantes y 
cantidad de sesiones de cada una de las mesas. 
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Tabla 5. Participantes de las mesas en el tema CONFIANZA, FE PÚBLICA Y REGISTRO

Mesa Participantes* Cantidad  
de sesiones

Fundaciones y 
asociaciones  
Región Metropolitana

María Eliana Arntz / Casa de la Paz
Alessandro Lodi / Casa de la Paz
Jaime Bawlitza / Fundación Las Rosas
Gonzalo de la Maza / Universidad de Los Lagos
Francisca Egaña / Fundación Lealtad Chile
Lorena Moraga / Hogar de Cristo
Roberto Peralta / Peralta Abogados
Nicole Romo / Comunidad de Organizaciones Solidarias

2

Organizaciones 
comunitarias  
Región Metropolitana

Alejandro Jiménez / Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Ñuñoa
Leslie Díaz / Consejo de Desarrollo Local Lampa
Paula Escobar / Junta de Vecinos Jardines de la Estación
Margarita Gaete / Club de Adulto Mayor Baldomero Lillo 
Jaime Figueroa / Junta de Vecinos c-10 Las Condes
Cristina Tapia / Asociación Gremial Nacional de Pensionados y Pensionadas del Sistema 
Privado Pensiones de Chile (ANACPEN)
Ricardo Gana / Junta de Vecinos Los Descubridores Las Condes
Jorge Cisternas / Asociación Chilena de Voluntarios

2

OSC Región  
de Valparaíso

Gonzalo Silva / Fundación Reñaca más Alto
Felipe Mesina / La Maquinita de Sueños
Valentina Guajardo / Acción Basura
Sebastián Ibacache / Acción Basura
María Teresa Morand / María Ayuda
Fabiola Norero / COANIQUEM

1

OSC Región  
del Bío Bío

Cristian Riquelme / Fundación para la Superación de la Pobreza
María José García / Fundación El Árbol
Paola Faúndez / Banco de Alimentos Bío Bío Solidario
Guillermina Miranda / Unión Comunal Juntas de Vecinos de Concepción
Leslie Contreras / Fundación Chron Colitis Ulcerosa
Luis Barra / Junta de Vecinos La Arboleda
Gloria Henríquez / Asociación de Territoriales y Funcionales Gran Loma Colorada

1

Representantes de 
organismos públicos

Katty Aragón / Unidad de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, Registro Civil e 
Identificación
Carlos Aguilar / Departamento de Personas Jurídicas, Ministerio de Justicia
Gonzalo Cruces / División de Organizaciones Sociales
Martín García / División de Cooperación Público Privada, Ministerio de Desarrollo Social
Miguel Ángel Fuentes / Municipalidad de Providencia
Jeanette Quevedo / Municipalidad de Peñalolén
Miguel Ángel Román / Municipalidad de Puente Alto
José Pablo Soto / Municipalidad de Puente Alto
Lucía Meza / 2° Tribunal Electoral Metropolitano
Daniel Oyarzún / COSOC Registro Civil

3

TOTAL 27 organizaciones de la sociedad civil
9 organismos públicos

9 sesiones

Fuente: elaboración propia.
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Para la temática de transferencia de recursos desde 
el Estado a las OSC se llevaron a cabo tres mesas con 
directores o encargados de administración y finanzas 
(o cargos similares) de organizaciones que reciben 
fondos públicos de las Regiones Metropolitana, Val-
paraíso y Bío Bío. El objetivo de estas mesas fue com-
plementar el diagnóstico realizado en esta temática, 
junto con levantar y validar propuestas de mejora 
para el proceso de transferencias.

Adicionalmente, se constituyó una mesa técnica para 
complementar el levantamiento de propuestas con 
representantes de fundaciones que cuentan con una 
amplia trayectoria de trabajo junto con el Estado en 
diversas temáticas y que, por ende, poseen amplios 
conocimientos respecto al proceso de transferencias 
y posibles mejoras a realizar. 

En la Tabla 6 se detallan los participantes en cada 
una de estas mesas.

Tabla 6. Participantes de las mesas en el tema Transferencia de recursos desde el Estado

Mesa Participantes* Cantidad de sesiones

OSC Región Metropolitana Isabel del Campo / Trabajo para un Hermano
Daniela Ubilla / Urbanismo Social
Patricia Inostroza / Corporación Edudown
Paula Giacossa / Corporación Edudown
Mónica Berg / Enseña Chile
Felipe Díaz / Enseña Chile
Rodolfo Bobadilla / COANIL
Susana González / Fundación Vivienda

2

OSC Región de Valparaíso Emilio Becker / Fundación Menos Tele
Benjamín Pizarro / TECHO
Hernán Saavedra / Hogar de Cristo
Víctor Burgos / María Acoge
Alejandro Galaz / Moviliza
Iván Zamora / ONG Paicabí

1

OSC Región del Bío Bío Alejandra Cruz / Fundación Intercultural La Concepción
Vicente Guzmán / Urbanismo Social
Pedro Canales / Tierra de Esperanza
Rodolfo Unibazo / Enseña Chile
Tania Avilés / Trabajo para un Hermano

1

Mesa Técnica Tito Díaz / Hogar de Cristo
Carlos Aranda / Hogar de Cristo
María Teresa Sepúlveda / Ciudad del Niño
Julio Gutiérrez / Ciudad del Niño
Luis Mario Riquelme / Foro Chileno por los Derechos de la Infancia
Pamela Crocco / Fundación Las Rosas

3

TOTAL 17 organizaciones de la sociedad civil 7 sesiones

*�Cabe destacar que la participación de los representantes de OSC en las mesas de trabajo no representa necesariamente la adhesión a las propuestas 
presentadas en este documento. 

Fuente: elaboración propia.
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También se realizaron diez entrevistas y reuniones 
adicionales para orientar y levantar información 
más detallada respecto de mecanismos ya existentes 
en Chile y en el extranjero que se vinculan con las 
propuestas de este documento. En estas instancias 
participaron tanto funcionarios públicos como repre-
sentantes de organizaciones de la sociedad civil e in-
vestigadores nacionales y extranjeros. 

Elaboración de propuestas
En la tercera y última etapa, se procedió a consolidar 
la información levantada durante el diagnóstico y en 
las mesas de trabajo. En base a esta información, el 
equipo de Sociedad en Acción elaboró las propuestas 
presentadas en este documento. Las propuestas tra-
bajadas fueron, a su vez, complementadas con la re-
visión de casos y experiencias internacionales simila-
res que se pudiesen utilizar como referentes. De esta 
forma, aunque las propuestas recogen los aportes y 
opiniones de las mesas de trabajo, son de exclusiva 
responsabilidad de los autores.  

Mesa de trabajo para el tema confianza, fe pública y registro de las OSC, Región de Valparaíso.
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Mesa de trabajo para el tema transferencia de recursos del Estado a las OSC,  
Región del Bío Bío.

Mesa de trabajo para el tema confianza, fe pública y registro de las OSC,  
Región del Bío Bío.

Mesa de trabajo para el tema confianza, fe pública y registro de las OSC, Región Metropolitana. 
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L
a confianza y fe pública son un activo clave de las 
OSC para el desarrollo de su máximo potencial 
y aportes en los temas de interés público. Son 
elementos para fomentar la disposición de la 

ciudadanía a colaborar y compartir la misión de 
estas organizaciones y su trabajo por mejorar el 
bienestar de las personas y de la sociedad en su 
conjunto. Esto les permite, entre otras cosas, atraer 
miembros y voluntarios para sus acciones, colaborar 
con el Estado y atraer recursos de donantes para 
financiar sus actividades. 

Esto se complementa con lo levantado en los talleres 
realizados con organizaciones comunitarias, funda-
ciones y asociaciones en los que se identificaron tres 
principales motivos para fomentar la confianza y fe 
pública en las OSC (Figura 1). El primero, hace refe-
rencia a que las OSC inciden en temas de interés pú-
blico que afectan a la sociedad en su conjunto. El se-
gundo, tiene que ver con que la confianza y fe pública 
fomentan la participación en estas organizaciones, ya 

sea como miembros, voluntarios, trabajadores, diri-
gentes o directivos. Tercero, la confianza en las OSC, 
y en cualquier tipo de institución, es un elemento 
base para la buena convivencia social.

En el caso de las organizaciones comunitarias se con-
sideró relevante también que las OSC acceden a re-
cursos públicos, por ende, deben ser sujetos de con-
fianza de las personas y los organismos del Estado. 
Adicionalmente, se mencionó que las organizaciones 
comunitarias protegen los intereses y el bienestar de 
los vecinos y promueven la vida en comunidad, por 
lo que es relevante que estas sean instituciones que 
reflejen una genuina preocupación por el bien pú-
blico. En el caso de las fundaciones y asociaciones, 
se agregó específicamente que la confianza y fe pú-
blica son activos para el buen funcionamiento de la 
organización, pues no solo permiten validar el trabajo 
realizado, sino que también atraen recursos humanos 
y materiales que aseguran el cumplimiento de las mi-
siones organizacionales. 

Figura 1. Motivos para resguardar la confianza y fe pública de las OSC 

Fuente: elaboración propia en base a talleres con OSC, Sociedad en Acción 2018.
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La siguiente propuesta considera dos aspectos cla-
ve para analizar, relacionados con la confianza y fe 
pública de este tipo de organizaciones. El prime-
ro, denominado el ciclo de vida, hace referencia a 
todos los procedimientos administrativos que dan 
vida a una organización y que dan cuenta del cum-
plimiento de ciertos estándares mínimos estableci-
dos desde el Estado para su funcionamiento. De 
esta forma, el ciclo de vida de una organización se 
puede dividir en constitución, funcionamiento y 
disolución. El segundo, hace referencia a los ins-
trumentos de registro e información pública de las 
OSC que reflejan el ciclo de vida de estas organi-

zaciones. La existencia de un registro confiable y 
actualizado es un paso crítico para velar por la con-
fianza y fe pública de las organizaciones. Sin em-
bargo, para contar con información confiable y de 
calidad, también es necesario hacer referencia a los 
procedimientos que dan vida a las organizaciones y 
que se ven reflejados en un registro. Específicamen-
te, este debiese dar cuenta de aquellas organizacio-
nes que han llevado a cabo todos los procedimien-
tos necesarios para la constitución y operación de 
las mismas. La Figura 2 ilustra el ciclo de vida y el 
registro, los dos ámbitos del desafío de velar por la 
confianza y la fe pública de las OSC. 

Si bien es de suma relevancia contar con estos pro-
cedimientos y un registro que contribuyan a la fe pú-
blica y confianza de las OSC, también es importante 
que estos no se constituyan en un obstaculizador 
para el trabajo de las organizaciones ni en una sobre-
rregulación que les impida llevar a cabo su trabajo en 
su máximo potencial. 

En este contexto, este capítulo se estructura en cinco 
secciones. En la primera, se presentan antecedentes 
de la Ley 20.500, regulación que hace referencia es-
pecífica a la creación y funcionamiento de las OSC y 
otras normas asociadas. En la segunda y tercera sec-
ción, se aborda el ciclo de vida de las OSC, detallando 
cada una de las etapas de este proceso, las principales 
problemáticas identificadas y propuestas para su me-
jora. En la cuarta y quinta parte, se aborda el sistema 
de Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines 
de Lucro, un diagnóstico de problemas y propuestas 
asociadas para que este sea un instrumento que con-

Figura 2. Desafíos para la confianza y fe pública de las OSC: ciclo de vida y registro

Constitución

REGISTRO NACIONAL DE PERSONAS JURÍDICAS SIN FINES DE LUCRO

CICLO DE VIDA

REGISTRO

FUNCIONAMIENTO DISOLUCIÓN

Fuente: elaboración propia. 

tribuya de manera efectiva a la confianza y fe pública 
de las organizaciones de la sociedad civil. Se propone 
una implementación gradual de estas propuestas, por 
lo que se consideran dos etapas para cada una de ellas, 
todas tendientes a generar mejoras permanentes que 
promuevan la confianza y la fe pública en las OSC. 

Antecedentes normativos
El derecho a asociarse con otras personas, reunirse, 
manifestarse pacíficamente y participar en la vida pú-
blica, ya sea de manera individual o colectiva, está res-
paldado por diferentes derechos reconocidos a nivel 
internacional, entre otros, en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) de 1966 y, a nivel 
regional, en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CADH) de 1969, ambos instrumentos jurí-
dicamente vinculantes para Chile (INDH, 2016).
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La Constitución Política de la República ampara a 
los grupos intermedios en los que se organiza la so-
ciedad y reconoce los derechos de reunión, asocia-
ción, petición y libertad de expresión. Es por esto 
que la Ley 20.500 sobre Asociaciones y Participación 
Ciudadana en la Gestión Pública, promulgada el año 
2011, surge como una forma de abordar los asuntos 
relacionados con la sociedad civil organizada. Esta 
iniciativa presidencial del gobierno del Presidente 
Ricardo Lagos está inspirada principalmente en la 
Ley Orgánica Española sobre Derecho de Asociación 
del año 2002. Si bien la ley busca fomentar tanto el 
principio de asociación como el de la participación 
ciudadana, para efectos de esta propuesta sobre re-
gistro, confianza y fe pública de las OSC se pondrá 
el énfasis en el primero. 

De esta forma, la Ley 20.500 reconoce en conformi-
dad con la Constitución el derecho de todas las per-
sonas a asociarse libremente para fines lícitos (art. 1 
Ley 20.500 y art. 19 Nº15 Constitución Política de 
la República de Chile). En el mensaje que inició este 
proyecto de ley en el año 2004, se señala que la aso-
ciatividad es un derecho de las personas a reunirse 
en pos del logro de objetivos comunes, además de 
constituirse en un elemento clave de la participación 
ciudadana que promueve la preservación de la demo-
cracia. Se agrega que, para que el Estado pueda llevar 
a cabo su labor de manera eficiente, se requiere de 
una sociedad civil fortalecida y legitimada. Por lo tan-
to, se señala que se hace imperiosa la necesidad de 
contar con una normativa adecuada que incentive el 
asociacionismo. 

De esta forma, el texto especifica que la libertad de 
asociación implica, por un lado, la posibilidad de 
crear agrupaciones de todo tipo, con o sin personali-
dad jurídica. Por otro, el que nadie pueda ser obliga-
do a pertenecer a una asociación determinada como 
condición para ejercer derechos y el que los miem-
bros de una asociación se puedan desafiliar y darle 
la organización y finalidad que estimen pertinente. 
El mismo texto señala la necesidad de preocuparse 
por no intervenir en el funcionamiento interno de las 
organizaciones, por lo que la normativa debe ser muy 
rigurosa en el respeto a esta libertad y autonomía.

Esta es una ley de carácter general que pretende servir 
de marco jurídico a todas aquellas organizaciones de 
la sociedad civil que no están regidas por un marco 
normativo especial, de modo de fortalecerlas y pro-
mover su participación en la gestión pública. 

Reproduciendo lo establecido en el art. 19 N° 15 de 
la Constitución Política de la República, el art. 1 de 
la Ley 20.500 prohíbe las asociaciones contrarias a la 
moral, al orden público y a la seguridad del Estado. 
Asimismo, se dispone que las asociaciones no podrán 
realizar actos contrarios a la dignidad y valor de la per-
sona, al régimen de derecho y al bienestar general de 
la sociedad democrática (art. 1 Ley 20.500). Esto ha 
sido cuestionado por organizaciones de la sociedad 
civil, pues presenta un peligro de arbitrariedad al in-
corporar conceptos amplios como el de moral, como 
límite a la creación de una organización social (INDH, 
2016). Por otra parte, dado el traspaso de la constitu-
ción de organizaciones sociales a nivel local, en caso 
de ser necesario, la ley tampoco garantiza un meca-
nismo para resguardar este punto, sino que desde los 
municipios solo se hace una revisión formal de ante-
cedentes (Irarrázaval, Streeter y colaboradores, 2017). 

Por otra parte, se trata de una ley que cambia el 
mecanismo de obtención de personalidad jurídica 
de las OSC regidas por el Título XXXIII del Código 
Civil, desde un carácter concesional de la autoridad 
a uno de carácter registral. En otras palabras, desde 
una decisión administrativa previa a una comunica-
ción privada previa. Esto facilita la constitución de 
organizaciones, ya que solo deben cumplir con cier-
tos requisitos, sin necesidad de tener que recibir la 
aprobación del Presidente de la República, por me-
dio del Ministerio de Justicia, para constituirse, tal 
como se establecía antiguamente en el Código Civil. 
De esta forma, la Ley 20.500 establece que a las mu-
nicipalidades les corresponde recibir los estatutos de 
las OSC regidas por el Título XXXIII del Código Civil 
como las juntas de vecinos (JJVV) y otras organizacio-
nes comunitarias regidas por la Ley 19.418.

Este cambio de paradigma no ha estado exento de 
cuestionamientos, pues al quedar radicada la revisión 
de los estatutos de las nuevas OSC en los municipios, 
surgen dudas respecto de las capacidades y recursos 
existentes en estos espacios locales, para poder cum-
plir idóneamente con esta tarea. Esto ha implicado 
también, como se detallará más adelante, que tras la 
promulgación y entrada en vigencia de la Ley 20.500, 
el Ministerio de Justicia modifica sus funciones, pa-
sando de ser un actor clave en la concesión de la 
personalidad jurídica a fundaciones y asociaciones, 
que realiza un control preventivo universal, a limitar 
su rol al control selectivo de este tipo de OSC. Esta 
función es ejercida a instancia de denuncias de par-
ticulares o de oficio por parte del mismo Ministerio. 
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Por otra parte, la Ley 20.500 también establece la 
creación de un Registro Nacional de Personas Jurí-
dicas sin Fines de Lucro gestionado por el Registro 
Civil e Identificación. El objetivo de este registro es 
inscribir los antecedentes de la constitución, modifi-
cación, disolución y extinción tanto de fundaciones 
y asociaciones, como de organizaciones comunitarias 
y otras personas jurídicas sin fines de lucro. La infor-
mación a ingresar debe ser proporcionada al Registro 
Civil por los municipios. Para esto hubo que realizar 
un proceso de migración de datos desde los munici-
pios y desde el Ministerio de Justicia, el que previo 
a la promulgación de la ley era el responsable de la 
constitución de asociaciones y fundaciones.

En su conjunto, la Ley 20.500 hace referencia tam-
bién a otros cuerpos legales. Entre ellos se encuentra 
la Ley 19.418 de organizaciones comunitarias, que 
regula el proceso de constitución, modificaciones y 
disolución de este tipo de organizaciones; el Título 
XXXIII del Código Civil que hace lo mismo con las 
fundaciones y asociaciones y la Ley 18.593 que re-
gula el funcionamiento de los Tribunales Electorales 
Regionales que califican las elecciones de las organi-
zaciones intermedias. En la Tabla 7 se presenta una 
síntesis de las principales leyes que regulan el ciclo de 
vida y el proceso de registro de las OSC. 

Tabla 7. Síntesis de leyes vinculadas al ciclo de vida y registro de las OSC

Ley Año Descripción

20.500 sobre 
Asociaciones y
Participación
Ciudadana en la
Gestión Pública

2011 · ��Regula el derecho a la asociación y mandata la creación del Registro Nacional 
de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro.

· �Define la calidad de interés público de las asociaciones y regula aspectos  
del voluntariado.

· �Mandata la creación y regula el Fondo de Fortalecimiento de las 
Organizaciones de Interés Público.

· �Otros aspectos de las fundaciones y asociaciones.

19.418 sobre Juntas 
de Vecinos y demás 
organizaciones 
comunitarias (antes 
Ley 16.680 de 1968).

1995 · �Define qué son las organizaciones comunitarias y sus características.
· �Regula el proceso de constitución, modificaciones de directorio y de estatutos 

de organizaciones comunitarias.
· �Regula el funcionamiento y patrimonio de las organizaciones.
· �Define mecanismos de disolución de las organizaciones.

Título XXXIII  
Código Civil

Reformado en 2011 
por Ley 20.500

· �Regula el procedimiento de constitución, registro y modificaciones de 
asociaciones y fundaciones.

· �Regula estatutos y patrimonio.
· �Establece competencia del Ministerio de Justicia para la fiscalización de las 

fundaciones y asociaciones.
· �Define mecanismos de disolución de las organizaciones.

18.593 de los 
Tribunales 
Electorales 
Regionales

1987 · �Establece competencia de los Tribunales Electorales de calificar las 
elecciones de grupos intermedios que pueden participar en la designación de 
los miembros de los COSOC.

· �Define procedimientos de calificación y resolución de reclamos en procesos 
eleccionarios.

Fuente: elaboración propia. 
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Las OSC y su ciclo de vida
El proceso de constitución, modificaciones, disolu-
ción y registro de organizaciones se encuentra regula-
do por distintas leyes según el tipo de organización. 
En el presente documento se analizan principalmen-
te organizaciones reguladas por la Ley 19.418 (orga-
nizaciones comunitarias territoriales y funcionales) 
y Título XXXIII del Código Civil (fundaciones y aso-
ciaciones), las que representan sobre el 85% de las 
organizaciones de la sociedad civil. Específicamente, 
el 79,8% corresponde a organizaciones comunitarias 
funcionales y territoriales y 6,8% a fundaciones y 
asociaciones. El 13,4% restante lo componen orga-
nizaciones regidas por leyes especiales, entre ellas, 
asociaciones gremiales, sindicatos, partidos políticos 
y comunidades agrícolas (Irarrázaval, Streeter y cola-
boradores, 2017), las que no serán abordadas direc-
tamente en esta propuesta.

El ciclo de vida de una OSC se puede dividir en tres 
grandes etapas: constitución, funcionamiento y diso-
lución. A continuación, se describen los principales 
procedimientos de cada una de estas etapas tanto 
para las organizaciones regidas por la Ley 19.418 
como por aquellas regidas por el Título XXXIII del 
Código Civil. 

Etapa 1: Constitución

Organizaciones comunitarias 
Las organizaciones comunitarias son todas aquellas 
reguladas por la Ley 19.418, la que en su art. 2 esta-
blece dos tipos: 

	n	 Juntas de vecinos: organizaciones comunitarias 
de carácter territorial representativas de las per-
sonas que residen en una misma unidad vecinal. 
Su objeto es promover el desarrollo de la comu-
nidad, defender los intereses y velar por los dere-
chos de los vecinos y colaborar con las autorida-
des del Estado y de las municipalidades.

	n	Organización comunitaria funcional: aquella 
con personalidad jurídica y sin fines de lucro, 
que tenga por objeto representar y promover 
valores e intereses específicos de la comunidad 
dentro del territorio de la comuna o agrupación 
de comunas respectiva.

Esta misma ley establece los procedimientos básicos 
para su creación y funcionamiento. A continuación, 
se detalla cada uno de los pasos que se debe llevar a 
cabo durante el ciclo de vida de estas organizaciones:

	n	Expresar la voluntad de constituir una organi-
zación: un grupo de personas que decide con-
formar una organización debe fijar fecha para 
la realización de una asamblea constitutiva a la 
que debe asistir un ministro de fe. En algunos 
municipios, hay funcionarios que asesoran a las 
organizaciones en este proceso, explicando y de-
tallando los requisitos y pasos que se deben rea-
lizar para que el proceso cumpla con todos los 
requerimientos legales.

	n	Realización de una asamblea constitutiva: en 
esta asamblea deben estar presentes la cantidad 
mínima de socios para cada tipo de organización. 
Como se observa en la Tabla 8, este número va-
ría según el tipo de organización y tamaño de 
la comuna en la que se ubica. A esta asamblea 
debe asistir un ministro de fe, el que puede ser 
un representante autorizado de la municipalidad 
correspondiente, un oficial del Registro Civil o 
un notario. El objetivo de la asamblea es aprobar 
los estatutos de la organización y elegir un direc-
torio provisorio, el que será responsable de llevar 
a cabo la elección del directorio definitivo de la 
organización.
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	n	Entrega de acta constitutiva a Secretaría Muni-
cipal y entrega de número de personalidad ju-
rídica: una vez realizada la asamblea constitutiva 
con presencia de un ministro de fe, la organiza-
ción cuenta con 30 días para depositar una co-
pia autorizada del acta en la Secretaría Municipal 
correspondiente al domicilio en el que se cons-
tituyó la organización. La facultad de constituir 
una nueva organización y entregar la personali-
dad jurídica es única y exclusiva del Secretario 
Municipal. En este contexto, una vez que los 
representantes de una organización depositan 
el acta constitutiva en la Secretaría Municipal, la 
organización ya cuenta con personalidad jurídica 
y se le entrega un número que corresponde a un 
correlativo de la municipalidad.

		  Los Secretarios Municipales cuentan con 30 días 
desde el depósito de las actas en el municipio 
para realizar observaciones al proceso de consti-
tución. En caso de que existan estas observacio-
nes, las organizaciones deberán subsanarlas en 
un plazo máximo de 90 días, luego de lo cual, 
en un plazo de tres días, la Secretaría Municipal 
debe emitir un certificado de resolución de ob-
servaciones.

	n	Elección del directorio definitivo y calificación 
de elecciones: una vez completada la constitu-

ción de la organización, dentro de los 30 y 60 
días de obtenida la personalidad jurídica, el di-
rectorio provisorio debe convocar a una asam-
blea para la elección del directorio definitivo y de 
una comisión revisora de cuentas.

		  La Ley 18.593 establece que los Tribunales Elec-
torales Regionales (TER) deberán calificar las 
elecciones de carácter gremial y de órganos in-
termedios de todas aquellas organizaciones que 
puedan participar en las elecciones de los inte-
grantes de los Consejos de la Sociedad Civil (CO-
SOC)3, lo que se comenzó a exigir después de la 
promulgación de la Ley 20.500 en 2011. 

		 De esta forma, las organizaciones están obliga-
das a informar a los TER dentro de los cinco días 
siguientes de realizada la elección adjuntando 
los siguientes documentos: i) certificado de Se-
cretaría Municipal que acredite derecho a parti-
cipar en elecciones del COSOC, ii) copia de los 
estatutos, iii) registro actualizado de socios, iv) 
padrón electoral, v) certificado de vigencia de la 
directiva saliente, vi) actas de asambleas de elec-
ción de la comisión electoral y de presentación 
de candidatos, vii) certificado de antecedentes 
y fotocopia de carnet de identidad de dirigentes 
electos y viii) acta de asamblea de realización de 
elecciones. Una vez informada la elección, los 

Tabla 8. Cantidad mínima de socios para la constitución de organizaciones

Tipo de organización y tamaño comuna Cantidad mínima de socios 
para la constitución

Juntas de Vecinos en comunas de hasta 10.000 habitantes 50

Juntas de Vecinos en comunas de entre 10.000 hasta 30.000 habitantes 100

Juntas de Vecinos en comunas de entre 30.000 hasta 100.000 habitantes 150

Juntas de Vecinos en comunas de más 100.000 habitantes 200

Organizaciones funcionales en zonas rurales 10

Organizaciones funcionales en zonas urbanas 15

Fuente: elaboración propia en base a Ley 19.418.

3	 De acuerdo a los estatutos tipo de la Subdere respecto del funcionamiento de los COSOC, la calificación de las elecciones se debe 
exigir solo a las organizaciones que pueden participar en las elecciones de los COSOC, las que corresponden a todas aquellas orga-
nizaciones que se encuentran vigentes al momento de la elección en los registros municipales. 
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TER cuentan con diez días para solicitar todos 
los antecedentes que consideren necesarios para 
la calificación. 

		  Los TER, además, son responsables de recibir y 
resolver cualquier reclamación presentada por es-
crito durante los 15 días posteriores a la elección. 
En caso de que no se presenten reclamos durante 
este periodo, la elección se presume válida. Por el 
contrario, si es que hay reclamos, los TER cuentan 
con 30 días hábiles para evaluar la reclamación, 
luego de lo cual deberán notificar a la Comisión 
Electoral por escrito y a través de la publicación 
de un aviso en un diario de circulación regional. 
Los representantes de la OSC cuentan con diez 
días para responder la reclamación.

		 Este proceso se debe realizar para la elección del 
directorio definitivo y cada vez que se lleve a cabo 
una modificación del mismo. Es un trámite que 
se debe realizar de manera presencial en las sedes 
de los TER ubicadas en las capitales regionales, 
entregando la documentación impresa.

	n	 Inscripción en el Registro Nacional de Personas 
Jurídicas sin Fines de Lucro: una vez obtenida la 
personalidad jurídica en el municipio correspon-
diente, según lo establecido en la Ley 20.500, las 
organizaciones deben inscribirse en el Registro 
de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro. Adicio-
nalmente, se deben inscribir los directorios. De 
esta forma, el Registro Civil tiene la competencia 
de certificar la vigencia de las personalidades ju-
rídicas registradas y sus directorios.

		 De acuerdo a lo establecido en la Ley 20.500, 
es obligación de los municipios enviar los do-
cumentos de constitución de la organización al 
Registro Civil, a no ser que este trámite lo haga la 
misma organización. En este contexto, entre los 
municipios entrevistados, se observaron casos en 
que se cuenta con uno o más funcionarios muni-
cipales dedicados especialmente a la realización 
de estos trámites y casos en que los Secretarios 
Municipales incentivan a que las mismas organi-
zaciones hagan el trámite por su cuenta, ya que 
no cuentan con suficiente personal para ello.

		 Una vez entregados los documentos relativos a la 
constitución de la organización, el Registro Civil 
otorga un número de registro, el que correspon-
de a un correlativo a nivel nacional, por lo que 
es diferente al número de personalidad jurídica 
otorgado por el municipio.

		 Dado que el Registro Civil también es responsa-
ble de registrar las modificaciones de directorio, 
los TER envían oficios con las sentencias de ca-
lificación de elecciones o reclamos, información 
que debiese utilizarse para mantener el Registro 
Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lu-
cro actualizado.

	n	Obtención de RUT: de manera voluntaria y con 
el fin de poder realizar operaciones sujetas a fisca-
lización tributaria –entre ellas, postular a fondos 
públicos y privados– las organizaciones pueden 
solicitar la inscripción en el Rol Único Tributario 
y requerir un número de RUT que les permitirá 
iniciar actividades. Para esto, se debe completar 
un formulario del Servicio de Impuestos Internos 
(SII) con información de la organización, presen-
tar la cédula de identidad del representante legal, 
acreditar domicilio y presentar el decreto que les 
otorga personalidad jurídica y una copia autori-
zada de sus estatutos. Este trámite permite, entre 
otras cosas, abrir una cuenta bancaria a nombre 
de la organización para la gestión de sus fondos, 
lo que se puede realizar en el Banco Estado, que 
cuenta con un formato de cuenta especialmente 
dirigido a organizaciones de la sociedad civil. 

	n	 Inscripción en Registro de Receptores de Fon-
dos Públicos: en el caso de organizaciones que 
deseen acceder a recursos del Estado, estas debe-
rán inscribirse de manera obligatoria en el Regis-
tro de Receptores de Fondos Públicos regulado 
por la Ley 19.862, que habilita a las organizacio-
nes para recibir transferencias desde institucio-
nes públicas. Este proceso se realiza completan-
do un formulario en línea, para lo cual se solicita 
el RUT de la organización. 

Asociaciones y fundaciones
El proceso de conformación y registro de las asocia-
ciones y fundaciones se encuentra regulado por el Tí-
tulo XXXIII del Código Civil y la Ley 20.500, el que se 
detalla a continuación:

	n	Acto o Asamblea constitutiva: al igual que en 
el caso de las organizaciones comunitarias, las 
fundaciones y asociaciones tienen que llevar a 
cabo un acto constitutivo ante notario, oficial del 
Registro Civil o funcionario de la Secretaría Mu-
nicipal correspondiente que actúe como ministro 
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de fe. En este acto se aprueban los estatutos y se 
elige a los directores iniciales de la organización. 
Las asociaciones deben contar con al menos tres 
miembros, dado que este es el número mínimo 
de integrantes del directorio de la organización.

	n	Revisión de documentos por la Secretaría Mu-
nicipal: dentro de los 30 días siguientes a la rea-
lización del acto constitutivo, se debe entregar 
una copia del acta de esta instancia al Secretario 
Municipal, el que tiene 30 días desde la fecha de 
entrega para realizar alguna objeción. En caso de 
que haya observaciones, la organización cuenta 
con 30 días para subsanarlas.

	n	 Inscripción en Registro Nacional de Personas 
Jurídicas sin Fines de Lucro: en caso de que 
no hubiese observaciones, o una vez que estas 
ya hayan sido resueltas, el Secretario Municipal 
debe enviar una copia de los antecedentes de la 
organización al Registro Civil para su inscripción 

en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin 
Fines de Lucro. Este trámite lo puede hacer la 
misma organización, si es que sus representantes 
así lo deciden. A diferencia de las organizaciones 
comunitarias, la personalidad jurídica de las aso-
ciaciones y fundaciones la otorga el Registro Civil 
y no el Secretario Municipal, asignándoles un nú-
mero correlativo a nivel nacional. 

Luego de su inscripción en el Registro Nacional de 
Personas Jurídicas sin Fines de Lucro las asociacio-
nes y fundaciones pueden proceder a la obtención de 
RUT y la inscripción en el Registro de Receptores de 
Fondo Públicos, siguiendo los mismos pasos que las 
organizaciones comunitarias. 

La Figura 3 ilustra el proceso de constitución de 
las organizaciones comunitarias y asociaciones y 
fundaciones, especificando aquellos pasos en los 
que se observan diferencias entre ambos tipos de 
organizaciones. 
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Etapa 2: Funcionamiento

Organizaciones comunitarias
La etapa de funcionamiento de las organizaciones 
comunitarias implica dos acciones principales, estas 
son la renovación de directorio, lo que según la ley 
se debe realizar cada tres años, y modificaciones de 
estatutos cuando lo estimen conveniente. 

Para la renovación del directorio se deben seguir los 
mismos pasos anteriormente descritos en la etapa de 
constitución, en el punto “Elección de directorio de-
finitivo y calificación de elecciones”. El nuevo direc-
torio debe inscribirse tanto en el municipio como en 
el Registro Civil con el fin de obtener los respectivos 
certificados de vigencia. 

Por su parte, los pasos para efectuar una modifica-
ción de estatutos detallados en la Ley 19.418 son los 
siguientes: 

	n	Realización de asamblea general extraordina-
ria: la reforma de los estatutos se debe llevar a 
cabo en una asamblea general extraordinaria con-
vocada especialmente para ese efecto. Cualquier 
modificación deberá ser aprobada con la mayoría 
absoluta de los socios de la organización.

	n	Aprobación de las modificaciones por parte del 
Secretario Municipal: una vez realizada la asam-
blea, los representantes de la organización debe-
rán llevar los nuevos estatutos al Secretario Muni-
cipal correspondiente, quien cuenta con 30 días 
para objetar las modificaciones en caso que lo es-
time pertinente. Si se realizan observaciones, las 
organizaciones cuentan con 30 días desde que 
son notificadas por carta o de manera personal, 
para subsanar las observaciones. Si es que no se 
resuelven las objeciones, la modificación de los 
estatutos se considera no válida.

Una vez realizada la modificación, el Secretario Mu-
nicipal es responsable de archivar el documento ori-
ginal de los nuevos estatutos y entregar una copia 
legalizada a la organización.

Asociaciones y fundaciones
En su etapa de funcionamiento, las asociaciones y 
fundaciones deben llevar a cabo la renovación de sus 
directorios, y hacer entrega de una memoria y balance 
anual al Ministerio de Justicia. Adicionalmente, pue-
den modificar sus estatutos si así lo estiman necesario. 

Para las modificaciones de directorio, se requiere eje-
cutar los siguientes procedimientos: 

	n	Acto de modificación de directorio: las modi-
ficaciones de directorio se deben realizar cum-
pliendo lo que establecen los estatutos de cada 
organización. Si es que estas modificaciones se 
realizan a través de elecciones, al igual que en 
el caso de las organizaciones comunitarias, estas 
deben ser calificadas por los Tribunales Electora-
les Regionales, para lo cual es necesario presentar 
las actas de asamblea, registro de socios y antece-
dentes de los directores elegidos, entre otros.

	n	Revisión de documentos por Secretaría Munici-
pal: al igual que al momento de la constitución, 
los antecedentes de las modificaciones deberán 
ser presentados en la Secretaría Municipal, la 
que, en caso de no tener objeciones, los debe en-
viar al Registro Civil para su actualización. Este 
trámite también lo puede hacer la misma organi-
zación de manera independiente al municipio.

	n	Registro Civil emite nuevo certificado de vigen-
cia de directorio: una vez entregados los antece-
dentes al Registro Civil, este servicio puede emitir 
un certificado de vigencia con los datos del nue-
vo directorio.

En el caso de las fundaciones, la modificación de los 
estatutos la debe hacer el directorio, teniendo como 
fin último el interés de la fundación. Cualquier mo-
dificación de estatutos debe contar con un informe 
favorable respecto al objeto de la fundación, su di-
rectorio y la creación o eliminación de atribuciones, 
el que debe ser emitido por el Ministerio de Justicia. 
Una vez aprobada la modificación por esta cartera, 
se debe entregar el nuevo documento a la Secretaría 
Municipal para su archivo.

La modificación de estatutos, en el caso de las asocia-
ciones, se debe llevar a cabo en una asamblea convoca-
da especialmente con ese propósito, elaborando el acta 
correspondiente. El documento con los nuevos estatu-
tos debe ser entregado en la Secretaría Municipal.

En las Figuras 4 y 5, se ilustra el proceso de renova-
ción de directorio y las modificaciones de estatutos 
recién descritos.
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Respecto de la obligación de entregar memorias y 
balances anuales al Ministerio de Justicia, la ley no 
establece mayores especificaciones respecto a cómo 
y cuándo se debe llevar a cabo. Para el caso de los 
balances, sólo se establece que este debe estar apro-
bado por la asamblea de las asociaciones y el di-
rectorio de las fundaciones. Estos documentos se 
entregan en papel. 

Etapa 3: Disolución

Organizaciones comunitarias
La Ley 19.418 establece tres razones por las cuales se 
puede disolver una organización comunitaria: 

	n	 Por incurrir en alguna de las causales de disolución 
establecida en los estatutos de las organizaciones.

	n	 Por disminuir su cantidad de integrantes a un 
número menor al requerido para su constitución.

	n	 Por caducidad de su personalidad jurídica.

La disolución de la organización debe acordarse en 
una asamblea general, siendo aprobada por una ma-
yoría absoluta de los socios y, posteriormente, infor-
mar a la Secretaría Municipal correspondiente. Esto 
porque el proceso implica un decreto del alcalde no-
tificando al presidente de la organización.

Asociaciones y fundaciones
El Código Civil establece que las asociaciones se pue-
den disolver por tres motivos: 

	n	 Por acuerdo de una asamblea extraordinaria en la 
que la disolución sea aprobada por dos tercios de 
los asistentes. 

	n	 Por el vencimiento del plazo de su duración. 

	n	 Por orden de una sentencia judicial en caso de que 
la organización infrinja la ley o esté prohibida por 
la Constitución o porque ya cumplió con su fin (o 
este no se puede realizar). En este último caso, se 
debe realizar un requerimiento desde el Consejo 
de Defensa del Estado luego de la realización de 
un juicio a solicitud del Ministerio de Justicia.

 En el caso de las fundaciones, su disolución se justi-
fica por la destrucción de los bienes destinados a su 
mantención (art. 564, Código Civil).

Desafíos y propuestas para resguardar 
la confianza y fe pública en las OSC 
durante su ciclo de vida
A lo largo del ciclo de vida de las OSC se eviden-
cian diversas problemáticas que afectan su accionar, 
las que en general se relacionan con la diversidad de 
criterios y lentitud de los procesos de constitución y 
modificaciones de diversa índole, la falta de apoyo 
técnico e imprecisiones legales de la Ley 20.500, los 
que dificultan el velar adecuadamente por la confian-
za y la fe pública de estas organizaciones. A continua-
ción, se presentan dos ejes de temas a mejorar y opti-
mizar en los procedimientos relacionados con el ciclo 
de vida, describiendo primero en detalle los principa-
les problemas identificados4 (el por qué) y luego las 
acciones específicas para su mejora (el cómo)5. Tal 
como se explicitó anteriormente, se especifican dos 
etapas de implementación de las propuestas conside-
rando la complejidad de las acciones a realizar. Para 
la primera etapa se contemplan mecanismos a imple-
mentar en el corto plazo, entre ellos convenios de co-
laboración entre servicios y resoluciones del Registro 
Civil, modificaciones legales y asignación de recursos 
de fácil implementación, las que permitirán generar 
mejoras inmediatas en el acceso a información sobre 
las OSC. En la segunda etapa se agrupan mecanismos 
que implican una ejecución en el mediano o largo 
plazo, entre ellos, modificaciones a reglamentos, mo-
dificaciones legales, creación de plataformas electró-
nicas y la creación de un nuevo servicio

En la Tabla 9 se detalla y describe cada uno de estos 
mecanismos y la etapa en la que se utilizan. 

4	 Los problemas mencionados fueron identificados tanto en las entrevistas realizadas con representantes de organizaciones y funcio-
narios públicos como en los talleres realizados. 

5	 Las propuestas presentadas fueron elaboradas por el equipo del proyecto en base a lo trabajado en talleres con organizaciones y 
funcionarios públicos. 
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Tabla 9. Mecanismos para la implementación de propuestas según etapa

Tipo de mecanismo Descripción Etapa 

Convenios entre 
organismos públicos 

Convenios que promuevan el intercambio de información y la realización de  
labores conjuntas. 

1

Resoluciones del  
Registro Civil 

Documentos con instrucciones respecto al Registro Nacional de Personas Jurídicas  
sin Fines de Lucro. 

1

Asignación de recursos Destinar recursos a la Unidad de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro para la 
modernización de procesos y el desarrollo de nuevas iniciativas. 

1 y 2

Modificaciones legales Modificaciones a cuerpos legales que regulan el ciclo de vida y el registro de las OSC, 
entre ellos Ley 20.500 y Ley 19.418. 

1 y 2

Modificaciones  
a reglamentos

Especificaciones a reglamento de Ley 20.500. 2

Plataformas electrónicas Implementación de mecanismos electrónicos para llevar a cabo intercambio de 
información entre Estado y OSC. 

2

Creación de nuevos 
servicios

Creación de un nuevo servicio responsable de la vinculación del Estado y las OSC. 2

Otros Formatos tipo.  
Mediación para la resolución de conflictos internos de las OSC.

2

Fuente: elaboración propia. 

A menos que se especifique lo contrario, las proble-
máticas y propuestas hacen referencia a los dos tipos 
de organizaciones estudiadas, estas son organizacio-
nes comunitarias y fundaciones y asociaciones. 

Procedimientos para la constitución y 
funcionamiento de las OSC
Durante su ciclo de vida, una OSC debe interactuar 
con diversos organismos públicos para cumplir con 
los procedimientos necesarios para su operación 
como municipios, Registro Civil e Identificación, Tri-
bunales Electorales Regionales y Ministerio de Justi-
cia, lo que genera diversas problemáticas que afectan 
su funcionamiento. A esto se suma la falta de apo-
yo técnico desde los servicios, lo que dificulta aún 
más el poder llevar a cabo estos procesos de manera 
adecuada, entorpeciendo su labor. A continuación, 
se describen los principales problemas levantados en 
relación al ciclo de vida de las organizaciones.

• �Proceso de constitución y calificación de las 
elecciones lento y engorroso. 

Una de las principales problemáticas identificadas 
por las OSC en relación a su ciclo de vida, tiene que 
ver con la gran diversidad de actores con los que 
deben interactuar al momento de su constitución. 
De acuerdo con los entrevistados, esto se traduce en 
que este proceso puede demorarse varios meses y 
hasta un año. Tal como se describió anteriormente, 
las OSC deben acercarse primero a los municipios y 
luego al Registro Civil de manera presencial a entre-
gar los documentos solicitados. Sin embargo, desde 
las OSC se alega incoherencias en la información en-
tregada por distintos organismos públicos respecto 
de la constitución o falta de esta. 

Uno de los procedimientos que se percibe como más 
lento y burocrático es la calificación de las eleccio-
nes de directorio de las organizaciones comunitarias. 
Si bien la Ley 18.593 de los TER fue promulgada 
en 1987, no fue hasta el año 2011 –con la promul-
gación de la Ley 20.500– que se comenzó a exigir 
la calificación de elecciones de organizaciones que 
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pueden participar en los COSOC municipales, es 
decir, todas aquellas que se encuentran vigentes, lo 
que aumentó de manera exponencial la cantidad de 
elecciones a calificar en cada uno de los TER y, por 
ende, los tiempos de demora del proceso.

Adicionalmente, este es un trámite que se realiza de 
manera presencial en las capitales regionales, lo que 
implica destinar tiempo y recursos para poder llevar-
lo a cabo. Algunos TER reciben la documentación 
vía correo o correo electrónico con el fin de evitar 
el traslado de los representantes de organizaciones 
de comunas más alejadas. Por su parte, desde los 
TER metropolitanos se está evaluando la posibilidad 
de implementar un portal electrónico para el ingre-
so de los documentos. A pesar de estos esfuerzos, 
la obligación de calificar las elecciones ha implica-
do un aumento de los tiempos y la complejidad del 
proceso de conformación de las organizaciones. En 
este contexto, se evidencian posturas discordantes 
respecto de la relevancia y utilidad de este proceso. 
Por una parte, dirigentes, funcionarios municipales 
y otros actores que han participado en instancias 
de consulta de las leyes 19.418 y 20.500, han ma-
nifestado que los TER se han transformado en un 
obstaculizador para la constitución de organizacio-
nes y renovación de directorios debido a la excesiva 
burocracia de este procedimiento (Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana, 2017; División de Or-
ganizaciones Sociales, 2017). 

Esta inquietud ha sido recogida en un proyecto de 
ley iniciado por los senadores Carlos Montes, Ena 
Von Baer, Carlos Bianchi, Rabindranath Quinteros 
y Andrés Zaldívar, al que se le asignó urgencia6 des-
de el actual gobierno. La iniciativa busca simplifi-
car el proceso de calificación de las elecciones de 
Juntas de Vecinos y Organizaciones Comunitarias, 
y promover la autonomía y la buena fe, evitando 
la presunción de irregularidades en el desarrollo 
de los procesos eleccionarios. Específicamente, se 
propone eliminar la facultad de los TER de calificar 
las elecciones de este tipo de organizaciones, las 
que se darán por aprobadas automáticamente, si es 
que no se presentan reclamaciones dentro de los 15 
días siguientes a la realización de la elección, pro-
cediéndose al registro inmediato de la organización 
(Boletín N° 11.293-06). 

Por otra parte, desde los funcionarios municipales 
se evidencia una valoración del rol que cumplen los 
TER, el que ha contribuido a regularizar el funciona-
miento de las organizaciones (División de Organi-
zaciones Sociales, 2017). Esta percepción fue con-
firmada en las entrevistas realizadas a funcionarios 
de las Secretarías Municipales, quienes manifestaron 
que, si bien el proceso de calificación puede ser bu-
rocrático y los TER pueden no dar abasto, ha contri-
buido a ordenar y transparentar las modificaciones 
de directorio, evitando la elección de dirigentes que 
no necesariamente representan a una organización, 
sino que buscan velar por intereses particulares. 

Continuando con el proceso de constitución, una 
vez realizada la calificación de las elecciones, la or-
ganización debe inscribirse en el Registro Nacional 
de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro. En algunos 
casos este trámite presencial lo realizan los funcio-
narios municipales, pero esto no siempre es posible 
dada la escasez de personal en algunas comunas. La 
inscripción en este registro implica que a la organiza-
ción se le asigna un nuevo número de registro. Esto, 
a su vez, se traduce en que, tanto el municipio en el 
que se constituyó la organización como el Registro 
Civil, pueden entregar certificados de vigencia de la 
personalidad jurídica y del directorio7.

Posteriormente, las organizaciones pueden solicitar 
RUT e inscribirse en el Registro de Receptores de 
fondos públicos. Para la obtención del RUT, se debe 
realizar un trámite presencial, entregando el acta de 
decreto de la organización y sus estatutos en papel, 
documentos que ya se encuentran en poder de los 
municipios. Si es que las OSC deciden realizar estos 
dos últimos pasos, pueden llegar a tener hasta cuatro 
números de registro. En el caso de las fundaciones 
y asociaciones pueden ser hasta tres, ya que solo el 
Registro Civil les asigna un número de registro de 
personalidad jurídica y no los municipios. 

En síntesis, las OSC tienen que interactuar con una 
multiplicidad de actores quienes pueden entregar 
información incompleta o contradictoria. A esto se 
suma el hecho de que estos trámites, en la mayo-
ría de los casos, se tienen que realizar de manera 
presencial, presentando reiteradas veces en papel 
documentos que se encuentran en poder de las 
municipalidades o del Registro Civil. Por último, la 

6	 En enero de 2019 este proyecto pasó a tercer trámite constitucional en el Senado.
7	 Para más detalle, revisar Dictamen 65.656 de 2013 de la Contraloría General de la República.



Un nuevo trato para las organizaciones de la sociedad civil: desafíos y propuestas 

50

interacción con organismos públicos diferentes, con-
lleva también la existencia de hasta cuatro números 
de registro, generando problemas con el traspaso de 
información entre servicios y entre las mismas OSC. 
De esta forma, si bien la libre asociación es un de-
recho asegurado por ley, la gran cantidad de actores 
públicos involucrados derivan en que el proceso sea 
lento y burocrático, dificultando que estas desarro-
llen su potencial. 

• �Falta de apoyo técnico a las OSC para su 
constitución.

Al momento de su constitución, las OSC pueden lle-
gar a interactuar con hasta cinco organismos públi-
cos (municipio, Registro Civil, TER, SII y Ministerio 
de Hacienda), en cada uno de los cuales reciben in-
formación que puede ser poco clara y difícil de com-
prender. Si bien en algunas municipalidades existen 
oficinas de organizaciones sociales o participación 
ciudadana que apoyan este proceso, esto no se da en 
todos los casos, pues requiere contar con recursos y 
personal suficiente para aquello. 

En el caso de los TER, el acompañamiento sistemá-
tico a las OSC no es parte de sus funciones, por lo 
que no cuentan con el personal ni los recursos sufi-
cientes para llevar a cabo esta labor. Esto se traduce 
en solicitudes de calificación con documentación 
faltante o incompleta, no cumplimiento de los pla-
zos de entrega de los documentos y otras faltas que 
dificultan completar el proceso de calificación. Si la 
elección de un directorio resulta anulada, este pierde 
la vigencia y la organización pierde no sólo su lide-
razgo, sino que también la posibilidad de acceder a 
fondos públicos.

En algunos casos, como en la Región de Valparaíso, 
los TER han autorizado capacitaciones a municipios 
y organizaciones sociales sobre cómo se debe llevar 
a cabo el proceso de calificación. No obstante, esta 
no es una actividad formal, sino que depende de la 
voluntad de cada TER y de los recursos con los que 
cuenten para ello. 

Desde las organizaciones, se manifiesta la necesidad 
de contar con un mínimo de orientaciones claras 
para disminuir la complejidad del proceso de cons-
titución. Por su parte, desde los municipios y TER 
en los que se ha apostado por entregar un apoyo y 
acompañamiento técnico, existe la percepción de 
que esto ha contribuido a que el proceso de cons-
titución se lleve a cabo de manera más fluida y con 

menos errores por parte de las OSC, que demoren o 
dificulten su constitución. 

• �Diferencia de criterios en relación a la 
calificación de elecciones como exigencia para 
entrega de certificado de vigencia. 

Al analizar el proceso de entrega de certificados de vi-
gencia de los directorios de las organizaciones comu-
nitarias, se observan ciertas diferencias de criterios 
entre los organismos públicos. En relación a la califi-
cación de las elecciones, no existe claridad desde los 
municipios sobre cómo se definen las organizaciones 
que pueden participar en el COSOC, por lo que, de 
acuerdo a lo manifestado en las entrevistas realizadas, 
no existe una sanción asociada a la no calificación de 
las elecciones. Esto implica que las organizaciones 
pueden optar por no realizar este trámite. Sin em-
bargo, dado que los TER informan de las sentencias 
de no calificación a los Secretarios Municipales, en 
algunos municipios se condiciona la entrega de certi-
ficados de vigencia de los directorios a la calificación 
de las elecciones. 

La Contraloría General de la República se pronunció 
al respecto el año 2015 en su dictamen N° 9.630, 
señalando que la “falta de calificación de la elección de 
la directiva de una organización comunitaria por parte 
del Tribunal Electoral Regional no autoriza al municipio 
a abstenerse de registrarla, de otorgar el certificado de 
vigencia de la misma”. Sin embargo, en el dictamen N° 
72.230 del año 2016, ha reconsiderado esta decisión 
y establece que es deber de los municipios revisar y 
actualizar el listado de organizaciones que pueden 
participar en el COSOC, para lo cual se debe verifi-
car que sus elecciones hayan sido calificadas por los 
TER, lo que implica que la calificación de las eleccio-
nes es un requisito para la entrega del certificado de 
vigencia del directorio. 

De esta forma, existen algunos municipios que exi-
gen la calificación de las elecciones para la entrega de 
certificados de vigencia y que, en consecuencia, han 
apoyado a las organizaciones en la realización de este 
trámite; mientras que, en otros, no se promueve ni 
exige este paso. Esto resulta problemático, pues el no 
contar con este certificado de vigencia imposibilita la 
postulación de las organizaciones a fondos públicos. 
Así, se generan importantes desigualdades entre re-
giones y municipios en relación con la constitución 
de organizaciones y el consecuente acceso a recursos 
del Estado. 
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En el caso del Registro Civil, este no exige que los di-
rectorios estén calificados al momento de su inscrip-
ción; sin embargo, si es que reciben algún oficio del 
TER respecto de la anulación o no calificación de una 
elección, incorporan esta información en el sistema 
y ese directorio pierde su vigencia. Ahora bien, dada 
la extensión de los plazos de calificación, se produce 
un desfase entre el momento en que la organización 
inscribe su directorio en el Registro Civil y el TER 
envía las sentencias, lo que puede implicar que se 
le entregue un certificado de vigencia de directorio 
a una directiva cuya elección no cumple con los re-
quisitos para ser validada por el TER. Esto resulta 
problemático dado que el certificado de vigencia del 
directorio es uno de los documentos que permite a 
las organizaciones acceder a fondos públicos y pri-
vados, retirar recursos que se encuentren en cuentas 
bancarias a nombre de las organizaciones, además de 
hacerse parte en diversas instancias de participación 
ciudadana, como consultas, consejos y otros. 

• �Falta de apoyo técnico en trámites para  
mantener las OSC funcionando. 

Dentro del ciclo de vida de una OSC, se han descri-
to variados procedimientos con diversos niveles de 
complejidad. El no cumplimiento de algunos de es-
tos procesos puede afectar severamente el accionar 
de las organizaciones, llegando incluso a implicar que 
no pueden acceder a fondos o realizar las acciones 
necesarias para el cumplimiento de su misión. Espe-
cíficamente, en la etapa de funcionamiento, las OSC 
deben llevar a cabo diversos procedimientos para 
mantener su organización funcionando, entre ellos, 
modificar directorios, modificar estatutos y postular 
a fondos.

Tras la promulgación de la Ley 20.500, los munici-
pios se transformaron en la puerta de entrada para las 
OSC que quisieran constituirse legalmente. Esta fun-
ción fue delegada sin contemplar la sobrecarga de tra-
bajo y el debido presupuesto adicional que esa labor 
significa para ellos, lo que ha dificultado su ejercicio. 

En síntesis, el constituir una organización y mante-
nerla funcionando adecuadamente, y así fomentar 
la confianza y la fe pública en esta, implica la reali-
zación de diversos trámites respecto a los cuales se 
evidencia diferencia de criterios entre las distintas 
reparticiones públicas. Esto dificulta la labor de las 
OSC, especialmente aquellas que no cuentan con 
equipos legales y administrativos. En el caso de las 

fundaciones y asociaciones, se manifiesta también la 
falta de instancias para resolver dudas y recibir orien-
tación respecto a cómo realizar las memorias y balan-
ces de manera adecuada. Dada la especificidad de la 
regulación estatal, resulta clave contar con instancias 
formales de apoyo técnico a las organizaciones, tanto 
para el cumplimiento de los requisitos exigidos por la 
ley como para fomentar y potenciar su trabajo. 

• �Falta de instancias para la resolución de 
conflictos internos. 

Junto con el apoyo para la realización de trámites, se 
evidencia la necesidad de contar con apoyo para la 
resolución de conflictos al interior de las organizacio-
nes, como lo puede llegar a ser la inscripción de dos 
directorios de una fundación, el no cumplimiento de 
funciones del representante legal de una organiza-
ción u otros. Existen variadas situaciones de este tipo 
que no se encuentran especificadas en los estatutos 
de las organizaciones y que no se pueden resolver en 
los TER, porque no tienen que ver con asuntos elec-
torales. La Ley 15.231 sobre Organizaciones y atri-
buciones de los juzgados de policía local de 1963, 
no establece dentro de sus competencias las materias 
relativas a los conflictos que se susciten por parte de 
organizaciones regidas por la Ley 20.500 ni por la Ley 
19.418, por lo que existe un vacío en este ámbito. 

Relacionado con lo anterior, desde las OSC –espe-
cialmente las comunitarias– y desde los funcionarios 
públicos se manifiesta que los estatutos tipo de estas 
organizaciones serían excesivamente amplios. Esto 
impediría que se constituyan en una herramienta a 
la cual recurrir al momento de tener que resolver un 
conflicto interno y, por ende, impactaría directamen-
te el accionar de la organización e, indirectamente, la 
confianza y fe pública de la ciudadanía en esta. 

En el caso de las modificaciones de directorio de las 
fundaciones y otras organizaciones que no realizan 
elecciones, ni los TER ni el Registro Civil tienen la fa-
cultad de revisar y verificar que estas modificaciones 
cumplan con los estatutos de la organización y con lo 
establecido en el Código Civil. Si bien la Ley 20.500 
establece que corresponde al Ministerio de Justicia 
la fiscalización de las asociaciones y fundaciones, no 
existe una especificación respecto de la revisión de 
los directorios. 

De esta forma, se han evidenciado casos en que 
miembros de una organización inscriben un nuevo 
directorio en el Registro Civil sin que este haya sido 
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validado realmente por la organización o sin que 
este cumpla con los requisitos de los estatutos. De 
esta forma, el Registro Civil ha recibido alegatos de 
otorgar certificados de vigencia a directorios que no 
son válidos; sin embargo, ni el Código Civil ni la Ley 
20.500 le asignan esta función de verificación, que 
previo a la implementación de la Ley 20.500 era rea-
lizada por el Ministerio de Justicia.

En el caso de las asociaciones que sí realizan eleccio-
nes para la modificación, estas debiesen estar obliga-
das a calificar sus elecciones en los TER; sin embargo, 
no hay ninguna sanción asociada si es que no lo ha-
cen. Si bien los TER envían información de las sen-
tencias al Registro Civil, las organizaciones de todas 
formas pueden solicitar el certificado de vigencia del 
directorio, aun cuando no hayan realizado este trá-
mite, ya que el Registro Civil no exige este requisito 
para su entrega. 

En consecuencia, la falta de claridad y especificidad 
respecto del rol de los organismos públicos en el se-
guimiento de las modificaciones y obligaciones pue-
de tener consecuencias en la fe pública. Dado que 
ningún organismo público revisa las modificaciones 
de directorio de las fundaciones y asociaciones, se 
pueden dar casos de directorios que no cumplen ni 
con lo establecido en sus propios estatutos, ni en el 
Código Civil o que no son realmente representativos 
de su organización, ya que no se llevó a cabo un pro-
ceso eleccionario adecuado.

Propuesta 1: Simplificar y unificar criterios 
en relación a los procesos de constitución y 
funcionamiento de las OSC y proveer apoyo 
técnico para fomentar y potenciar su trabajo 

Etapa 1: 

• �Apoyo a la constitución de OSC a través de  
Chile Atiende. 

Dada la multiplicidad de instituciones con las que 
deben dialogar las OSC para constituirse, modificar 
sus estatutos, pedir certificados de vigencia u otras 
necesidades, se considera necesario contar con el 
apoyo de Chile Atiende. 

Chile Atiende nació a inicios del año 2012 como una 
plataforma de atención ciudadana multicanal y mul-
tipropósito, que tiene tres entradas para los ciudada-

nos: las oficinas de atención presencial, los centros 
de llamadas (numero 101) y los canales digitales que 
corresponden a una página web (www.chileatiende.
cl) y redes sociales. Cuenta con más de 200 puntos 
de atención a lo largo del país, abarca al 75% de la 
población y se pueden realizar más de 150 trámites 
a través del portal. Se trata actualmente de un pro-
grama del Instituto de Previsión Social (IPS), pero 
desde 2013 se encuentra en trámite el proyecto de 
ley de iniciativa presidencial, que crea el Servicio Na-
cional de Atención Ciudadana. Este simplificaría y 
agilizaría la entrega de información a los ciudadanos, 
mediante la suscripción de convenios de manera 
voluntaria con los órganos del Estado que entregan 
algún servicio o información relevante. 

Cabe destacar que la página web de Chile Atiende ya 
cuenta con información sobre el proceso de consti-
tución de algunas organizaciones como asociaciones 
gremiales y clubes deportivos. En este contexto, se 
sugiere incorporar una pestaña de información re-
lativa al proceso de constitución de organizaciones 
comunitarias y de las asociaciones y fundaciones in-
corporadas en la Ley 20.500. 

La creación de una ventanilla única permitiría que 
las OSC se dirijan únicamente a una oficina o a un 
portal en línea, para realizar todos sus trámites y esta 
sea la que coordine internamente las acciones co-
rrespondientes con los municipios, el Registro Civil 
e Identificación y el Ministerio de Justicia. Esta pla-
taforma deberá contener los modelos tipos descarga-
bles para la constitución de personas jurídicas. Para 
esta etapa se debiese disponer de formatos descar-
gables, para que posteriormente se suban al sistema 
firmados por los involucrados o que sean entregados 
presencialmente en las oficinas de Chile Atiende a lo 
largo del país. Este constituye un primer paso para 
facilitar el ejercicio de la labor pública que realizan 
las organizaciones sociales y no cargar con más trá-
mites administrativos su trabajo diario, obedeciendo 
además a criterios de eficiencia del Estado. Se esti-
ma que los ciudadanos gastan alrededor del 17% de 
sus horas anuales en realizar trámites de servicios 
transaccionales (Irarrázaval, Tello y Vergara, 2017), 
lo que genera una ineficiencia tanto para los ciuda-
danos como para el Estado.

Chile Atiende también suscribe convenios con los 
distintos servicios públicos. Actualmente cuenta con 
un convenio con el Registro Civil e Identificación 
para los trámites de certificado de nacimiento, matri-
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monio, defunción y obtención de clave única. Se pro-
pone, entonces, ampliar este convenio e incorporar la 
entrega de certificado de vigencia de la organización y 
vigencia del directorio de la OSC. 

Por último, tanto para las organizaciones comunita-
rias como para las fundaciones y asociaciones, es re-
levante contar con un proceso de acompañamiento 
y capacitación respecto del proceso de constitución 
y de su funcionamiento, tanto desde los municipios 
como desde la oficina de Chile Atiende antes mencio-
nada. Esto debiese considerar la generación de mate-
rial explicativo e informativo, y la capacitación de los 
dirigentes y representantes de las organizaciones. Un 
ejemplo de este tipo de apoyo lo constituye la Oficina 
de atención de usuarios de personas y organizaciones 
sociales de la Secretaría Municipal de Viña del Mar, la 
que se constituyó con el objetivo de acompañar la to-
talidad del proceso de constitución de las organizacio-
nes y capacitar a los dirigentes para ello (Recuadro 1).

• �Simplificación del proceso de modificación de 
directorios y calificación de elecciones.

Dada la dificultad que implica el que todas las 
elecciones de las organizaciones regidas por la Ley 
19.418 y las fundaciones y asociaciones que así lo 
estipulen en sus estatutos, tengan que ser calificadas 
por un Tribunal Electoral Regional (TER), se consi-
dera relevante el proyecto de ley que actualmente se 
discute en el Congreso que busca limitar la función 
del TER solamente a los reclamos que se susciten, 
pero no a un control judicial preventivo que impida 
la participación las OSC en fondos públicos o en los 
COSOC. El espíritu del proyecto de ley es partir de 
la base de que las elecciones se han ajustado a de-
recho, salvo que existan impugnaciones. Las nuevas 
directivas serán incorporadas en el registro municipal 
de forma inmediata, una vez transcurridos 15 días de 
la elección, plazo durante el cual podrán efectuarse 
reclamaciones (Boletín N° 11.293-06). 

De esta forma, el rol de los TER sería evaluar y re-
solver las reclamaciones presentadas por miembros 
de las organizaciones dentro de los primeros 15 días 
transcurridos desde las elecciones. 

Sin embargo, dado que la eliminación del proceso 
de calificación implica que cualquier grupo puede 
designar o autodesignarse como directorio sin llevar 
a cabo un proceso eleccionario transparente, lo que 
pondría en riesgo la fe pública de las organizaciones, 
también es relevante que desde los TER se facilite 
información clara y accesible respecto de este proce-
dimiento. Para esto, pueden resultar útiles instancias 
o jornadas de capacitación con dirigentes y funcio-
narios municipales, tal como se llevó a cabo en el 
TER de Valparaíso (Recuadro 2). 

RECUADRO 1. Oficina de Atención de usuarios 
de personas y organizaciones sociales 
de la Municipalidad de Viña del Mar 

La Oficina de Atención de usuarios de personas y organizaciones 
sociales se constituyó con el objetivo de llevar a cabo un 
acompañamiento sistemático a las organizaciones sociales 
de la comuna. Desde el municipio se había identificado la 
existencia de más de 6.000 organizaciones, de las cuales 
menos de la mitad se encontraba con sus directorios vigentes. 
En este contexto, se promovió la creación de esta oficina al 
alero de la Secretaría Municipal, con el fin de darle un cariz 
técnico al acompañamiento a las organizaciones, enfocándose 
en capacitar a los dirigentes en las formalidades del proceso 
de constitución. 

La oficina cuenta con aproximadamente nueve funcionarios 
–entre ellos dos abogados, tres administrativos y cuatro 
ministros de fe– que atienden público hasta las 19.30 hrs. 
Estos no sólo acompañan a los dirigentes durante el proceso 
de constitución, sino que también pueden ejercer el rol de 
ministros de fe en las asambleas o actos constitutivos. 
Además, han publicado una serie de folletos explicativos, 
uno de ellos elaborado en conjunto con el TER de Valparaíso. 
Esto ha generado la percepción dentro del mismo equipo de 
que actualmente los procesos de constitución, calificación 
y modificación de las organizaciones se llevan cabo sin 
mayores contratiempos.

Fuente: elaboración propia en base a entrevistas.
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Etapa 2: 

• �Creación de una ventanilla única electrónica para 
trámites de las OSC. 

Se trata de la segunda etapa de lo expuesto anterior-
mente, que permitiría la realización de los trámites de 
constitución y funcionamiento en línea. Esto implica 
la creación de un formulario digital para la consti-
tución, modificación de estatutos y modificación de 
directorio, que pueda ser completado en línea con 
firma electrónica. Posteriormente, los formularios po-
drán ser distribuidos de manera interna a las entida-
des públicas correspondientes para la realización de 
cada trámite. Esto mejoraría tanto la eficiencia de los 
trámites para el Estado, pues no tendrá que procesar 
exceso de documentación en papel, como también 
disminuiría los tiempos que las OSC deben destinar 
a dichas labores. 

Un ejemplo de esto es la página de la Charity Com-
mission de Inglaterra y Gales, el organismo encargado 
de la regulación de las OSC. Este sitio funciona como 
una plataforma para constituir, modificar y disolver 
organizaciones, en el que las OSC pueden encontrar 
toda la información necesaria para cumplir con los 
requerimientos que les exige la ley (Recuadro 3). 

RECUADRO 3. Charity Commission de  
Inglaterra y Gales 

La Charity Commission es el ente regulador de las organi-
zaciones de beneficencia e interés público de Inglaterra y 
Gales, responsable de mantener el registro de este tipo de 
organizaciones. Es un órgano independiente, que no depende 
de ningún Ministerio, pero que rinde cuentas al Parlamento. 
Una de las prioridades definidas de su trabajo es inspirar con-
fianza en las organizaciones de beneficencia y así fortalecer 
la sociedad y mejorar la vida de las personas. 
Entre sus responsabilidades se encuentra: i) registrar a las 
organizaciones que cumplen con el estatus de beneficencia 
e interés público; ii) tomar medidas en caso de identificar 
malas prácticas de este tipo de organizaciones; iii) asegurar 
que las organizaciones cumplan con los requerimientos 
legales exigidos, entre ellos, la entrega de información 
respecto de sus actividades anuales; iv) poner a disposición 
de la ciudadanía información sobre las organizaciones; y v) 
proveer servicios en línea y orientaciones que promuevan 
la eficiencia de las organizaciones. 
En relación con este último punto, la página web de la 
Charity Commission funciona como una ventanilla en la 
que las organizaciones pueden constituirse y registrarse, 
entregar información anual sobre actividades y estados fi-
nancieros, modificar su información y disolverse. Además, 
pueden encontrar información y orientaciones respecto de 
cómo constituir las organizaciones y cumplir con los re-
querimientos legales exigidos. Adicionalmente, se pone a 
disposición de la ciudadanía una plataforma de búsqueda 
en el registro de organizaciones y de reclamos respecto de 
la labor de una organización en específico. 

Fuente: elaboración propia en base a Charity Commission for England and 
Wales, 2018.

RECUADRO 2. Difusión y capacitación en TRIBUNAL ELECTORAL REGIONAL de Valparaíso 

Posterior a la promulgación de la Ley 20.500, desde el TER de Valparaíso se autorizó realizar un proceso de capacitación respecto del 
proceso de calificación en todas las comunas de la región. Esto fue llevado a cabo por el Secretario Relator en conjunto con el Jefe de 
Estudios del mismo organismo.

A estas charlas se convocó tanto a dirigentes sociales como a funcionarios municipales. Si bien el proceso no estuvo exento de conflictos, 
principalmente relacionados con el rechazo de los dirigentes a la incorporación del trámite de calificación; sí contribuyó a dar a conocer 
la relevancia de este proceso para el resguardo de la democracia en las organizaciones. Por otra parte, también sirvió para fidelizar a 
los funcionarios municipales responsables de la constitución de organizaciones, promoviendo tanto el entendimiento del proceso como 
la exigencia de calificación obligatoria a todas las organizaciones que efectúen modificaciones de directorio.

Fuente: elaboración propia en base a entrevistas.
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En Chile, un ejemplo similar es el portal “Tu empre-
sa en un día”8 el que permite constituir, modificar, 
fusionar, dividir, disolver y rectificar información de 
diversos tipos de empresas. Todas estas acciones se 
pueden realizar en línea con la firma electrónica avan-
zada de personas naturales o de notarios autorizados. 
Sin embargo, es relevante destacar que la implemen-
tación de este portal se respalda en la Ley 20.659 que 
específicamente hace referencia a la simplificación de 
la constitución, modificación y disolución de socie-
dades comerciales. 

Otro ejemplo lo constituye la página web de la Di-
visión de Asociatividad y Economía Social del Mi-
nisterio de Economía, Fomento y Turismo9, que 
permite la constitución en línea de Asociaciones 
Gremiales, de Consumidores y Cooperativas. En 
esta página, las organizaciones pueden ingresar al 
portal de constitución utilizando la clave única del 
Registro Civil. En un primer paso, se deben com-
pletar los antecedentes de la organización y luego 
cargar los documentos exigidos para la constitución 
según el tipo de organización, los que deben incluir 
firma electrónica avanzada. 

8	 Para más información visitar www.tuempresaenundia.cl 
9	 Para más información visitar http://economiasocial.economia.cl/

• �Creación de un departamento o servicio que 
apoye el funcionamiento de las OSC.

Se propone la existencia de un departamento que 
se preocupe del fomento, capacitación y acompaña-
miento de las OSC durante su ciclo de vida. La ne-
cesidad de contar con una entidad que realice esta 
labor hace sentido dada la obligación de promoción 
que ha comprometido el Estado de Chile en relación 
con la participación ciudadana y asociatividad, que 
queda de manifiesto en la promulgación de la Ley 
20.500, así como en la suscripción de tratados in-
ternacionales vinculantes para Chile. Esta labor se 
encuentra actualmente dispersa entre el Ministerio 
de Justicia, el Registro Civil, las municipalidades y 
los Tribunales Electorales Regionales. Además, orga-
nismos como el Ministerio de Desarrollo Social y la 
División de Organizaciones Sociales del Ministerio 
Secretaría General de Gobierno también se vinculan 
con este tipo de organizaciones. 

Una de las primeras labores que debiese llevar a cabo 
una unidad de este tipo, es una evaluación y actuali-
zación de los estatutos tipo en conjunto con las OSC, 
considerando las necesidades de distintos tipos de 
organizaciones según su tipología jurídica, objetivos, 
tamaño y/o recursos. 

Tal como se ilustró en el capítulo anterior, el Minis-
terio de Desarrollo Social es uno de los que mantiene 
mayor vinculación con las OSC, debido a su rol en 
la coordinación de la ejecución de una gran cantidad 
de políticas públicas y programas. En este contexto, 
se propone que la existente División de Cooperación 
Público-Privada, a través de su Departamento de So-
ciedad Civil u otro similar, pueda llevar a cabo esta 
labor. Para esto se requeriría de una resolución exen-
ta interna del Ministerio que asigne estas funciones a 
esta División. 

Otra posibilidad es que esta función la asuma un 
nuevo Servicio Nacional de la Sociedad Civil, cuya 
creación es parte del programa del actual gobierno. 
Esto requeriría un proyecto de ley de iniciativa pre-
sidencial, pues implicaría la reorganización de un 
ministerio y la provisión de recursos permanentes, 
lo que requiere también la aprobación de la Direc-
ción de Presupuestos (DIPRES) y del Ministerio 
de Hacienda. Además, resulta clave definir de qué 
manera este servicio se vinculará con otros organis-
mos públicos involucrados en el proceso de cons-
titución de OSC, entre otros, municipios, Registro 
Civil y TER. 

Países como México (Comisión de fomento de las ac-
tividades de las OSC), Argentina (Centro nacional de 
organizaciones de la comunidad) e Inglaterra (Charity 
Commission), cuentan con un organismo único arti-
culador del trabajo con las OSC lo que ha facilitado el 
trabajo con ellas y de ellas para con sus beneficiarios. 
En el caso de Argentina y México, estos dependen del 
Ministerio de Desarrollo Social. Tal como se observa 
en la Tabla 10, entre las labores de estos organismos 
se encuentra la constitución y registro de las OSC, 
y la entrega de capacitación y acompañamiento para 
una buena gestión. 
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Tabla 10. Organismos públicos articuladores del trabajo con las OSC

Nombre Charity Commission Comisión de fomento de las 
actividades de las OSC

Centro nacional de 
organizaciones de la comunidad

País Inglaterra y Gales México Argentina

Organismo del 
que depende

Organismo independiente que rinde 
cuentas al Parlamento

Comisión intersectorial de 
carácter permanente que 
depende del Instituto Nacional 
de Desarrollo Social

Ministerio de Salud y Desarrollo 
Social

Funciones i. Registrar a las organizaciones 
que cumplen con el estatus de 
beneficencia e interés público.
ii. Tomar medidas en caso de 
identificar malas prácticas 
por parte de este tipo de 
organizaciones.
iii. Asegurar que las organizaciones 
cumplan con los requerimientos 
legales exigidos, entre ellos, la 
entrega de información respecto a 
sus actividades anuales.
iv. Poner a disposición de la 
ciudadanía información sobre las 
organizaciones.
v. Proveer servicios en línea y 
orientaciones que promuevan la 
eficiencia de las organizaciones. 

i. Definir políticas de 
fortalecimiento de las OSC.
ii. Evaluar las políticas públicas 
y acciones de fomento a las OSC.
iii. Promover el diálogo entre 
el sector público, privado y la 
sociedad civil para el desarrollo 
de actividades de fortalecimiento 
de las OSC.
iv. Generar sanciones a 
infracciones legales de las OSC.

i. Gestionar y actualizar base de 
datos de las OSC.
ii. Capacitar a las OSC en gestión 
institucional.
iii. Coordinar el trabajo de 
organismos públicos que tienen 
a OSC como destinatarias.
iv. Apoyar a autoridades 
locales en la conformación de 
departamentos de organizaciones 
sociales.
v. Promover el voluntariado.

Servicios  
que provee

i. Portal en línea que permite 
la constitución, modificación y 
disolución de organizaciones. 
ii. Registro y base de datos 
que permiten la búsqueda de 
organizaciones. 
iii. Plataforma para reclamos 
contra alguna organización en 
particular. 
iv. Material y orientaciones para las 
organizaciones. 

i. Registro en línea de las OSC 
que las habilita para recibir 
fondos públicos. 
ii. Permite búsqueda de OSC 
y entrega información sobre 
acciones en conjunto con el 
Estado (acciones de fomento). 
iii. Recepción de memorias y 
balance anuales de las OSC.
iv. Coordinación con organismos 
del Estado Federal para la 
realización de acciones de 
fomento a las OSC y recopilación 
anual de información al respecto. 
v. Entrega de información a 
las OSC sobre las acciones del 
Estado para su fomento.

i. Registro y modificación de 
información de las OSC. 
ii. Gestión de base de datos con 
listado de OSC. 
iii. Manuales de capacitación 
para OSC.

Link de 
referencia

https://www.gov.uk/government/
organisations/charity-commission

https://www.gob.mx/indesol/
es/acciones-y-programas/
comisipon-de-fomento

https://www.argentina.gob.ar/
desarrollosocial/cenoc

Fuente: elaboración propia. 
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• �Promover la mediación comunitaria como  
una herramienta para la resolución de  
conflictos internos. 

De acuerdo al diagnóstico realizado, se manifiesta 
también la necesidad de contar con un organismo 
que pueda contribuir a la resolución de conflictos en 
las OSC, en un rol mediador previo a los Tribunales 
de Justicia y/o en caso de conflictos internos o rela-
cionales que quedan fuera del ámbito de acción de 
estos Tribunales. Se propone que para las fundacio-
nes y asociaciones sea el Ministerio de Justicia a través 
de la Corporación de Asistencia Judicial y su oficina 
de mediación y arbitraje, las que puedan colaborar 
en esta labor mediadora, cumpliendo un rol también 
preventivo en materia de apoyo a las OSC. Si bien no 
se puede obligar a las organizaciones a participar de la 
mediación, de todas formas, se considera que el con-
tar con esta posibilidad, podría contribuir a la resolu-
ción de los conflictos internos de las organizaciones. 

En el ámbito de las OSC regidas por la Ley 19.418, 
existe un precedente que puede orientar la imple-
mentación de esta medida: las Unidades de Justicia 
Vecinal que se implementaron entre 2011 y 2017. 
Estas promovían la obtención de soluciones sim-
ples y rápidas para conflictos vecinales y comuni-
tarios, sin necesidad de la intervención de Tribuna-
les (Recuadro 4). Si bien este programa finalizó en 
2017, se considera relevante evaluar la reinstaura-
ción de estas instancias, en primer término, dado la 
percepción de sus usuarios como una manera efec-
tiva y cercana de resolver los conflictos abriendo un 
canal accesible a la justicia, de manera gratuita y 
situada en el territorio (FLACSO, 2014). En segun-
do lugar, y en la relación a las OSC, se constituyen 
en un mecanismo mediante el cual implementar la 
mediación comunitaria para la resolución de con-
flictos que no pueden ser abordados por ningún 
otro mecanismo o instancia. 

RECUADRO 4. Unidades de Justicia Vecinal 

Una experiencia de mediación comunitaria en Chile fueron las Unidades de Justicia Vecinal (UJV). Se trató de un proyecto piloto del 
Ministerio de Justicia que comenzó el año 2011 con su implementación en las comunas de Renca, Cerrillos, Paine y Macul. Nacen con el 
objetivo principal de mejorar el acceso a la justicia de las personas y comunidades. Su enfoque es la mediación social, la responsabilidad 
y la participación ciudadana, educando a la población en la resolución de sus propios conflictos. Entre 2011 y 2017 se implementó a 
través del Programa de Justicia Vecinal (justiciavecinal.cl), el que era de carácter gratuito y que permitió ampliar el número de comunas 
atendidas a 20 en total dentro de la Región Metropolitana. A través de este programa se realizaban mediaciones, arbitrajes y derivaciones. 
Las temáticas abordadas se relacionaban con vivienda (copropiedad inmobiliaria, gastos comunes, arrendamiento y servidumbres), 
convivencia vecinal (ruidos molestos, basura, conflictos entre vecinos y mascotas, entre otros) y otros relacionados con bienes, cobros 
de deudas y conflictos en sociedades civiles o comerciales.

En la mediación, son las mismas personas solicitantes quienes llegan a la solución del conflicto, apoyadas por un intermediario imparcial. 
Por otra parte, se realizan arbitrajes donde es el tercero quien dirime y resuelve el conflicto. Por último, la derivación se realiza en 
caso de no haberse podido llegar a acuerdo o en caso de conflictos mayores a resolver por Tribunales de Justicia. Los mediadores son 
personas preparadas para esto y que no son parte de la comunidad, a diferencia de otros programas comunitarios que existen en otros 
países donde se prepara a los propios líderes de la comunidad para que ellos hagan de mediadores en casos de conflicto. En Chile esto 
solo existe en la comuna de Pedro Aguirre Cerda, que ha implementado la mediación de este modo (Macuer y Arias, 2009). Lo relevante 
de la mediación comunitaria es que dice relación con un aprendizaje donde el intermediario o tercero solo colabora con la solución y 
no dictamina.

Este programa piloto terminó en abril del 2017, cuando se cerraron los últimos casos que se habían abordado, y no está planificado 
que continúe.

Fuente: elaboración propia en base a entrevistas, Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos, UAH e ISER (2014), Macuer y Arias (2009) y FLACSO (2014).
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Seguimiento e información respecto al 
funcionamiento de las OSC
Tal como se ha descrito anteriormente, el ciclo de 
vida de una organización depende de diversos trámi-
tes que se realizan con variados organismos públicos. 
Son estos mismos organismos los encargados de velar 
porque este proceso se realice de manera adecuada, 
garantizando la fe pública de las organizaciones de 
la sociedad civil. Sin embargo, posterior a la imple-
mentación de la Ley 20.500, se evidencian algunas 
problemáticas, relacionadas sobre todo con vacíos o 
imprecisiones legales o con la falta de claridad de los 
roles de cada organismo, las que se detallan a conti-
nuación: 

• �Falta de información del Ministerio de Justicia 
respecto a nuevas fundaciones y asociaciones 
constituidas luego de 2012.

De acuerdo a lo establecido en el Título XXXIII del 
Código Civil y en la Ley 20.500, el Ministerio de Jus-
ticia es el encargado de fiscalizar a las asociaciones y 
fundaciones, específicamente, las actas de asamblea 
y/o directorio, libros de contabilidad, inventarios y 
remuneraciones, entre otros. El Ministerio de Justicia 
cuenta con un registro de todas las organizaciones 
constituidas antes de la implementación de la ley 
20.500 el año 2012, las que debían constituirse en 
ese mismo organismo. Sin embargo, respecto a las 
organizaciones constituidas después de esa fecha, el 
organismo no cuenta con la información necesaria 
para fiscalizar, ya que ni el Registro Civil ni los mu-
nicipios tienen la obligación de informarle sobre la 
constitución de nuevas organizaciones. Esto porque 
la Ley 20.500 no lo especifica, generando un vacío 
legal que hoy se está tratando de suplir con la firma 
de un convenio con el Registro Civil que permitiría 
al Ministerio de Justicia acceder a los datos de este 
servicio.

• �Falta de claridad y sanciones respecto a la 
entrega de memorias y balances. 

El Título XXXIII del Código Civil modificado por la 
Ley 20.500, establece la obligación de que las asocia-
ciones y fundaciones elaboren anualmente una me-
moria de actividades y un balance de cuentas. Am-
bos documentos deben ser entregados al Ministerio 
de Justicia. Sin embargo, al año 2016 se reportó que 
un 50% de las OSC no entregó sus memorias y un 

40% no entregó los balances (Irarrázaval, Streeter y 
colaboradores, 2017). Con anterioridad a la entrada 
en vigencia de la Ley 20.500, el Ministerio de Justicia 
tenía la facultad de no entregar certificados de vigen-
cia a las entidades que no entregaran sus memorias 
y balances. Esto en virtud del decreto 1540 de 1966 
sobre concesión de personalidad jurídica. Dicho de-
creto fue derogado con la Ley 20.500, quedando el 
Ministerio de Justicia sin la facultad de aplicar san-
ción a la no entrega de esta documentación, transfor-
mándola, en la práctica, en un acto voluntario. 

Por otra parte, si bien el Ministerio de Justicia recibe 
estos documentos de un porcentaje de organizacio-
nes, una de las principales problemáticas identifica-
das desde las organizaciones en relación a este punto, 
es que no existe un formato tipo ni estándares míni-
mos para su entrega. Esto se traduce en diferencias 
sustanciales respecto a la cantidad y la calidad de la 
información entregada. A esto se suma que desde el 
Ministerio de Justicia esta información no se sistema-
tiza ni se publica. 

En cuanto a la entrega de memorias y balances, dado 
que no existen ni estándares mínimos ni sanciones 
que obliguen a la entrega de esta información, algu-
nas OSC no solo no están cumpliendo con esta prác-
tica básica que les permite promover la confianza y 
la fe pública, sino que además están infringiendo la 
ley. A esto se suma que tampoco se da una utilidad a 
la información recibida, por lo que no se constituye 
como un aporte para promover la confianza y fe pú-
blica de las OSC a través de la información.

En el caso de las organizaciones comunitarias, el de-
safío de promover la confianza y la fe pública me-
diante la publicación de información financiera y de 
actividades de las organizaciones, resulta más com-
plejo, entre otras cosas, porque la ley no aborda esta 
temática en profundidad. 

El art. 31 de la Ley 19.418 establece que las organi-
zaciones comunitarias deben elaborar anualmente un 
balance o cuenta de resultados que debe ser aproba-
do por la asamblea y revisado por una comisión fis-
calizadora de finanzas, compuesta por miembros de 
la misma organización. Esta comisión debe informar 
a la asamblea sobre el balance, inventario y contabili-
dad de la organización. Sin embargo, este informe es 
de uso interno de la organización, es decir, no existe 
la obligación que se publique ni debe entregarse a 
ninguna autoridad. 
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Propuesta 2: Mejorar seguimiento y promover 
disponibilidad de información respecto al 
funcionamiento de las OSC

Etapa 1: 

• �Concretar la firma de un convenio para el 
traspaso de datos entre el Registro Civil y el 
Ministerio de Justicia. 

Con el fin de garantizar que la Dirección de Personas 
Jurídicas del Ministerio de Justicia cuente con la in-
formación necesaria para llevar a cabo su labor fisca-
lizadora de las fundaciones y asociaciones, este debe 
contar con información clara y confiable respecto a 
este tipo de organizaciones. Para lograrlo, es clave 
que el Registro Civil pueda traspasar la información 
recibida sobre las nuevas organizaciones constituidas 
desde los municipios, al menos con una frecuencia 
anual. Esto permitiría fiscalizar la entrega de las me-
morias y balances. En consecuencia, se sugiere, como 
primer paso, concretar la posibilidad de un convenio 
existente entre ambas partes. Para un segundo mo-
mento, se propone que esta información esté integra-
da para ambas instituciones, lo que se abordará en 
más detalle en la siguiente sección sobre el Registro 
de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro. 

• �Creación de un formato tipo de memorias y 
balances anuales.

Respecto a la entrega de memorias y balances se pro-
pone la elaboración de un modelo tipo de estos docu-
mentos, tal como existe para los estatutos de las or-
ganizaciones regidas por el Título XXXIII del Código 
Civil. Dada la experiencia previa a la promulgación de 
la Ley 20.500, el Ministerio de Justicia podría hacerse 
cargo de esta labor, elaborando los formatos tipo con 
los mínimos exigidos. De esta forma, las OSC sabrán 
de manera anticipada los contenidos que deben te-
ner ambos documentos, facilitando su elaboración. 
Por su parte, el Ministerio de Justicia verá facilitada 
su función fiscalizadora al no tener que revisar la in-
formación sobre las organizaciones en formatos que 
pueden resultar muy disímiles entre ellos.

Un ejemplo de estos formatos tipo se encuentra en 
la legislación española, específicamente la Orden 
AEC / 2909/ 2011 (Ley de Bases para la Concesión 
de Subvenciones de la Cooperación Internacional de 
Desarrollo), la que considera una memoria que in-

cluye: datos de la entidad, fines estatutarios, número 
de socios, actividades desarrolladas, resultados y be-
neficiarios, cantidad de voluntarios y personal, entre 
otras cosas. Por su parte, el formato tipo de balance 
incluye los activos corrientes y no corrientes, patri-
monio neto y pasivos. En ambos casos, estos docu-
mentos deben estar firmados por el directorio de la 
organización. 

Dada la gran diversidad de fundaciones existentes, se 
debiese considerar la elaboración de formatos tipos 
diferenciados según el tamaño y/o recursos de las or-
ganizaciones. De esta forma, se evitaría que organi-
zaciones más pequeñas y/o de menores recursos no 
lleven a cabo este proceso debido a su complejidad 
o porque no cuentan con personal especializado para 
hacerlo de manera adecuada. 

Ahora bien, la sola elaboración y entrega de estos do-
cumentos al Ministerio de Justicia no es suficiente 
para velar por la fe pública de las OSC. Una encuesta 
realizada durante 2018 por el proyecto Sociedad en 
Acción a más de 100 directores ejecutivos y gerentes 
generales de fundaciones y asociaciones, muestra que 
un 72% declara haber realizado la memoria, pero solo 
un 54% la entregó al Ministerio de Justicia y un 42% 
la publicó en su página web. En el caso del balance, 
un 84% declaró haberlo realizado, un 64% lo entregó 
al Ministerio de Justicia y solo un 30% lo publicó en 
su página web (Irarrázaval, 2018). De esta forma, es 
relevante considerar mecanismos que no solo incen-
tiven la entrega de los documentos al Ministerio de 
Justicia, sino que también para que la información se 
procese de manera sistemática y sea de acceso públi-
co para cualquier ciudadano. En la siguiente sección 
se abordará en más detalle una propuesta respecto a 
este punto. 

Etapa 2: 

• �Implementación de una ficha de información sobre 
actividades y estados financieros de las OSC.

La Ficha Estadística Codificada Uniforme (FECU) es 
el instrumento mediante el cual las sociedades anó-
nimas dan a conocer su estado a la Superintendencia 
de Valores y Seguros. El año 2013 comenzó por pri-
mera vez en Chile un proyecto piloto de aplicación de 
una FECU Social a 67 OSC agrupadas en la Comuni-
dad de Organizaciones Solidarias. Dicho instrumento 
reúne información relevante de las OSC, como su di-
rectorio, misión, visión, áreas de trabajo, cantidad de 
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trabajadores y voluntarios, sus ingresos y patrimonio, 
entre otros. Este instrumento fue creado en base a las 
experiencias comparadas existentes en países como 
México e Inglaterra y hoy se trata de un instrumento 
que se promueve entre quienes participan de la Co-
munidad de Organizaciones Solidarias. 

En base a lo manifestado por las mismas organiza-
ciones sociales y por el Departamento de Personas 
Jurídicas del Ministerio de Justicia, el formato tipo de 
memorias y balances de las fundaciones y asociacio-
nes, debiese aspirar a cumplir con los estándares de 
la FECU Social. De esta forma, se debiese considerar 
al menos la información contenida en su carátula: 

	n	 Identificación de la organización: nombre, RUT, 
representante legal, vigencia de la representación 
legal, tipo de organización, domicilio y sitio web.

	n	 Información de la organización: miembros del 
directorio y su vigencia, visión, misión y número 
de trabajadores.

	n	Gestión financiera: ingresos públicos y privados, 
número de beneficiarios y patrimonio.

Dado que este instrumento puede resultar excesiva-
mente complejo para organizaciones más pequeñas 
y/o que no cuentan con equipos administrativos, 
se propone que se implemente de manera gradual, 
considerando un periodo de difusión y capacitación 
a las OSC. En este punto, es clave el rol formativo 
que puede cumplir el Ministerio de Justicia para la 
recopilación de información de calidad que resulte 
de utilidad para resguardar la confianza en las OSC. 

En el caso de las organizaciones comunitarias, se su-
giere la implementación de una ficha de información 
básica a completar anualmente en la que se incluya al 
menos los siguientes datos:

	n	 Identificación de la organización: nombre, 
RUT, representante legal, tipo de organización, 
domicilio y sitio web.

	n	 Identificación de los miembros del directorio y 
vigencia. 

	n	Gestión financiera: ingresos públicos y privados 
y patrimonio. 

Dado que hoy en día ningún organismo público 
cuenta con la facultad de exigir esta información a 
estas organizaciones, se debe considerar la incorpo-
ración de una indicación al respecto en una eventual 
reforma de la Ley 19.418. En esta, se debiese espe-
cificar qué organismo público tendrá la facultad de 
exigir la entrega de estos documentos, el que podría 
ser el Ministerio de Justicia, quien actualmente rea-
liza esta labor para las fundaciones y asociaciones, 
u otro organismo como el Departamento o Servicio 
Nacional de la Sociedad Civil. 

A esto se debiese agregar un trabajo formativo y de 
acompañamiento a las OSC por parte de los munici-
pios, transmitiendo la relevancia de tener la informa-
ción financiera actualizada y dar a conocer de manera 
periódica información respecto a las actividades y el 
uso de los recursos, tanto a sus socios como a la ciu-
dadanía en general, con el fin de resguardar su legiti-
midad como organización. 

Por último, se sugiere que la entrega de estos do-
cumentos se realice de manera electrónica, ya sea a 
través de una plataforma creada especialmente para 
esto o, idealmente, a través del portal del Registro de 
Personas Jurídicas sin Fines de Lucro existente en la 
página del Registro Civil10. Con el fin de garantizar 
que estos formatos y cartillas se constituyan como 
una herramienta útil para promover la confianza en 
las OSC, estas deben ser de fácil uso para las organi-
zaciones y de fácil acceso para el público en general. 

• �Creación de un efecto o sanción asociada a la no 
entrega de memorias y balances.

En la etapa anterior, se propone la incorporación de 
incentivos a las OSC para cumplir con la entrega de 
memoria y balance anuales. Eventualmente, en caso 
de que esto no sea suficiente para promover esta 
práctica se debe considerar la implementación de 
una sanción asociada al incumplimiento. Una opción 
es volver a instaurar lo establecido en el decreto 1540 
de 1966 del Ministerio de Justicia, el que condiciona-
ba la entrega del certificado de vigencia del directorio 
a la entrega de dichos documentos. 

Dado que el Registro Civil es el encargado de la en-
trega de este certificado, se requeriría un convenio de 
colaboración entre ambos organismos con el fin de 

10	 Esta plataforma se describe en más detalle en la siguiente sección sobre el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro. 
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que el Departamento de Personas Jurídicas del Mi-
nisterio de Justicia informe anualmente quiénes han 
incumplido con la entrega de memorias y balances, 
impidiendo la entrega de certificados de vigencia en 
caso de no ponerse al día con este trámite. El efecto 
de no entregar las memorias y balances sería el de no 
poder obtener el certificado de vigencia respectivo. 
Para implementarlo solo se requeriría elaborar un re-
glamento de la Ley 20.500, donde se especifique las 
implicancias del incumplimiento del artículo 557-1 
del Código Civil.

Una práctica similar a la recién propuesta se obser-
va en el caso del Registro Federal de Organizaciones 
Sociales de México11. Este registro establece la obli-
gación de entregar memorias y balances anuales. 
Quienes no cumplan con esto por dos o más años 
seguidos, adquieren automáticamente el estatus de 
organización inactiva, lo que los imposibilita para ac-
ceder a cualquier tipo de fondos públicos y a algunos 
fondos privados. 

Otra opción es replicar la sanción aplicada a las em-
presas que no entregan sus estados financieros. Por 
ejemplo, en el caso de las instituciones financieras, la 
Decreto Ley que crea Superintendencia de Bancos e 
Instituciones Financieras (art.19) establece que se les 
puede aplicar la sanción de amonestación y/o multas. 
Sin embargo, esto requeriría una modificación a la 
Ley 20.500. 

La existencia de una sanción no debiese implicar que 
la organización pierda su estatus jurídico o tenga que 
dejar de funcionar, sino que unicamente promover 
de manera obligatoria la entrega de estos documen-
tos que resultan clave para conocer más en detalle el 
accionar de una organización y así velar por la con-
fianza y la fe pública en ella. 

En la Tabla 11, se sintetizan las problemáticas y pro-
puestas relacionadas con el ciclo de vida de las OSC. 

11	 Para más detalle de este registro ver página 65. 
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9	 Para más detalle de este registro ver página 37. 

Tabla 11. Problemáticas y propuestas para el ciclo de vida de las OSC

Procedimientos para la constitución y funcionamiento de las OSC

Problemas identificados Propuesta 1: Simplificar y unificar criterios en relación a los procesos de 
constitución y funcionamiento de las OSC y proveer apoyo técnico para 
fomentar y potenciar su trabajo.

Proceso de constitución y calificación de 
las elecciones lento y engorroso. 

Falta de apoyo técnico a las OSC para su 
constitución.

Diferencia de criterios en relación a 
la calificación de elecciones como 
exigencia para entrega de certificado de 
vigencia. 

Falta de apoyo técnico en trámites para 
mantener las OSC funcionando. 

Falta de instancias para la resolución de 
conflictos internos.

Etapa 1
Apoyo a la constitución de OSC a 
través de Chile Atiende. 
• �Entrega de información unificada. 
• �Ventanilla única para la constitución 

de las OSC. 
• �Convenio con el Registro Civil para la 

entrega de certificados. 
Simplificación del proceso de modifi-
cación de directorios y calificación de 
elecciones. 
• �Aprobación de proyecto de Ley para 

calificación automática de elecciones. 
• �Información clara y accesible sobre 

proceso de calificación. 

Etapa 2
Creación de una ventanilla única elec-
trónica para trámites de las OSC.
• �Formulario digital para la consti-

tución, modificación de estatutos y 
modificación de directorio con firma 
electrónica. 

Creación de un Departamento o 
Servicio que apoye el funcionamiento 
de las OSC. 
• �Servicio para el fomento, capacitación 

y acompañamiento de las OSC durante 
su ciclo de vida. 

Promover la mediación comunitaria 
como una herramienta para la resolu-
ción de conflictos internos. 
• �Mediación a través de la CAJ para 

fundaciones y asociaciones. 
• �Mediación a través de UJV para orga-

nizaciones comunitarias.

Seguimiento e información respecto al funcionamiento de las OSC

Problemas identificados Propuesta 2: Mejorar seguimiento y promover disponibilidad de información 
respecto al funcionamiento de las OSC.

Falta de información del Ministerio de 
Justicia respecto a nuevas fundaciones y 
asociaciones constituidas luego de 2012. 

Falta de claridad y sanciones respecto a 
la entrega de memorias y balances.

Etapa 1
Concretar firma de convenio para 
traspaso de datos entre el Registro 
Civil y el Ministerio de Justicia. 
Creación de un formato tipo de memo-
rias y balances anuales.

Etapa 2
Implementación de una ficha de infor-
mación sobre actividades y estados 
financieros de las OSC. 
• �Ficha diferenciada para fundaciones y 

asociaciones y organizaciones comuni-
tarias. 

• �Apoyo formativo desde los municipios 
y Ministerio de Justicia. 

• �Entrega electrónica. 
Creación de un efecto o sanción 
asociada a la no entrega de memorias 
y balances. 
• �No entrega de certificado de vigencia 

de directorio o multa. 

Fuente: elaboración propia. 
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Registro de Organizaciones de la 
Sociedad Civil
El ciclo de vida de una organización es un primer ele-
mento a resguardar en pos de velar por la confianza y 
la fe pública de las OSC. Un segundo elemento clave 
para cumplir con este objetivo es contar con un regis-
tro público unificado, universal, exhaustivo, actuali-
zado y eficiente de OSC (Fundación Lealtad Chile, 
2014; Greer, Wismar y Kosinka, 2017). En muchos 
países que cuentan con este tipo de plataformas, no 
es obligatorio que todas las organizaciones se regis-
tren, pero hacerlo sí les ayuda a formalizarse, obtener 
recursos y acceder a beneficios públicos, además de 
contribuir a su legitimidad (Firmin, 2017). En este 
contexto, la finalidad que busquen cumplir los re-
gistros es clave al momento de definir la regulación 
asociada a ellos. 

A nivel internacional, algunos de los beneficios iden-
tificados de contar con un registro de OSC se rela-
cionan en primera instancia con la formalización y 
profesionalización de su labor (Firmin, 2017). En 
muchos países, los registros públicos dan cuenta de 
la legalidad de las organizaciones, es decir, que la or-
ganización cumple con los requisitos exigidos por el 
Estado para su constitución y operación.

Por otra parte, un registro es una fuente clave de in-
formación para el Estado y otros actores privados que 
pueden ser potenciales donantes o voluntarios de las 
OSC, además de proveer información a las mismas 
OSC sobre el trabajo que otras organizaciones están 
realizando (Greer et al 2017). A través de un registro, 
es posible visualizar la información de distintos tipos 
de organizaciones según áreas de trabajo y ubicación, 
entre otros (BID e ICD, 2018). 

Una de las principales motivaciones de las OSC para 
inscribirse en registros de este tipo tiene que ver con 
que, en muchos casos, permiten el acceso a recursos 
tanto privados como públicos y la recepción de do-
naciones, además de facilitar el acceso a beneficios 
y diversos incentivos fiscales (Firmin, 2017; Huerta, 
Ablanedo y Vázquez de Mercado, 2018; Select Com-
mittee on Charities, 2017; Minister of the Cabinet 
Office, 2012). Sin embargo, es relevante destacar que 
en general, el estar en el registro no garantiza de nin-
guna forma la adjudicación de este tipo de recursos.

Un cuarto punto, tiene que ver con que la inscrip-
ción en un registro público otorga protección legal 

a las OSC. En el caso de México, la inscripción en el 
Registro Federal de Organizaciones Sociales implica 
que las OSC inscritas sean protegidas por la Ley de 
Fortalecimiento de las OSC, lo que garantiza un res-
peto a su autonomía, su participación en el diseño, 
ejecución y evaluación de políticas públicas y el ac-
ceso a beneficios provenientes del Estado, entre otros 
(Huerta et al., 2018).

Se observa también que la inscripción en los regis-
tros facilita el cumplimiento y la fiscalización de las 
obligaciones legales de las OSC. El registro exis-
tente en el Reino Unido (Charity Register) obliga 
a todas las organizaciones inscritas a ser fiscaliza-
das, por lo que deben entregar información sobre 
modificaciones de directorios y estatutos, así como 
recibir orientaciones en caso de ser necesario (Se-
lect Committee on Charities, 2017); además, de-
ben colaborar con el trabajo realizado por el ente 
regulador de las actividades de levantamiento de 
fondos de las OSC (Sir Stuart Etherington et al., 
2015). Mientras que, por su parte, el Registro Fe-
deral mexicano también exige información sobre 
actividades y balances de las OSC.

En esta misma línea, la inscripción en el registro y el 
cumplimiento de este tipo de obligaciones es un pri-
mer paso para que las organizaciones adopten prác-
ticas de transparencia y rendición de cuentas, per-
mitiendo además unificar y comparar la información 
recopilada (Fundación Lealtad Chile, 2014).

En este contexto, se revisaron registros de organiza-
ciones de la sociedad civil de cuatro países (Tabla 
12). Estos corresponden a registros implementados 
y gestionados por oficinas gubernamentales de cada 
país, lo que refuerza la necesidad de contar con in-
formación de las OSC y refleja la importancia que 
dichos países le han dado a las OSC y su aporte a las 
políticas públicas y al desarrollo. 

En primer lugar, se observa que todos cuentan con 
información básica y datos como lugares donde ope-
ra la organización, actividades que realizan, estados 
financieros, órgano representativo y un código de re-
gistro. En todos los casos, estos registros permiten 
la búsqueda en línea de organizaciones, ya sea utili-
zando el nombre o el código de registro y aplicando 
filtros de diversos tipos, por ejemplo, región, temá-
tica, tamaño o actividades. Esta búsqueda la puede 
realizar cualquier persona a través de la página web 
correspondiente. 
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En segundo lugar, en todos los casos, se observa que 
el proceso de registro se realiza de manera electró-
nica, mediante plataformas a las que las OSC pue-
den acceder para completar información y cargar los 
documentos solicitados. De esta forma, se evidencia 
que estos registros consideran no solo información, 
sino que también documentos que se pueden des-
cargar, entre ellos, certificado de registro, decretos de 
constitución de las organizaciones, ficha de la orga-
nización, informes anuales de actividades y balances 
financieros. 

Entre los derechos que asegura el pertenecer a estos 
registros, destaca principalmente la habilitación para 
la obtención de fondos públicos, lo que significa un 

incentivo para su utilización por parte de las OSC. En 
los casos de Inglaterra y Australia, el estar inscritos 
en los registros permite también obtener beneficios 
tributarios, mientras que en Ecuador permite partici-
par como proveedores preferenciales del Estado en el 
sistema de compras públicas. 

Por último, en los casos de Inglaterra y Australia, se 
observa que las exigencias de información pueden 
variar según el tamaño de la organización. Específica-
mente, en Inglaterra las organizaciones que generan 
ingresos inferiores a £5000 no están obligadas a re-
gistrarse. En Australia, las organizaciones clasificadas 
como pequeñas no están obligadas a entregar una de-
claración anual de actividades ni reportes financieros. 
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Tabla 12. Síntesis comparativa de registros internacionales de OSC

Nombre Sistema único de inscripción 
de organizaciones sociales

Sistema de información del 
registro federal de las OSC

Charity Register ACNC Register

País Ecuador México Inglaterra y Gales Australia
Institución Secretaría Nacional de Gestión 

de la Política
Comisión de fomento de las 
actividades de las OSC- Gobierno 
de México

The Charity Commission for 
England and Wales. 

Australian Charities and not-for-
profits commission. 

Campos · Razón social
· �Código Registro único 

organizaciones sociales (RUOS).
· �Dirección
· �Ministerio
· �Estatus OSC (registrada)
· �Representante
· �Vigencia
· �Ámbito de acción
· �Objetivo

· �Fecha de inscripción
· �Nombre o razón social
· �Clave única de inscripción (CLUNI)
· �Cédula de inscripción 

al Registro Federal de 
Contribuyentes (RFC)

· �Figura jurídica
· �Estatus OSC (activa/inactiva)
· �Datos representante legal: 

nombre, cargo, vigencia 
representación legal 

· �Domicilio

· �Nombre y código
· �Actividades
· �Países y regiones en los que 

opera
· �Ingresos
· �Gastos 
· �Patrimonio
· �Empleados
· �Voluntarios

· �Nombre
· �Código ABN (Australian 

Business Number)
· �Tipo de organización
· �Domicilio
· �Reporte financiero anual
· �Fecha de creación
· �Tamaño
· �Población beneficiaria
· �Regiones en las que opera
· �Directorio
· �Estatus (registrado/no registrado)
· �Historial de modificaciones

Características · �Permite búsqueda por nombre 
y tipo de OSC (de hecho, 
de derecho u organización 
internacional). 

· �Permite descarga de certificado 
de registro y Acuerdo 
Ministerial de constitución de la 
organización en PDF.

· �Permite registrarse en línea. 

· �Permite búsqueda por nombre de 
la organización CLUNI o RFC. 

· �Acceso a datos de la organización 
· �Permite visualización de estatus 

de entrega de informes anuales, 
modificaciones realizadas en 
el registro y apoyos recibidos 
desde el Estado (fecha, 
organismo, programa, tipo de 
apoyo, monto y descripción). 

· �Permite descarga de ficha con 
detalles de la organización en PDF 
y exportación de datos a Excel. 

· �Permite registrarse en línea.

· �Permite registro de inscripción 
en línea. 

· �Cuenta con gran cantidad de 
información financiera, la que 
se debe reportar en un formato 
tipo en base a memorias y 
balances anuales. 

· �Permite búsqueda por nombre, 
número o búsqueda avanzada.

· �Registro de inscripción en línea.
· �Permite búsqueda por nombre, 

número o búsqueda avanzada.

Derechos 
asociados

· �Permite participar en 
planes, programas y fondos 
concursables del Estado. 

· �Permite participar como 
proveedores preferenciales del 
Estado en sistema de compras 
públicas. 

· �Otorga número identificador.
· �Otorga protección legal. 
· �Permite el acceso a fondos 

públicos.

· �Permite acceso a beneficios 
tributarios. 

· �Otorga acceso a recursos 
especialmente destinados a 
OSC.

· �Permite acceso a beneficios 
tributarios.

· �Confirmación pública de 
inscripción. 

· �Otorga acceso a fondos de la 
Commonwealth. 

Deberes 
asociados

· �Facilitar información sobre su 
funcionamiento a funcionarios 
públicos.

· �Entregar memoria y balance 
anual. Si no se entrega por dos 
años consecutivos, se adquiere 
el estatus de inactiva.

· �Entregar información anual. 
· �Prohibición de usar recursos 

en otros fines distintos al de la 
organización.

· �Organizaciones deben notificar 
a la ACNC de cambios en 
domicilio, representantes y 
documento de gobierno.

· �Entregar declaración anual de 
actividades y reporte financiero 
(solo para organizaciones 
medianas y grandes). 

· �Cumplir con los estándares de 
gobernanza.

Cantidad de 
organizaciones 
registradas

Aproximadamente 46.000 
organizaciones registradas.

37.831 organizaciones 
registradas.

167.000 organizaciones 
registradas.

54.000 organizaciones 
registradas.

Links https://sociedadcivil.gob.ec/
directorio

http://166.78.45.36/portal/ https://www.gov.uk/find-charity-
information

https://www.acnc.gov.au/charity

Fuente: elaboración propia. 
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En relación a las dificultades y desafíos del proceso 
de registro a nivel internacional, se evidencia que 
en general los procesos de registro son complejos y 
contemplan varias etapas. Esto no solo implica de-
dicación de tiempo, sino que también de recursos 
por parte de las organizaciones, en algunos casos re-
quiriendo incluso asesoría legal para llevarlo a cabo 
de manera adecuada (Huerta et al., 2018; Minister 
of the Cabinet Office, 2012). En esta misma línea, se 
evidencia falta de información y apoyo por parte los 
funcionarios públicos, quienes muchas veces no es-
tán capacitados en la constitución y funcionamiento 
de las OSC (Firmin, 2017).

Una segunda dificultad que se presenta en varios paí-
ses es la centralización del proceso de registro. En su 
mayoría, debe llevarse a cabo en las ciudades capita-
les, ya sea del país, regiones o provincia, dado que 
no existen procesos electrónicos o si es que los hay, 
no funcionan de manera adecuada. Esto implica una 
dificultad adicional para aquellas organizaciones de 
sectores rurales y/o alejados de las capitales quienes 
tienen que trasladarse en reiteradas ocasiones a com-
pletar el proceso de registro (Firmin, 2017).

En consecuencia, si bien el proceso de registro con-
lleva una serie de beneficios para las mismas OSC 
y para quienes interactúan con ellas (Estado y em-

presas privadas), el proceso no está exento de difi-
cultades y complejidades, especialmente para las 
organizaciones más pequeñas y con menos recursos. 
De esta forma, surge la necesidad de contar con un 
registro que promueva y facilite la entrega de infor-
mación y rendición de cuentas por parte de las orga-
nizaciones, sin que esto afecte su accionar debido a 
una sobrecarga de trabajo administrativo (Keating y 
Thrandardottir, 2017). En países como el Reino Uni-
do esto se ha resuelto eximiendo a las organizaciones 
de menores recursos de la obligación de registrarse. 
Sin embargo, esta facilidad plantea un desafío respec-
to a cómo promover la confianza, la fe pública y la 
transparencia de estas organizaciones (Minister of the 
Cabinet Office, 2012).

También es relevante destacar que los registros no 
son un producto acabado, sino que deben estar per-
manentemente actualizándose (BID e ICD, 2018), lo 
que también conlleva el desafío de recopilar de ma-
nera sistemática los cambios en la información básica 
de las organizaciones y que las mismas entidades den 
a conocer esta información cuando corresponda. 

En la Tabla 13 se presenta una síntesis de los princi-
pales beneficios y desafíos relativos a los registros de 
organizaciones de la sociedad civil identificados en la 
bibliografía internacional: 

Tabla 13. Síntesis de beneficios y desafíos de contar con un registro de OSC

Beneficios

Formalización y profesionalización de las OSC.
Fuente de información para el Estado, privados y otras OSC.
Habilitan para el acceso a recursos.
Otorgan legitimidad y protección legal.
Facilitan el cumplimiento y la fiscalización de obligaciones legales.
Promueven prácticas de transparencia y rendición de cuentas.

Desafíos
Procesos de registro complejos y con variadas etapas.
Falta de información y capacitación de los funcionarios públicos.
Centralización del proceso de registro.

Fuente: elaboración propia en base a Fundación Lealtad Chile, 2014; Greer et al., 2017; Firmin, 2017; BID e ICD, 2018; Huerta et al., 2018; Select Committee on Charities, 2017; Minister 
of the Cabinet Office, 2012, Sir Stuart Etherington, 2015; Keating y Thrandardottir, 2017. 
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El caso chileno: Registro Nacional de 
Personas Jurídicas sin Fines de Lucro
En Chile, la Ley 20.500 mandata la creación y man-
tención de un Registro de Personas Jurídicas sin Fi-
nes de Lucro. Si bien este se constituye como un 
importante avance en pos de centralizar la informa-
ción existente respecto a estas organizaciones, se 
presentan problemáticas de actualización, vigencia 
y duplicación de información, entre otros (Con-
sejo Nacional de Participación Ciudadana, 2017). 
Por otra parte, si bien este registro permite contar 
con información básica de las OSC, como nombre, 
comuna en la que se constituyeron, tipo de orga-
nización y datos del directorio, no existe ningún 
registro público con información comparable y es-
tandarizada de las organizaciones sin fines de lucro 
(Fundación Lealtad Chile, 2014). En este contexto, 
se presenta el desafío de facilitar y modernizar este 
proceso (Consejo Nacional de Participación Ciuda-
dana, 2017).

Adicionalmente, el año 2011, a solicitud del COSOC 
del Registro Civil y con apoyo de la SEGEGOB, se 
creó un Portal del Registro Nacional de Personas Ju-
rídicas sin Fines de Lucro, alojado en la página web 
del Registro Civil12.

La creación del portal fue mandatada por un ins-
tructivo presidencial y posteriormente diseñado y 
ejecutado por el equipo de informática del Registro 
Civil. Este portal permite a los usuarios hacer una 
búsqueda por nombre o número de personalidad 
jurídica de una organización, accediendo a infor-
mación básica como el domicilio, fecha de cons-
titución y tipo de organización. También permi-
te a las organizaciones publicar en línea variados 
documentos, entre ellos, sus estatutos, memorias, 
balances y certificados de directorio. Si bien la res-
ponsabilidad de la creación de este portal recayó 
en el Registro Civil, se acordó con el COSOC que 
fueran las mismas organizaciones las encargadas de 
subir los documentos, lo que a la fecha han realiza-
do solo seis organizaciones. Esto se explica en gran 
parte por la nula difusión que ha tenido el portal, 
que deriva en un total desconocimiento de su exis-
tencia por parte de las organizaciones y organismos 
públicos vinculados a la temática. 

Desafíos y propuestas PARA UN REGISTRO 
DE LAS OSC
En la presente sección se exponen los principales 
desafíos identificados y propuestas en relación al re-
gistro de las OSC, los que hacen referencia por una 
parte a la entrega y procesamiento de la información 
de las OSC y, por otra, al funcionamiento del sistema 
de registro propiamente tal. Al igual que con el res-
to de las propuestas, se plantea una implementación 
gradual que considera dos etapas. 

Calidad y confiabilidad de la información 
migrada desde los municipios y el Ministerio 
de Justicia
Previo a la promulgación de la Ley 20.500 no existía 
un registro centralizado de personas jurídicas sin fi-
nes de lucro. Por el contrario, la información de las 
organizaciones se encontraba disgregada en aquellos 
organismos responsables de otorgar las personalida-
des jurídicas, es decir, los municipios para el caso 
de las organizaciones comunitarias regidas por la 
Ley 19.418 y el Ministerio de Justicia en el caso de 
las fundaciones y asociaciones regidas por el Título 
XXXIII del Código Civil.

De esta forma, la misma Ley 20.500 estableció la rea-
lización de un proceso de migración de datos desde 
estos organismos hacia el Registro Civil, el que no es-
tuvo exento de dificultades. En el caso del Ministerio 
de Justicia, se evidenciaron errores en los números de 
registro de algunas organizaciones, además de diferen-
cias en los formatos de registro con el Registro Civil.

Por su parte, en base a las entrevistas realizadas a 
funcionarios de Secretarías Municipales, se pudo evi-
denciar que en general la información se envió res-
petando el formato solicitado por el Registro Civil, el 
que considera el nombre y número de la personali-
dad jurídica, domicilio y vigencia del directorio, entre 
otros. Sin embargo, solo en algunos municipios se 
hizo una limpieza de aquellas organizaciones que se 
encontraban no vigentes debido a la no renovación 
del directorio, mientras que en otras se mandaron las 
nóminas completas. 

12	  http://www.registrocivil.cl/PortalOI/transparencia/RPJWEB.html
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Según datos del Registro Civil, de las más de 280.000 
organizaciones inscritas en el Registro de Personas 
Jurídicas sin Fines de Lucro, hay aproximadamente 
110.000 que no han realizado modificaciones de 
directorio en el periodo entre 2012 y 2018 y que, por 
ende, se podría presumir que se encuentran inactivas. 
Esto se explicaría entre otras razones, porque organi-
zaciones que voluntariamente dejaron de funcionar 
no realizan el trámite de disolución. Respetando el 
principio de la autonomía de las OSC, ni el municipio, 
ni el Registro Civil ni el Ministerio de Justicia tienen la 
facultad de disolver organizaciones a no ser que estas 
estén infringiendo la ley. Sin embargo, esto genera una 
distorsión de la información disponible que afecta, no 
solo los datos con los que cuentan los municipios para 
tomar decisiones respecto a la asignación de beneficios 
y recursos a las organizaciones, sino que también la 
confianza y la fe pública del sector en su conjunto. 
En este contexto, algunos municipios han tomado 
medidas para cancelar la personalidad jurídica. Este es 
el caso de la Municipalidad de Puente Alto que incor-
poró un artículo que autoriza al municipio a caducar 
la personalidad jurídica de una junta de vecinos si es 
que esta no renueva su directorio por dos periodos 
consecutivos o si es que transcurren más de seis meses 
entre la aprobación de una personalidad jurídica y la 
elección de su directorio definitivo (art. 60; estatutos 
Juntas de Vecinos, Municipalidad de Puente Alto).

A esto se suma que, tanto en los municipios como en 
el Ministerio de Justicia, hay organizaciones de mu-
cha antigüedad cuyos documentos de constitución y 
modificaciones se encuentran perdidos o no legibles. 
Por otra parte, la digitalización de documentos es un 
procedimiento que se ha incorporado luego de la im-
plementación de la Ley 20.500, por ende, no se ha 
realizado aún para las organizaciones más antiguas. 
En consecuencia, es probable que la base de orga-
nizaciones constituidas previo a la promulgación de 
la ley 20.500 en 2011 no se encuentre completa y/o 
que incluya a muchas organizaciones que no están 
activas o que no tienen directorio vigente.

Propuesta 3: Asignar recursos para la revisión 
y validación de datos migrados al Registro Civil

Etapa 1: Validación de la información existente
En una primera instancia, se propone que desde el 
Registro Civil se asignen recursos a la Unidad de Per-
sonas Jurídicas sin Fines de Lucro para que se realice 
una revisión exhaustiva y una validación de las bases 
de datos migradas desde los municipios y el Ministe-
rio de Justicia, con el fin de identificar los datos de 
organizaciones que se encuentran duplicados o aque-
llos datos faltantes según los registros actuales de los 
municipios. Adicionalmente, se deberá velar por in-
corporar la información de los municipios faltantes o 
que no han completado la migración y completar los 
campos que se encuentren incompletos. Según esti-
maciones propias, esto tendría un costo aproximado 
de 3.000 UF. 

Etapa 2: Incorporación de stock de información 
en un nuevo registro único y electrónico
La segunda etapa de esta propuesta hace referencia a 
incorporar la información validada en un nuevo regis-
tro único y electrónico, que consolide toda la infor-
mación de las OSC en un mismo formato. Como se 
describirá más adelante, en este nuevo registro se su-
giere asignarles un estatus especial a aquellas organi-
zaciones cuyos directorios se encuentran no vigentes, 
distinguiéndolas claramente de aquellas que sí se en-
cuentran vigentes. Las características específicas de 
este registro se detallan en las siguientes secciones. 

Entrega y procesamiento de información  
de nuevas OSC
Una de las principales problemáticas identificadas 
por los actores entrevistados es el hecho que la en-
trega de antecedentes de las organizaciones desde 
los municipios al Registro Civil se debe realizar de 
manera presencial y en papel, debiendo destinar una 
gran cantidad de horas y recursos a esto. Algunos 
municipios tienen los antecedentes de las organiza-
ciones centralizados en portales electrónicos y envían 
documentos digitalizados por correo electrónico. Sin 
embargo, también es necesario que además lo hagan 
en papel. Esto implica a su vez que los funcionarios 
de la Unidad de Personas Jurídicas del Registro Civil 
deban destinar una gran cantidad de tiempo a recibir, 
clasificar, procesar y archivar los documentos. 
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Por otra parte, algunos municipios han llevado a cabo 
avances en relación a la modernización del proceso 
de constitución y registro, incorporando plataformas 
electrónicas de uso interno para clasificar y almace-
nar los documentos. Sin embargo, estos esfuerzos no 
están coordinados con otros municipios, ni con el 
Registro Civil, los TER y/o el Ministerio de Justicia, 
sino que cada uno lo ha desarrollado por su cuenta, 
con sus propios lineamientos y recursos.

El Registro Civil cuenta con un portal electrónico para 
solicitar certificados digitales de las organizaciones, 
no obstante, este tiene un límite de entrega. Por lo 
tanto, los municipios no pueden solicitar certificados 
en grandes cantidades, como por ejemplo podría ser 
necesario al momento de evaluar la entrega de fondos 
concursables a los que pueden postular cientos de or-
ganizaciones. En caso de querer solicitar una mayor 
cantidad de certificados se debe firmar un convenio 
entre el Registro Civil y el municipio.

Por su parte, los TER en la Región Metropolitana tam-
bién han generado algunos avances respecto a la con-
sulta electrónica de las sentencias y reclamaciones. 
Actualmente se está trabajando en una plataforma 
que permita realizar el proceso de reclamo de manera 
electrónica, sin embargo, este esfuerzo tampoco se 
está coordinando con el resto de las instituciones.

Por último, el hecho de que todos los documentos 
solicitados se deben entregar en papel, obliga a los 
servicios públicos involucrados, especialmente los 
municipios y el Registro Civil, a destinar tiempo, es-
pacio y otros recursos para archivar de manera orga-
nizada toda esta documentación y no perderla. 

Propuesta 4: Asignar recursos para la 
digitalización y recepción de documentos a 
través de ventanilla única electrónica 

Etapa 1: Portal electrónico para intercambio de 
información entre municipios y Registro Civil
Durante el año 2017, sesionó una Mesa Interminis-
terial de Participación Ciudadana, conformada por 
representantes de la Unidad de Participación Ciuda-
dana de la SEGEGOB, SUBDERE, SEGPRES, Subse-
cretaría de Justicia, Subsecretaría de Derechos Huma-
nos, Registro Civil, DOS y DIPRES. Como parte de 
sus recomendaciones, esta mesa planteó la necesidad 
de modernizar el Registro de Personas Jurídicas sin 
Fines de Lucro, relevando la importancia de contar 
con una plataforma electrónica con altos estándares 
tecnológicos. Para esto, se mandató al Registro Civil 
la solicitud de los recursos necesarios para su ejecu-
ción (Comisión Interministerial de Participación Ciu-
dadana, 2017). 

Según lo declarado por funcionarios de la Unidad de 
Personas Jurídicas sin Fines de Lucro del Registro Ci-
vil, ya se ha trabajado en la propuesta de un sistema 
que permita a los municipios cargar todos los docu-
mentos en línea y realizar las solicitudes de manera 
electrónica, que además les permita consultar el es-
tado de avance por esa misma plataforma. Según lo 
manifestado, se requiere crear un sistema completa-
mente nuevo, ya que con el que trabajan actualmente 
no cuenta con la capacidad de memoria suficiente ni 
está habilitado para compartir información con los 
municipios. El desarrollo de este sistema tendría un 

Fuente: Centro de Políticas Públicas UC, 2018. 

Figura 6. Archivo Municipal
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costo aproximado de 3.600 UF, a lo que habría que 
sumar un costo de operación anual. 

En paralelo, mediante un fondo de meta explorato-
ria13 que les han renovado por dos años consecutivos, 
se contrató una empresa externa para digitalizar to-
dos los documentos recibidos desde 2012. 

Siguiendo la línea de esta recomendación, se con-
sidera relevante facilitar el presupuesto para que el 
Registro Civil pueda, por una parte, completar la di-
gitalización de los documentos recibidos desde los 
municipios y proceder a su devolución y, por otra, 
desarrollar un portal electrónico para la recepción de 
documentos. Este portal debiese permitir a los mu-
nicipios subir los documentos con una firma electró-
nica avanzada y así no tener que enviar en papel o 
correo electrónico al Registro Civil toda la documen-
tación de constitución o modificaciones de las OSC. 

Esta propuesta se enmarca en la línea del proyecto de 
Ley de Transformación Digital de iniciativa presiden-
cial. De esta forma, se sugiere considerar en la elabo-
ración del reglamento de esta Ley y/o al momento de 
su implementación la aplicación de los lineamientos 
que hacen referencia a la generación de soportes digi-
tales de documentos, entre los que se debiese consi-
derar la constitución y modificaciones de anteceden-
tes de las OSC.

Etapa 2: Ventanilla única electrónica para 
trámites de las OSC
La segunda etapa de esta propuesta se vincula con lo 
expuesto en la sección anterior respecto a la necesidad 
de contar con una plataforma donde realizar trámites 
electrónicos que permita a las OSC llenar formularios 
electrónicos para la constitución y modificación de 
estatutos y directorio mediante la firma electrónica 
avanzada o clave única del representante legal. 

Modernización del Sistema de Registro
Si bien el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin 
Fines de Lucro es un importante avance en cuanto a 
la centralización de la información de las OSC, este 
presenta varios aspectos que se pueden mejorar, los 
que hacen referencia, por un lado, a la insuficiencia 

de información respecto al funcionamiento de las 
OSC y, por otro, a la imposibilidad de intercambiar 
información entre servicios. 

• �Campos de datos insuficientes y dificultad para 
encontrar información.

Otro punto problemático en relación al registro, tiene 
que ver con los campos de información que contiene. 
A la fecha, en las planillas descargables del Registro 
Civil es posible encontrar la siguiente información: 

	n	N° de registro: número otorgado por el Registro 
Civil.

	n	Nombre de Personalidad Jurídica.

	n	Origen: para el caso de las OSC constituidas an-
tes de 2012, se identifica si la información provi-
no del municipio o del Ministerio de Justicia. 

	n	Dirección, comuna y región.

	n	 Tipo de organización: se define en base a si orga-
nizaciones fueron constituidas en el marco de la 
Ley 19.418 o el Título XXXIII del Código Civil. 

	n	 Fecha de concesión de la personalidad jurídica.

	n	 Fecha de inscripción en el Registro Civil.

	n	Clasificación: considera categorías específicas 
dentro de cada tipo de organización, por ejem-
plo, Juntas de Vecinos, centro de padres o agru-
pación social, entre otros.

	n	Vigencia de la Personalidad Jurídica: Considera 
las categorías vigente y disuelta.

Este listado deja fuera información relevante como el 
objeto y/o actividades de la organización, miembros y 
vigencia del directorio. Si bien se considera la vigencia 
de la personalidad jurídica, es importante recalcar que 
esta no tiene una fecha de vencimiento, sino que deja 
de existir por voluntad propia de la organización o por 
cancelación en casos de infracciones legales graves. 
Por el contrario, el directorio sí tiene una fecha de vi-
gencia acotada, la que no se incorpora en esta planilla. 

La Ley 20.500 establece que, con el fin de mantener 
el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin fines de 
Lucro actualizado, los municipios deberán enviar se-

13	 Los fondos de metas exploratorias corresponden a recursos que el Estado entrega a los servicios públicos para el desarrollo de pro-
yectos de innovación. 
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mestralmente información actualizada y con una co-
pia digital de las organizaciones que se han disuelto. 
Adicionalmente, el Registro Civil tiene la obligación 
de elaborar una nómina anual de personas jurídicas 
que se hayan disuelto o que no hayan renovado su 
directorio en los últimos cinco años. De esta forma, el 
Registro Civil cuenta con una nómina de organizacio-
nes que no han realizado modificaciones de directorio 
en los últimos cincos años y que se pueden presumir 
como inactivas, pero esta información no se encuen-
tra incorporada en el registro, por ende, no resulta de 
utilidad. Solo en el caso de las fundaciones y asocia-
ciones hay un poco más de claridad, ya que la ley es-
tablece que el Ministerio de Justicia debe recibir esa 
nómina y recopilar antecedentes respecto al estado de 
las organizaciones, procediendo a cancelar la persona-
lidad jurídica en los casos que lo estime conveniente. 

Un último punto en esta línea, hace referencia al for-
mato en el cual se presenta la información del regis-
tro, que es una planilla Excel con una hoja por región 
del país (Figura 7). Esto dificulta la visualización de 
la información de cada organización, la búsqueda de 
datos específicos y la posibilidad de generar datos 
agregados a nivel país. 

• �Información no es consistente entre servicios.
El tercer y último punto crítico en relación al registro 
tiene que ver con la falta de integración de la infor-
mación. Esta dificulta en gran medida el que los dis-
tintos servicios involucrados compartan datos consis-
tentes, generando una serie de problemáticas sobre la 
integridad de la información. 

En primer término, como ya se describió anterior-
mente, el Registro Civil y el Ministerio de Justicia no 
comparten información sobre la creación de nuevas 
organizaciones, por lo que el Ministerio no cuenta 
con datos del universo de asociaciones y fundaciones 
al que debe fiscalizar. 

Segundo, al no haber consistencia de datos entre 
municipios y el Registro Civil, se genera que todo el 
intercambio de información entre ambos organismos 
se lleve a cabo a través de oficios. Estos oficios con 
los documentos asociados deben hacerse llegar en 
papel al Registro Civil, destinando una gran cantidad 
de tiempo y recursos tanto para imprimir como para 
enviar la información, lo que resulta especialmente 
problemático en los municipios que tienen escasez 
de personal. 

Fuente: Registro Civil e Identificación, 2018.

Figura 7. Planilla Excel del Registro de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro
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Tampoco hay integración de información entre los 
TER con el Registro Civil ni con los municipios. En 
este caso, el intercambio de información también se 
lleva a cabo a través de oficios con los consecuentes 
problemas antes descritos. A esto se suma el hecho 
que, dado que el Registro Civil no tiene el rol de ve-
rificar que un directorio esté calificado al momento 
de la inscripción, los oficios de los TER respecto a las 
sentencias de calificación de elecciones de directorio, 
pueden llegar al Registro Civil cuando los directorios 
ya están inscritos. 

Por otra parte, la falta de integración con el Servicio 
de Impuesto Internos, organismo responsable de 
otorgar RUT a las organizaciones, implica que, al mo-
mento de solicitar el RUT, las organizaciones tienen 
que presentar al SII los documentos que acreditan la 
constitución de su organización. 

Por último, la falta de intercambio de información de 
este registro con el resto de los organismos del Es-
tado, limita que servicios y Ministerios a los que les 
puede resultar útil esta información, accedan a ella 
de manera fácil y rápida. Esto se traduce, por ejem-
plo, en que al momento de asignar fondos y/o benefi-
cios públicos a las organizaciones, se les solicita una 
y otra vez documentos para verificar la vigencia de la 
personalidad jurídica y su directorio, siendo que esta 
información ya se encuentra disponible en manos del 
Registro Civil. 

Propuesta 5: Contar con un registro único, 
universal, actualizado, electrónico e integrado 
con información de las OSC
Se propone la creación de un registro único, actua-
lizado, electrónico e integrado de organizaciones de 
la sociedad civil que permita el acceso simple y ex-
pedito a información actualizada y fidedigna de es-
tas organizaciones, contribuyendo a la confianza y 
fe pública en estas. A través de este mecanismo se 
busca también facilitar los procesos de constitución, 
funcionamiento y disolución de las organizaciones. 
También se busca promover el que los servicios pú-
blicos puedan acceder a esta información de manera 
electrónica y así tener que evitar tanto el envío de 
oficios a otros organismos como el tener que solicitar 
esta información a las mismas organizaciones, opti-
mizando el tiempo y los recursos destinados a estos 
procedimientos. Al igual que en el resto de las pro-
puestas antes presentadas, se propone una serie de 

acciones a implementar en dos etapas, según el nivel 
de complejidad esperado. 

Etapa 1:

• �Activación y difusión del portal existente en 
página web del Registro Civil.

Como un primer avance se propone institucionalizar 
y formalizar el uso del portal electrónico ubicado en la 
página del Registro Civil, asignando los recursos y rea-
lizando las modificaciones de reglamento necesarios 
para que esto se pueda llevar a cabo. El portal cuenta 
con campos y carpetas en los que se puede cargar in-
formación sobre el directorio y su vigencia, estatutos, 
memorias, balances e informes de actividades. 

La activación de este portal, cuya información debe 
ser provista por las mismas organizaciones, se consti-
tuye en un primer avance para contar con un instru-
mento con mayor información que la que se encuen-
tra actualmente disponible en el Registro Nacional de 
Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, incorporando 
las mejoras antes mencionadas. Para esto es clave la 
asignación de un presupuesto para su difusión entre 
las OSC, mantención y actualización. 

• �Incorporación de nuevos contenidos y campos en 
registro existente.

El art. 12 de la Ley 20.500 establece la obligación 
del Registro Civil de elaborar un informe anual de 
personas jurídicas no vigentes y aquellas que no han 
llevado a cabo modificaciones de directorio durante 
los últimos cinco años. Si bien el Registro Civil ha 
llevado a cabo esta labor, esta información no se en-
cuentra incorporada en el registro existente. En este 
contexto, se sugiere incorporar un nuevo campo en la 
planilla que permita identificar aquellas organizacio-
nes que no han realizado movimientos durante este 
periodo, asignándoles la categoría no vigente. Este no 
implica en ningún caso que la organización pierda 
su personalidad jurídica, dado que una vez que la 
organización actualice su directorio, recupera auto-
máticamente su vigencia. Esta categoría se encuentra 
presente en algunos de los registros internacionales 
revisados anteriormente (Tabla 12). 

De esta forma, dicho estatus permitirá a los distintos 
servicios del Estado y a la ciudadanía en general, cono-
cer si la organización con la cual se relacionan actual-
mente se encuentra vigente, contribuyendo así a mejo-
rar la fe pública y confianza hacia el sector de las OSC. 
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A este campo, se pueden sumar otros contenidos 
que den cuenta de los antecedentes del directorio y 
su vigencia, además del cumplimiento de la entrega 
anual de memorias y balances al Ministerio de Jus-
ticia para las fundaciones y asociaciones. Para esto, 
es necesario que el Director Nacional del Servicio, 
dadas las facultades que la ley le concede por medio 
del artículo 12 de la Ley 20.500, el art. 12 letra i) y 
el art. 15 del Reglamento del Registro Nacional de 
Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, sea quien dicte 
resolución complementando el contenido del regis-
tro y sus informes, incorporando estas informaciones 
que por obligación legal las OSC están mandatadas a 
entregar. Estas normas antes mencionadas entregan 
la facultad al Director Nacional del Registro Civil para 
establecer las menciones que deberán contener los 
certificados e informes que otorgará el Servicio. De 
esta manera, es el Director quien podría mediante re-
solución complementar la información ya entregada, 
incorporando nuevos campos. 

Etapa 2: 

• �Creación de un registro único, universal, 
actualizado, electrónico e integrado.

Esta segunda etapa apunta a la creación de un regis-
tro único, universal, actualizado, electrónico e inte-
grado, características que se definen en la Figura 8:

Este registro debiese considerar a todas las organi-
zaciones regidas por la Ley 19.418, el Título XXXIII 
del Código Civil y otras organizaciones que cum-
plan con los criterios de ser organizaciones de la 
sociedad civil y que hoy en día se registran en otros 
servicios públicos. Entre ellas se encuentran cen-
tros de padres y alumnos que actualmente se regis-
tran en el Ministerio de Educación, organizaciones 
de personas en situación de discapacidad que se 
registran en Senadis, comunidades indígenas regis-
tradas en Conadi, organizaciones de campesinos 
registradas en Indap y muchas más. De esta forma, 
este registro debiese ser no solo único, sino que 
también universal, abarcando la mayor cantidad de 
organizaciones posible. 

En base a la información recopilada en las distintas 
etapas de este estudio, se propone que el registro 
cuente al menos con la siguiente información: 

	n	Número único de identificación

	n	Nombre de la organización

	n	Domicilio

	n	Misión y objetivo

	n	Antecedentes del directorio

	n	Vigencia del directorio y de la representación legal

Fuente: elaboración propia. 

Figura 8. Características a considerar en un nuevo Registro de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro

ÚNICO

Centraliza toda 
la información 

existente 
sobre las OSC 
en distintos 
organismos 

públicos, 
reemplazando 
otros registros 

existentes.

UNIVERSAL

Incluye a todos 
los tipos de 

organizaciones 
existentes.

ACTUALIZADO

La información 
disponible 
muestra 

claramente 
cuál es la 

situación actual 
de las OSC. 

ELECTRÓNICO

Permite la 
realización de 

procedimientos 
y el intercambio 
de información 

en línea. 

INTEGRADO

Permite el 
libre flujo de 
información 

entre distintos 
servicios 

públicos y entre 
los servicios 

y las OSC bajo 
un estándar de 
intercambio.



Un nuevo trato para las organizaciones de la sociedad civil: desafíos y propuestas 

74

Adicionalmente, con el fin de promover la transpa-
rencia, se sugiere incorporar información respecto 
a fuentes y montos de financiamiento, tanto públi-
cas como privadas, y así facilitar el resguardo de los 
recursos públicos por parte del Estado. Por último, 
se considera clave que el registro permita distinguir 
entre aquellas organizaciones que a la fecha se en-
cuentran vigentes –es decir que han realizado modifi-
caciones de directorio en los últimos cinco años– de 
aquellas no vigentes, sin que esto implique la cance-
lación o disolución de la personalidad jurídica. 

Tomando como precedente el Registro Social de 
Hogares (RSH), que tiene como objetivo recopilar y 
centralizar información de las personas para la asig-
nación de beneficios, se propone la creación de un 
sistema de información que sea alimentado por los 
distintos órganos de la administración del Estado que 
se relacionen con las OSC. Estos son el Registro Civil, 
el Ministerio de Justicia, los municipios y los TER (Fi-
gura 9). En base a esta información, se puede gene-
rar una hoja de vida que presente información sobre 
la vigencia de la personalidad jurídica y directorio, 

modificaciones de estatutos y entrega de memorias y 
balances en los casos que corresponda, sintetizando 
el ciclo de vida de una organización. Esta informa-
ción debe ser complementada con la disponibilidad 
de documentos digitalizados como certificados, es-
tatutos y nómina de directores, entre otros, para lo 
cual es clave completar el proceso de digitalización 
de documentos que está llevando a cabo el Registro 
Civil actualmente. 

El establecimiento de un registro de este tipo repre-
sentaría una importante contribución a la confianza 
y fe pública de las OSC, poniendo a disposición de 
organismos públicos, privados y de la ciudadanía en 
general, información sobre las organizaciones de este 
sector, como el tipo de organización, sus estatutos, 
memorias, balances y directorio, así como saber si se 
encuentra o no vigente.

Este sistema de información también sería una con-
tribución para la relación del Estado con las OSC, 
permitiendo a los distintos órganos públicos conocer 
la información básica de una organización. Al contar 

Fuente: elaboración propia. 

Figura 9. Flujo de información hacia registro de OSC
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con una hoja de vida, se facilita el proceso de eva-
luación desde los servicios a las OSC al momento de 
otorgar fondos y otro tipo de beneficios, ya que no 
sería necesario solicitar certificados y documentos 
cada vez que se realice una evaluación. Esta informa-
ción ya se encontraría en línea, lo que aumentaría la 
eficiencia de este procedimiento, redundando en la 
disminución de trámites tanto por parte de las OSC 
como de los funcionarios públicos.

El paso siguiente, permitiría a los mismos miembros 
de las OSC subir la información directamente al por-
tal del Registro Civil y actualizarla, realizando este y 
otros trámites de funcionamiento de las OSC en línea. 
Así, la idea es que los formatos tipos de constitución, 
reforma de estatutos y modificación de directorio se 
encuentren disponibles en línea y puedan ser comple-
tados y firmados electrónicamente o con clave única 
del Registro Civil. Como se mencionó en la sección 
anterior, países como México e Inglaterra y Gales ya 
permiten la realización de estos trámites en línea14.

Por último, se propone también que este registro 
considere la posibilidad de búsqueda de información 
de las OSC, ya sea por nombre o por código de la 
organización, desplegando en cada búsqueda infor-
mación respecto al directorio de las organizaciones, 
datos de contacto, objeto social y actividades que rea-
liza. A esto se podría agregar la disponibilidad de in-
formación agregada de organizaciones por tipo, zona 
geográfica u otras variables relevantes. 

Este registro también responde a la propuesta de Ley 
de Transformación Digital al generar un soporte elec-
trónico para estos procesos y cumpliendo el mandato 
de la ley de no solicitar documentos con lo que el 
Estado ya cuenta a sus usuarios. Siguiendo lo pro-
puesto por la ley y la agenda digital del Plan de Mo-
dernización del Estado, un portal de este tipo podría 
centralizar el archivo de todos los documentos de las 
organizaciones, facilitando el acceso de otros organis-
mos públicos para su revisión y verificación, sin tener 
que solicitarlos cada vez que se realice un trámite. 

Ahora bien, para poder contar con un registro de este 
tipo, es necesario tener en cuenta una serie de consi-
deraciones. En primer término, resulta clave destinar 
recursos para el desarrollo y pilotaje de esta platafor-
ma. En este contexto, resulta importante mencionar 
una iniciativa que podría ser imitada por Chile y que 

posibilitaría la concreción de algunas de las propues-
tas mencionadas anteriormente. Uruguay cuenta con 
un “Mapeo de la Sociedad Civil” que consolida infor-
mación auto reportada por las OSC a través de un re-
gistro en línea (http://www.mapeosociedadcivil.uy/). 
Dicho proyecto fue financiado por el Banco Intera-
mericano de Desarrollo (BID), por lo que se podría 
estudiar la posibilidad de acceder a fondos de este 
organismo para financiar esta propuesta. 

En segundo lugar, y en línea con los aprendizajes 
identificados a lo largo de la implementación del 
RSH (Ministerio de Desarrollo Social, 2018), es fun-
damental que las organizaciones cuenten con un nú-
mero único que permita identificarlas. En el caso del 
RSH, el RUT de las personas es el identificador que 
permite consolidar toda la información disponible. 
En el caso de las OSC, estas pueden llegar a tener 
hasta cuatro números distintos, lo que atenta contra 
la consolidación e integridad de la información. 

Dado que el número de inscripción en el Registro Ci-
vil es un número que se le asigna a todas las organiza-
ciones con un correlativo a nivel nacional, se sugiere 
que este sea adoptado como identificador único. El 
número de personalidad jurídica municipal es corre-
lativo a nivel de comuna y solo aplica para las orga-
nizaciones regidas por la Ley 19.418. Por su parte, el 
RUT y el número de registro de receptores de fondos 
públicos no lo obtienen la totalidad de las organiza-
ciones, sino que principalmente aquellas que deseen 
recibir fondos, por lo que su cobertura es parcial. En 
consecuencia, ninguno de estos tres números cum-
pliría la función de identificador único. 

Una tercera lección de la implementación del RSH 
aplicable a un registro de OSC tiene que ver con la 
preponderancia del rol de los municipios. Como se 
describió anteriormente, la Ley 20.500 asignó a los 
municipios el rol de facilitar la constitución de or-
ganizaciones, por ende, estos se constituyen como 
el principal vínculo de las OSC con el Estado y fa-
cilitador de la realización de procedimientos para 
su funcionamiento. Por lo mismo, es clave que los 
funcionarios municipales estén lo suficientemente 
capacitados para acompañar estos procesos de ma-
nera adecuada y de recopilar información clara y de 
calidad para incorporar al registro, y que cuenten con 
los recursos suficientes para ello. 

14	 Ver Tabla 12 en página 65. 



Un nuevo trato para las organizaciones de la sociedad civil: desafíos y propuestas 

76

Como cuarto punto, también es clave el rol que pue-
den cumplir las Tecnologías de la Información (TICs) 
en facilitar el desarrollo de procesos y la interacción 
de los distintos tipos de usuarios con el sistema, en-
tre ellos representantes de organizaciones, funciona-
rios públicos y ciudadanía en general. Con esto se 
debe buscar garantizar el fácil acceso y uso de la in-
formación sobre las OSC. 

En quinto lugar, es relevante contar con un recono-
cimiento legal y administrativo de este sistema para 
su implementación y funcionamiento. Este recono-
cimiento se debe traducir, en primer término, en 
recursos, y, segundo, en reglamentos u otros meca-
nismos administrativos que garanticen que el registro 
opere adecuadamente. Por ejemplo, se debe al me-
nos establecer la obligación de los servicios (y una 
sanción asociada a su no cumplimiento) a entregar 
la información necesaria en un plazo determinado. 
Estos son documentos de las organizaciones, infor-
mación sobre nuevas constituciones, modificaciones 
o disoluciones, entre otros. Adicionalmente, según lo 
mandatado la Ley 19.628 sobre Protección de la Vida 
Privada, se requiere una autorización legal para el tra-
tamiento de estos datos. 

Por último, en el caso del RSH se menciona como fa-
cilitador el contar con un fuerte liderazgo institucio-
nal de MIDESO para coordinar a los diversos actores 
que entregan y utilizan la información del registro. Tal 
como se describió en secciones anteriores, una de las 
principales dificultades para la constitución, funcio-
namiento y registro de las OSC es la ausencia de un 
organismo responsable de fomentar el trabajo de las 
OSC. Para efectos de esta propuesta, se recomienda 
que este Registro se aloje en alguna división o departa-
mento del MIDESO, por ejemplo, la División de Coo-
peración Público-Privada, ya que este Ministerio tiene 
una fuerte interacción con las OSC. En caso de que se 
implemente, también podría alojarse en el futuro Ser-
vicio Nacional de la Sociedad Civil. En cualquier caso, 
el organismo en el que se aloje deberá cumplir el rol 
de liderar y asegurar la coordinación de los diversos 
organismos responsables de mantener la información 
del registro, acompañar a las futuras OSC y servicios 
usuarios de esta herramienta y a los municipios res-
ponsables de la interacción con las OSC a nivel local. 

En la siguiente tabla, se sintetizan los principales de-
safíos y propuestas sobre el sistema de registro de las 
organizaciones de la sociedad civil. 

Las propuestas recién presentadas, tienen como prin-
cipal objetivo el velar por la confianza y la fe pública 
de las organizaciones de la sociedad civil con el fin 
de resguardar la disposición a colaborar con el traba-
jo que estas realizan desde el Estado, el mundo pri-
vado y la ciudadanía en general. Para esto, es clave 
simplificar y generar criterios comunes respecto a los 
procedimientos que las OSC tienen que llevar a cabo 
durante su ciclo de vida, evitando la multiplicidad de 
interlocutores desde el sector público. Se promueve 
también la modernización de algunos de estos pro-
cedimientos con el fin de facilitar la relación de las 
OSC con el estado, disminuir el tiempo dedicado a la 
realización de trámites, digitalizar documentos y pro-
mover la integración de la información entre distintos 
servicios públicos. 

En relación a la disponibilidad de información de 
las OSC, es clave modernizar el sistema de registro 
actualmente existe, incentivando la creación de una 
plataforma electrónica que centralice información de 
estas entidades. De esta forma, se espera poder avan-
zar hacia un sistema de información de las OSC úni-
co, de fácil uso y acceso para el Estado, las mismas 
OSC y la ciudadanía en general. 
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Tabla 14. Síntesis de propuestas para un Registro único, universal, actualizado, electrónico e integrado de OSC

Calidad y confiabilidad de la información migrada desde los municipios y el Ministerio de Justicia.

Problemas identificados:
• �Duplicación e insuficiencia de 

información migrada. 
• �Existencia de más de 110.000 

organizaciones no vigentes.

Propuesta 3: Asignar recursos para la revisión y validación de datos migrados al 
Registro Civil.

Etapa 1
• �Validación de la información existente. 

Etapa 2
• �Incorporación de stock de información en 

nuevo registro único y electrónico.

Entrega y procesamiento de información de nuevas OSC

Problemas identificados:
• �Entrega de documentos de 

manera presencial y en papel a 
municipios y Registro Civil. 

• �Municipios han generado avances 
en digitalización de manera 
independiente, sin coordinarse 
entre ellos ni con Registro Civil. 

• �Espacio insuficiente para 
almacenar documentación  
en papel en municipios y  
Registro Civil. 

Propuesta 4: Asignar recursos para la digitalización y recepción de documentos a 
través de ventanilla única electrónica.

Etapa 1
Portal electrónico para intercambio de 
información entre municipios y Registro Civil. 
• �Digitalización en el Registro Civil de 

todos los documentos recibidos desde los 
Municipios. 

• �Desarrollo de portal electrónico para 
recibir documentos enviados desde los 
Municipios y envío de respuestas desde el 
Registro Civil. 

Etapa 2
Ventanilla única electrónica para trámites 
de las OSC.
• �Disponibilidad de formularios tipo 

electrónicos para la constitución y 
modificación de estatutos y directorio 
mediante la firma electrónica avanzada o 
clave única del representante legal. 

 

Modernización del Sistema de Registro

Problemas identificados: 
• �Campos de datos insuficientes 

y dificultad para encontrar 
información.

• �Información no es consistente 
entre servicios. 

Propuesta 5: Contar con un registro único, universal, actualizado, electrónico e 
integrado con información de las OSC.

Etapa 1
• �Activación y difusión del portal existente 

en página web del Registro Civil.
• �Incorporación de nuevos contenidos y 

campos en registro existente.

Etapa 2
Creación de un registro único, universal, 
actualizado, electrónico e integrado. Este 
registro debiese considerar a todas las orga-
nizaciones regidas por la Ley 19.418, el Título 
XXXIII del Código Civil y otras organizaciones 
que cumplan con los criterios de ser organi-
zaciones de la sociedad civil y que hoy en día 
se registran en otros servicios públicos.

Fuente: elaboración propia. 
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E
n el marco del creciente involucramiento de diversos 
actores en la resolución de problemáticas de interés 
público, el financiamiento de las organizaciones 
de la sociedad civil (OSC) por parte del Estado 

adquiere especial relevancia. Este financiamiento 
puede tener diversos fines, entre ellos, la ejecución 
de políticas y servicios públicos, especialmente en 
temáticas sociales como salud, educación, vivienda y 
trabajo, como también el fortalecimiento y desarrollo 
de las OSC (Viveros, 2014).

El primer objetivo ha adquirido especial relevancia, 
tanto a nivel nacional como internacional, en las úl-
timas décadas (Rathgeb Smith y Smyth, 2010; Pet-
tijohn, Boris, De Vita y Fyffe, 2013; Firmin, 2017). 
Esto ha implicado un cambio de rol del Estado desde 
ejecutor de servicios públicos a articulador de redes 
y de la colaboración entre organismos público-priva-
dos (Salamon, 2002), y administrador de contratos15 
con terceros que ejecutan servicios sociales (Kettl, 
2010; Rathgeb Smith y Smyth, 2010). Con esto se 
ha buscado, entre otras cosas, disminuir el tama-
ño del Estado y hacerlo más eficiente (Kettl, 2010), 
priorizando el financiamiento de las OSC a través de 
instrumentos más formales y competitivos que regu-
len su relación con los organismos públicos (Rathgeb 
Smith y Smyth, 2010). 

De esta forma, las OSC han tomado un rol cada día 
más preponderante en la provisión de servicios pú-
blicos, adquiriendo una ventaja comparativa frente 
al Estado y los demás privados, pues, entre otros, 
serían más eficientes y tendrían mayor capacidad 
de acceder a grupos específicos a los que el Estado 
no tendría la opción de llegar (Lister, 2003; Rathgeb 
Smith y Smyth, 2010). A esto se suma que las OSC 
ofrecen la posibilidad de innovar y de involucrar a 
la ciudadanía por medio del voluntariado en temas 
de interés público (Rathgeb Smith y Smyth, 2010) y, 
con esto, mejoran la capacidad del Estado de satisfa-
cer las necesidades de sus ciudadanos (Pettijohn et 
al., 2013). Además, en comparación con el resto del 
sector privado con fines de lucro, serían un prestador 
de servicios más confiable (Anheier, Lang y Toepler, 
2018). Las OSC además se anticipan a trabajar temá-
ticas que no están siendo abordadas por el Estado, 
enfocan su labor en los grupos más vulnerables y mo-
vilizan el interés entorno a diversas temáticas, promo-

viendo cambios en las políticas públicas (Irarrázaval 
et al., 2018). 

Si bien esta es una tendencia que se observa a nivel 
mundial, no ha estado exenta de problemáticas tanto 
para las OSC como para el mismo Estado. Un primer 
problema identificado a nivel internacional tiene que 
ver con la falta de representación de la sociedad civil 
en los procesos de toma de decisiones respecto de la 
asignación de los recursos públicos (Firmin, 2017). 
De esta forma, se deriva que es el Estado el que, en la 
mayoría de los casos, define los requisitos y términos 
de las transferencias, sin considerar la experiencia y 
experticia que las organizaciones tienen en la ejecu-
ción de proyectos. En el caso de las organizaciones en 
las que un porcentaje relevante de sus ingresos pro-
vienen de fondos públicos, esto limita su autonomía 
y puede incluso afectar el cumplimiento de su misión 
original (Firmin, 2017; Viveros, 2014). Esto, debido 
a que se adaptan a las exigencias del Estado, reali-
zando modificaciones en sus directorios, operación 
interna, motivaciones, programas ejecutados, carac-
terísticas de sus donantes y del personal, y sistemas 
de rendición de cuentas, entre otros (Rathgeb Smith 
y Smyth, 2010). En este contexto, surge el riesgo de 
que las organizaciones sean instrumentalizadas o que 
se transformen en meros subcontratistas o proveedo-
res de servicios para el Estado (Firmin, 2017). 

Otra problemática identificada tiene que ver con los 
procesos de postulación. En un estudio de casos 
realizado a organizaciones de la sociedad civil de 22 
países, se evidenció que, debido a la alta compleji-
dad de estos procesos, en general son sólo las OSC 
más grandes y con mayor trayectoria las que pueden 
acceder a los recursos públicos (Firmin, 2017). En 
esta misma línea, una encuesta sobre contratos y 
transferencia de recursos entre el Estado y las organi-
zaciones sin fines de lucro realizada en Estados Uni-
dos en 2010 y 2013, concluyó en ambos años que 
es un problema para las OSC la complejidad de los 
procesos de postulación a los recursos y la rendición 
de los mismos, los que exigen no sólo tiempo, sino 
que personal capacitado para entender los requisitos 
y formularios (Boris, Leon, Roeger y Nikolova, 2010; 
Pettijohn et al., 2013). A esto se suman atrasos en 
los pagos, modificaciones en las condiciones una vez 
que los contratos ya se están ejecutando y dificulta-

15	 En la presente sección se utilizará la palabra contratos en un sentido no jurídico, con el fin de referirse a instrumentos de colabora-
ción público-privada. 
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des de comunicación con las contrapartes públicas, 
problemáticas que se abordarán en más detalle en el 
análisis del caso chileno. 

Desde la perspectiva del Estado, también se eviden-
cian problemáticas relacionadas principalmente con 
la cantidad y las características de los funcionarios 
responsables de interactuar con las OSC en el mar-
co de los contratos de provisión de servicios (Fyffe, 
2015; Kettl, 2010). Específicamente, surgen proble-
mas tanto por la falta de personal como también por 
la experticia de los funcionarios públicos, quienes en 
general tienen un perfil técnico o de expertos en una 
temática, pero que en la práctica realizan una labor 
de administración y seguimiento de los instrumentos 
de colaboración para la que no están del todo capaci-
tados (Kettl, 2010). 

Un estudio realizado por Fyffe (2015) en base a en-
trevistas realizadas a funcionarios públicos estadou-
nidenses, identificó que para mejorar los procesos de 
transferencia de recursos entre el Estado y las organi-
zaciones sin fines de lucro es clave contar con más y 
mejor personal administrativo, que tenga la informa-
ción adecuada para llevar a cabo el seguimiento de 
estos procesos, sobre todo considerando la rigidez de 
las regulaciones y reglamentos que los rigen. Sin per-
juicio de lo anterior, esto no es considerado en la ma-
yoría de los casos en convenios del Estado con OSC. 

El presente capítulo se divide en dos secciones. La 
primera presenta los principales antecedentes con-
ceptuales y normativos del proceso de transferencia 
de recursos desde el Estado hacia las OSC. En la 
segunda, se describen en detalle las etapas de este 
proceso, junto con el diagnóstico y propuestas de 
mejora. 

Antecedentes del proceso de 
transferencia de recursos desde el 
Estado a las OSC
Tal como se ha evidenciado, el financiamiento de las 
OSC vía transferencias provenientes del Estado cons-
tituye, en el contexto actual, una fuente fundamen-
tal de recursos. Existen dos tipos de transferencias 
que se pueden analizar: aquellas que conllevan una 
contraprestación y aquellas que no. Una contrapres-
tación corresponde a un beneficio directo que recibe 

aquel que compra un bien o contrata un servicio. El 
que no haya una prestación implica que la ejecución 
del programa o plan para el cual el Estado contrata 
a la OSC no beneficia directamente al Estado, sino 
que a personas o grupos que son usuarios de los or-
ganismos públicos. Así, el Estado no recibe ninguna 
retribución directa luego de la transferencia, sino que 
sólo se remite a hacer cumplir las condiciones por las 
que fue contratada la OSC. 

A continuación, se analizan los antecedentes concep-
tuales de aquellas transferencias que no implican una 
contraprestación directa al Estado, a las que también 
se puede llamar subvenciones, dado que estas son las 
que más comúnmente se dan entre estos dos actores.

Antecedentes conceptuales
Desde el derecho administrativo, existen dos mane-
ras de entender lo que es una subvención: un con-
cepto amplio y uno más restringido. El amplio esta-
blece que “subvención es todo beneficio económico 
percibido de la Administración con objeto de fomen-
tar o impulsar determinadas actuaciones que pue-
den considerarse de interés general. Esta definición 
abarca prácticamente todas las medidas de fomento 
económico, incluso las concesiones”. Por su parte, el 
concepto restringido hace referencia a una “atribu-
ción patrimonial, principalmente entrega de dinero, 
que se recibe de la administración a fondo perdido 
y que moralmente debe ser aplicado a una determi-
nada finalidad” (García, 2012, p. 67). En otras pa-
labras, corresponde a una transferencia de recursos 
que no debe ser devuelta. 

La postura mayoritaria en Chile es la de utilizar el 
concepto restringido, pues se trata de una entrega 
en dinero que no debe ser retribuida o devuelta al 
otorgante. En este sentido, tal como se señaló ante-
riormente, no se exige contraprestación directa por 
parte del beneficiario hacia el Estado, sino que sólo 
cumplir con los requisitos de la subvención específi-
ca, los que deben quedar establecidos en un contrato 
o convenio. 

El otorgante siempre será un órgano de la adminis-
tración del Estado y la entrega puede hacerse a una 
persona natural o jurídica. Además, por el hecho de 
recibir la subvención, el beneficiario no altera su na-
turaleza jurídica privada; sin embargo, sí es sometido 
a las normas de probidad y transparencia administra-
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tiva de modo de resguardar el interés público por el 
cual fue otorgada la subvención (Contraloría General 
de la República, Dictamen N° 75.508 de 2010; Gar-
cía, 2012). 

Por otra parte, la subvención es siempre una trans-
ferencia que se orienta a cumplir con algún fin de 
interés público. En este punto se debe hacer la dis-
tinción entre subvención y subsidio, pues, si bien los 
dos pueden implicar una transferencia monetaria, no 
son iguales. El subsidio tiene un carácter asistencial; 
se entrega por el solo hecho de cumplir con determi-
nadas condiciones para recibirlo, por tanto, no está 
sujeto a cumplir con un fin determinado como sí lo 
están las subvenciones. Por esta razón, dado que las 
OSC cumplen con fines públicos al ejecutar un cierto 
programa del Estado, es que estas reciben subven-
ciones y no subsidios (García, 2012; Viveros, 2014). 

El otorgamiento de subvenciones en Chile se rige por 
tres principios constitucionales, legalidad, igualdad y 
transparencia (García, 2012):

	n	Principio de legalidad: las subvenciones tratan 
materias presupuestarias, por lo que siempre de-
biesen ser reguladas por ley. Sin embargo, dado 
que se hacen necesarias muchas veces para el 
ejercicio de derechos fundamentales, esto se ha 
flexibilizado, permitiendo la proliferación regla-
mentaria para su regulación. 

	n	Principio de igualdad: las subvenciones repre-
sentan una excepción al principio general de 
igualdad, porque benefician una actividad deter-
minada, dejando fuera a las demás; sin embargo, 
la Constitución permite esto siempre y cuando la 
selección no sea arbitraria.

	n	Principio de transparencia: se deben cumplir 
con dos leyes respecto de esta materia, la Ley 
19.862 que somete a las personas jurídicas bene-
ficiarias a un registro habilitante y la Ley 20.285 
sobre Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. 

Tal como se ha señalado, para obtener la subvención 
el beneficiario debe realizar la actividad subvenciona-
da, cumpliendo con el fin cometido. Si no lo hace, la 
subvención se debe devolver íntegramente. En cuan-
to a los deberes establecidos en el marco de la entrega 
de una subvención, la ley no es completamente libre 
de establecer los deberes a los que debe someterse 
el beneficiario, porque siempre debe respetar sus de-

rechos fundamentales y evitar establecer diferencias 
arbitrarias entre beneficiarios. 

Por su parte, la administración del Estado está fa-
cultada para inspeccionar, investigar o supervisar las 
conductas, estando obligado el receptor de la sub-
vención a colaborar mediante la entrega de la infor-
mación requerida. Además, ante incumplimientos 
graves, el otorgante puede poner fin a la relación, lo 
que solamente puede producir efectos hacia el futu-
ro, siendo necesario notificar formalmente al bene-
ficiario, señalándole un plazo para cumplir. Por úl-
timo, el incumplimiento que derive en el fin de la 
relación, debe ser de carácter grave, pues la adminis-
tración siempre debe contar con otros medios menos 
gravosos para controlar e incentivar el cumplimiento 
por parte del interesado (García, 2012). Estas con-
diciones en general quedan establecidas en la ley o 
reglamentos que regulen la subvención y en las bases 
o términos de referencia correspondientes. 

Respecto al procedimiento en el cual se otorgan, se 
pueden distinguir tres tipos de subvención (García, 
2012): 

	n	Transferencia reglada: “Es aquella que se otorga 
a todos los sujetos que cuenten con cierto título 
administrativo previo (concesión, autorización, 
registro u otro). La Administración no elige al 
destinatario, sino que comprobada la calidad es-
pecial que la ley exige, se otorga a todos. Ej. Las 
subvenciones otorgadas a los “sostenedores” de 
establecimientos educacionales” (García, 2012, 
p.61).

	n	Transferencia en base a un concurso público: 
generalmente se trata de Fondos Concursables, 
donde se suscriben convenios de ejecución entre 
el órgano administrativo y el beneficiario. Ejem-
plo de esto es el Fondo Chile de Todas y Todos 
del Ministerio de Desarrollo Social, orientado al 
financiamiento de proyectos ejecutados por or-
ganizaciones de la sociedad civil. 		
En estos casos se realiza un llamado público o 
cerrado, si se estima necesario, a interesados que 
deben presentar una propuesta de acuerdo a lo 
establecido en las bases de postulación. De las 
postulaciones recibidas, se selecciona y acepta la 
más conveniente (Rodríguez, 2015).

	n	Transferencia directa: no existe un procedimien-
to regulado, sino que la ley atribuye fondos para 
que sean empleados en algún fin. Sin perjuicio 
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de lo anterior, en este caso existe un exhaustivo 
control político por parte de las distintas autori-
dades que están atentas a su uso. En esta cate-
goría se encuentran, por ejemplo, los convenios 
directos que firma el Ministerio de Desarrollo 
Social con organizaciones de la sociedad civil de 
manera anual, cuya selección es atribución del 
ministro correspondiente, o la Subvención Presi-
dencial que es de exclusiva atribución del Presi-
dente de la República. 

En síntesis, la subvención es una herramienta con la 
que cuenta el Estado para el cumplimiento de fines 
de interés público, la que puede ser asignada de di-
versas formas dependiendo del objetivo que se busca 
lograr y de las condiciones establecidas por cada ser-
vicio. El Estado es el responsable tanto de transferir 
la subvención como de fiscalizar el buen uso de los 
recursos. Por su parte, los receptores de la subven-
ción deben realizar las acciones comprometidas para 
el cumplimiento del fin público establecido. 

Antecedentes normativos
En Chile no existe una ley general de transferencias, 
como existe en otros países como España. Sin embar-
go, el ordenamiento jurídico establece ciertas normas 
que rigen las relaciones entre el Estado y los privados 
en materia de contratos y transferencias. La primera 
es la Constitución Política de la República, en sus ar-
tículos 8, sobre probidad y publicidad de los actos, 
art. 19 número 2 y número 22 sobre igualdad ante la 
ley y la prohibición de establecer diferencias arbitra-
rias; y art. 19 número 21 sobre el derecho a desarro-
llar cualquier actividad económica. 

En segundo lugar, anualmente el Presidente de la Re-
pública envía el proyecto de Ley de Presupuestos al 
Congreso Nacional, que se refiere a la estimación de 
gastos que hace el sector público respecto del año 
que vendrá (art. 64 y siguientes, Constitución Polí-
tica de la República). La Ley de Presupuestos es la 
que establece el monto con que contará cada órgano 
del Estado para el desarrollo de sus proyectos anuales 
y podrá establecer en sus glosas presupuestarias las 
especificaciones o delimitaciones a un determinado 
gasto que deberá cumplir la repartición pública. Es 
aquí donde está la mayor cantidad de especificacio-
nes relevantes de considerar al momento de revisar un 
determinado gasto. El presupuesto nacional estable-
ce los montos que existen para hacer transferencias 

al sector privado sin fines de lucro y es ahí donde se 
pueden establecer reglas especiales. Es precisamente 
donde queda plasmada la discusión parlamentaria y 
los énfasis que se le quieren dar a la ley de un año a 
otro. Por esto, tanto la Constitución Política como 
la Ley de Presupuestos deben tenerse en cuenta al 
momento de analizar los distintos programas que im-
plican subvenciones y las diversas relaciones que se 
pueden dar entre las OSC y el Estado, ya que siempre 
las transferencias que se realicen deberán estar con-
forme a estas normas. 

En tercer lugar, cabe destacar que el año 2003 se dic-
tó la Ley 19.886 de bases de contratos administra-
tivos de suministros y prestación de servicios, más 
conocida como Ley de Compras Públicas. Dicha ley 
se aplica a todos los contratos a título oneroso que 
se realicen por parte de los servicios y órganos del 
Estado regidos por la Ley 18.575 de Bases Generales 
de la Administración del Estado con privados, para el 
suministro de bienes muebles y servicios que se ne-
cesiten para el desarrollo de las funciones propias de 
la administración, existiendo por tanto una contra-
prestación directa hacia ella. Los principios que ins-
piran la contratación pública son: libre concurrencia 
de los oferentes, el principio de estricta sujeción a las 
bases, la igualdad ante las bases de licitación, ido-
neidad del contratante, la mutabilidad del contrato, 
el principio del interés público y la preeminencia de 
la administración (Cordero, 2015). Esta ley, si bien 
fija orientaciones claras en la relación entre Estado y 
privados, sólo regula las relaciones que implican una 
contraprestación directa al Estado, que no es el caso 
de la mayor parte de las relaciones que entablan las 
OSC con los organismos públicos, las que se tratarían 
de subvenciones. 

De conformidad a la Ley de Compras Públicas, la en-
tidad de gobierno debe establecer en las bases admi-
nistrativas y técnicas de las compras y contrataciones, 
la garantía de seriedad de la oferta y la garantía de fiel 
y oportuno cumplimiento. Estas últimas deben esta-
blecer un monto que no desincentive la participación 
de oferentes a la licitación. Adicionalmente, el contra-
tante deberá inscribirse con posterioridad a realizar la 
oferta, en un registro oficial de contratistas del Esta-
do, que es de carácter público y está a cargo de la Di-
rección de Compras y Contratación Pública. Además, 
en caso de suscitarse algún problema, contarán con 
el Tribunal de contratación pública que también ha 
sido creado para el cumplimiento de la ley. El espíritu 
de la ley es asegurar que existan condiciones equita-
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tivas para todos los privados que quieran participar. 
Esto es, no establecer diferencias arbitrarias entre los 
proponentes, ni tampoco diferencias arbitrarias den-
tro de las reparticiones públicas en las contrataciones 
con privados. Es por esta razón, por ejemplo, que el 
reglamento de la Ley de Compras Públicas establece 
un máximo de 30% del monto a licitar en materia de 
garantías exigibles a los privados, de manera que no 
se produzcan estas diferencias. 

Lo antes mencionado es importante, pues las relacio-
nes entre el Estado y las OSC, al tratarse de labores 
que no significan una contraprestación directa hacia 
el Estado, no se rigen por la mencionada Ley 19.886 
y, por lo tanto, se trata de subvenciones que, hasta la 
fecha, no cuentan con una legislación especial que 
las regule. Solamente se rigen por las bases adminis-
trativas elaboradas por el organismo con el que se 
van a vincular, en caso que exista concurso públi-
co, y por las reglas propias que establezca el órgano 
correspondiente, en caso de contratos o convenios 
de carácter directo. Esto genera diferencias entre los 
privados que reciben recursos del Estado, porque en 
los procesos llevados a cabo por las distintas reparti-
ciones públicas, cuando no existe contraprestación 
directa hacia ellos, cada una elaborará sus bases ad-
ministrativas sin sujeción a ley alguna, sucediendo en 
algunos casos, por ejemplo, que las garantías de fiel 
y oportuno cumplimiento exigidas en un servicio u 
órgano de la administración sea el 10% del monto a 
transferir y en otras el 100% del monto a transferir. 
De esta forma, dado que no hay una norma general, 
existen condiciones diferentes entre las OSC a la hora 
de acceder a fondos. 

Por su parte, la Ley de Presupuestos anual estable-
ce los montos por repartición pública destinados a 
proyectos ejecutados por las OSC y son las glosas 
presupuestarias de cada Ministerio las que definen 
algunas reglas y criterios en relación a estas subven-
ciones, continuando así con las disparidades entre 
las reparticiones a la hora de transferir recursos a las 
OSC. La Ley de Presupuestos establece además el 
subtítulo presupuestario al que debe ser asignada la 
subvención. Así, la mayoría de los convenios con las 
OSC, aun cuando cumplen un fin público de interés 
para el Estado, dado que su servicio es en favor de 
terceros, quedan enmarcadas en el subtítulo Transfe-
rencias corrientes y no en Bienes y servicios de con-
sumo, como sucede con aquellas transferencias que 
se realizan cumpliendo con la Ley de Compras Públi-

cas. Este hecho es relevante, dado que se traduce en 
que no aplican las reglas correspondientes a la Ley 
de Compras, sino que sólo lo que se establezca en 
la Ley de Presupuestos y en cada base de licitación 
y convenio. 

En cuanto a los mecanismos de selección utilizados 
para asignar los recursos a transferir, estos son de-
terminados por las leyes o reglamentos que regulan 
cada una de las subvenciones, los que en general va-
rían entre procedimientos de carácter competitivo o 
concursal y procedimientos de asignación directa o 
discrecional. 

Un último antecedente normativo relevante para las 
transferencias de recursos es la Resolución N° 30 del 
año 2015 de la Contraloría General de la Repúbli-
ca. Dicha norma establece las formas de rendir los 
fondos públicos, la documentación considerada 
aceptable para tales efectos y las condiciones para la 
nueva entrega de fondos. Su publicación respondió 
principalmente a la necesidad de uniformar las reglas 
relativas a la rendición de cuentas y de acceder a do-
cumentación auténtica al momento de la rendición 
(Ormazábal, 2015). 

Específicamente, la resolución define: 

	n	Documentación requerida para la rendición de 
cuentas: i) informe de rendición de cuentas; ii) 
comprobantes de ingresos con documentación 
auténtica; iii) comprobantes de egresos con do-
cumentación auténtica y iv) comprobantes de 
transferencias con documentación auténtica. 

	n	Condiciones para aceptar documentación en pa-
pel y documentación electrónica. 

	n	 Procedimiento para la rendición de fondos entre-
gados a terceros, entre ellos, entidades del sector 
privado. 

	n	Define que los servicios otorgantes de los fondos 
son los responsables de exigir la rendición de 
cuentas a los organismos y revisarla. 

	n	Define que los plazos de rendición deben quedar 
establecidos en cada convenio, de lo contrario, 
deberá realizarse mensualmente dentro de los 
primeros 15 días hábiles.

	n	 Establece obligación de los servicios de mantener 
antecedentes de la rendición de transferencias. 
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	n	 Prohíbe la entrega de nuevos fondos si es que no 
se ha completado la rendición de manera adecua-
da, salvo en casos debidamente justificados. Esto 
aplica incluso en casos que la entrega de fondos 
se realiza en cuotas. 

Este proceso de rendición de cuentas tiene como ob-
jetivo supervisar el uso de los recursos públicos que 
hacen tanto los funcionarios públicos como los pri-
vados. De esta forma, se establecen tres roles clave 
pare el proceso. Por una parte, el organismo público 
otorgante debe transferir los recursos al ejecutor se-
gún lo previsto en los convenios, revisar y aprobar la 

rendición de cuentas del ejecutor y rendir cuentas a 
la Contraloría. El ejecutor por su parte, tiene la res-
ponsabilidad de realizar la rendición de cuentas. Por 
último, la Contraloría revisa algunas de las rendicio-
nes, las que se seleccionan en un muestreo basado 
en criterios de riesgo. Si existen observaciones en la 
rendición de cuentas, se deben iniciar acciones lega-
les (Jara, 2015). 

En la Tabla 15 se presenta una síntesis comparativa 
de las regulaciones que aplican tanto para la compra 
de bienes y servicios públicos desde el Estado como 
para la transferencia de subvenciones. 

Tabla 15. Comparación de normas que regulan compras públicas y transferencia de subvenciones

Compras de bienes y servicios Transferencia de subvenciones

Tipo de transferencia Con contraprestación directa al Estado Sin contraprestación directa al Estado

Cuerpo normativo que regula · �Ley 19.886 de Compras Públicas y su 
reglamento

· �Ley de Presupuestos asigna fondos

· �Bases administrativas y técnicas
· �Ley de Presupuestos asigna fondos
· �Resolución N° 30 de la Contraloría 

sobre rendiciones

Mecanismo de selección · �Convenio marco
· �Licitación pública
· �Licitación privada
· �Trato directo

* �Se siguen lineamientos de la Ley 19.886 y se 
utiliza la plataforma de Mercado Público

· �Procedimientos concursales
· �Asignaciones o tratos directos

* �Cada servicio define condiciones de selección 
y herramienta para entrega de documentación 
solicitada

Exigencias de garantía Entre el 5% y el 30% Sin límite

Seguimiento y resolución de 
conflictos

· �Dirección de Compras
· �Tribunal de Contratación Pública

No existe

Mecanismo de rendición de gastos Boleta o factura a suma alzada Boletas, facturas y otros comprobantes 
detallados de ingresos y egresos de 
gastos 

Fuente: elaboración propia. 
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En consecuencia, al no existir una ley que regule ni 
una racionalidad general detrás de los procedimien-
tos de transferencia de recursos a las OSC, se ob-
servan transferencias que se enmarcan en la Ley de 
Compras Públicas, por ejemplo, contrataciones de 
SENDA o de los Servicios de Salud, y otras que no 
responden a ninguna normativa específica. Los priva-
dos regidos por la Ley de Compras Públicas, al contar 
con reglas claras, se encuentran en una situación 
más favorable que las OSC que no participan de esta 
ley. En el caso de las segundas, al no existir criterios 
comunes para estos procedimientos, quedan 
sujetas a las particularidades de las reglas que fija 
cada repartición. Además, no cuentan con servicio 
alguno que pueda monitorear la contratación ni los 
problemas que se susciten en caso de haberlos, lo 
que sí se especifica en la Ley 19.886, que entrega 
esta facultad a la Dirección de Compras y al Tribunal 
de Contratación Pública. Así, surgen diferencias de 
trato y condiciones en la relación entre el Estado y los 
organismos privados que afectan tanto la eficiencia 
y eficacia en el uso de los recursos públicos, como 
la posibilidad de las OSC de desplegar su máximo 
potencial en la resolución de problemas públicos.

Etapas del proceso de transferencia de 
subvenciones
El proceso de transferencia de recursos desde el Esta-
do hacia organismos privados, entre ellos las OSC, en 
el marco de la provisión de servicios que no se regu-
lan por la Ley de Compras, se puede dividir en cinco 
etapas, las que se detallan a continuación.

1.		 Diseño técnico y elaboración de bases técnicas 
y administrativas: en esta etapa se definen los 
principales lineamientos técnicos de los progra-
mas a ejecutar, definiendo, entre otras cosas, el 
presupuesto disponible y los plazos de ejecución 
de los proyectos y programas. Esta labor en ge-
neral es llevada a cabo por los equipos técnicos 
responsables de cada programa. En el caso de 
los programas que se licitan para su ejecución, 
el diseño técnico se debe traducir en unas bases 
técnicas y administrativas en las que se incorpo-
ran –además de los lineamientos técnicos– las 
exigencias administrativas de cada servicio para 
poder llevar a cabo la transferencia de recursos. 

		  En los casos en que el presupuesto de los proyec-
tos a ejecutar supere las 5.000 UTM, Contraloría 

debe hacer toma de razón, revisando la legalidad 
de los convenios a concursar.

2.		 Postulación y evaluación: en el caso de los servi-
cios adjudicados por concurso, existe una etapa 
de postulación. Esta se inicia con la publicación 
de las bases técnicas y administrativas a través de 
las plataformas en línea de cada servicio u otros 
medios que se estimen convenientes.

		 En general, en las bases se establece un período 
de consultas para los organismos o personas in-
teresados en postular, el que dura alrededor de 
15 días hábiles. Las consultas se pueden reali-
zar a través del mecanismo establecido por cada 
servicio (plataformas en línea, correo electrónico, 
entre otros). En las mismas bases se establece 
también el plazo y el mecanismo a través del cual 
los servicios deben dar respuesta a las consultas 
recibidas.

		 Una vez finalizado el período de recepción de 
postulaciones, desde los servicios se procede a 
evaluar las propuestas recibidas, proceso que se 
divide en dos etapas. La primera corresponde a 
evaluar la admisibilidad de la postulación, en la 
que principalmente se revisa el cumplimiento de 
los requisitos administrativos. Luego se lleva a 
cabo la evaluación técnica de los proyectos ad-
misibles. Para ambas evaluaciones se conforman 
comisiones o comités de evaluación, los que pue-
den estar compuestos por evaluadores internos o 
externos al departamento responsable de la eje-
cución del programa.

3.		 Adjudicación: luego de finalizar el período de 
evaluación tanto de admisibilidad como técnica, 
se procede a seleccionar a los adjudicatarios fina-
les de los fondos. Una vez seleccionados, estos 
no pueden ser desconocidos en etapas posterio-
res del proceso de transferencia. 

		  En cuanto a la publicación de los resultados de 
los concursos, en algunos casos, se observa que 
los servicios publican los resultados de la evalua-
ción de admisibilidad y posteriormente los de la 
evaluación técnica, mientras que en otros se pu-
blican ambas evaluaciones en un solo documen-
to, una vez finalizadas las dos etapas del proceso 
de evaluación y la adjudicación. Esto se define en 
la ley o reglamento que regula cada proceso.

4.		 Ejecución y seguimiento: la etapa de ejecución 
se inicia con la firma de los convenios entre los 
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organismos públicos y las organizaciones gana-
doras de los concursos y licitaciones u organis-
mos receptores de transferencias directas que se 
harán cargo de los recursos asignados. Para la 
firma de este convenio, se exige a las organiza-
ciones la entrega de la garantía de fiel cumpli-
miento de contrato. 

		 En esta etapa se lleva a cabo la transferencia de 
los recursos comprometidos, la que puede ser 
mensual o en la cantidad de cuotas definidas 
en las bases administrativas y en los convenios 
firmados.

		 En general, cada transferencia tiene asociado 
un seguimiento técnico y financiero de los pro-
gramas y proyectos ejecutados por las OSC. La 
fiscalización técnica se lleva a cabo mediante la 
entrega de informes técnicos, visitas a terreno u 
otros mecanismos definidos por cada organismo 
público. Adicionalmente se lleva a cabo la fisca-
lización financiera mediante la entrega de los do-
cumentos necesarios para la rendición de gastos, 
cumpliendo con los requisitos definidos por la 
Contraloría en la Resolución N° 30. 

5.		 Cierre: en esta etapa se lleva a cabo el cierre téc-
nico, administrativo y jurídico de los convenios. 
Esto implica la entrega de informes finales que 
describan en detalle todas las actividades realiza-
das, el cumplimiento de los objetivos propuestos 
y la rendición de los gastos realizados, los que 
deben ser revisados y aprobados por los respon-
sables de cada servicio. Una vez aprobados los in-
formes técnicos y financieros, se puede proceder 
a dar término al convenio y restituir los fondos 
de garantía. En caso contrario, en que no se haya 
cumplido con los objetivos técnicos del proyecto 
o existan gastos rechazados en las rendiciones, 
las organizaciones deben proceder a restituir los 
fondos recibidos.

		  Posteriormente, la Contraloría, en caso de esti-
marlo necesario, debido a la selección aleatoria 
o a la presencia de denuncias, puede hacer una 
nueva revisión de las rendiciones financieras en-
tregadas, exigiendo documentos que justifiquen 
de mejor manera los gastos realizados o la resti-
tución de fondos.

 

Desafíos y propuestas para mejorar el 
proceso de transferencia de recursos 
desde el Estado a las OSC
En cada una de las etapas del proceso de transferen-
cias se identificaron una serie de problemáticas que 
dificultan el trabajo conjunto entre organismos del 
Estado y organizaciones de la sociedad civil. Estas 
problemáticas están relacionadas principalmente con 
características de cada uno de los procedimientos y 
con los requisitos exigidos a las organizaciones.

Las propuestas que se presentan a continuación bus-
can promover una relación más fluida y eficiente en-
tre el Estado y las OSC en la transferencia de recursos 
para el desarrollo de proyectos de interés público, 
fomentando una relación de socios que cooperan 
en pos de un objetivo común. Hoy en día, desde las 
OSC existe una percepción de que en esta relación 
predomina la desconfianza y la lógica comprador / 
prestador. 

De esta forma, el principal objetivo de estas propues-
tas es fomentar el reconocimiento de las OSC como 
un colaborador del Estado, cuyo fin se relaciona con 
la promoción del bien común y el desarrollo del país 
y no con una retribución económica. En este con-
texto, se definieron cinco principios que debiesen 
orientar y enmarcar el proceso de transferencia de 
subvenciones16. Estos son:

	n	Colaboración: reconocer y potenciar la experti-
cia de las OSC, incorporándola como una contri-
bución a la gestión del Estado. 

	n	Confianza: desde el Estado se opta por cooperar 
con las OSC con la expectativa de que las com-
petencias técnicas y los valores de estas garanti-
zarán el resguardo de los intereses públicos.

	n	Adaptación a la diversidad: actualmente en Chi-
le existen más de 280.000 OSC con distintos ta-
maños, objetivos y orgánicas, los mecanismos de 
transferencia de recursos desde el Estado deben 
ser lo suficientemente flexibles para adaptarse a 
esta diversidad. 

	n	Foco en los resultados y fin social: la relación 
entre el Estado y las OSC en el marco de las trans-

16	 Estos principios fueron levantados y validados en los talleres realizados con las OSC de las regiones de Valparaíso, Bío Bío y Metro-
politana. 
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ferencias debe tener un foco primordialmente en 
los resultados obtenidos y en el fin social que se 
espera alcanzar, por sobre aspectos administrati-
vos de las acciones realizadas. 

	n	Eficiencia global: el fomento del desarrollo de 
actividades de interés público mediante la en-
trega de recursos a OSC debe ser una forma de 
fomentar la eficiencia en el cumplimiento de los 
objetivos y el uso de los recursos de los organis-
mos públicos, además de contribuir al cumpli-
miento de la misión social de las organizaciones. 

Para efecto de estas propuestas, también es relevante 
distinguir entre distintos tipos de servicios y proyec-
tos que ejecutan las OSC en relación con el alcance y 
temporalidad de estos. 

	n	Programas no permanentes: se refiere a proyec-
tos o programas que se ejecutan una sola vez por 
un período de tiempo determinado. En esta ca-
tegoría caben proyectos diseñados y financiados 
por el Estado y ejecutados por las OSC, por ejem-
plo, planes preventivos y talleres de capacitación 
y formación, entre otros. También se consideran 
aquellos proyectos diseñados y ejecutados por 
las OSC, pero financiados con fondos públicos. 

	n	Programas permanentes: en esta categoría se 
consideran aquellos servicios y programas per-
manentes que buscan entregar una prestación 
en el ámbito social. En general, estos son finan-
ciados parcialmente por el Estado y ejecutados 
y cofinanciados por las OSC. Ejemplo de estos 
son las residencias para menores, residencias y 
cuidados para personas mayores y programas 
educacionales. 

A continuación, se describen las principales pro-
blemáticas identificadas en las distintas etapas del 
proceso de transferencia de recursos desde el Es-
tado a las OSC y propuestas para su mejora. Las 
problemáticas fueron levantadas principalmente en 
talleres y entrevistas con OSC, y luego complemen-
tadas con un análisis de tres casos de programas 
del Ministerio de Desarrollo Social (Mideso) que 
cuentan con ejecutores de la sociedad civil. Estos 
fueron el Fondo Chile de Todas y Todos, depen-
diente de la Subsecretaría de Evaluación Social; el 
Fondo Nacional de Proyectos Inclusivos (Fonapi), 
ejecutado por el Servicio Nacional de la Discapaci-
dad (Senadis); y el Fondo Subsidio Establecimien-
tos de Larga Estadía para Adultos Mayores (Fondo 

Subsidio ELEAM) del Servicio Nacional del Adulto 
Mayor (Senama). La información de estos casos fue 
levantada por medio de la realización de entrevistas 
con funcionarios públicos y la solicitud de docu-
mentos relacionados vía portal de Transparencia. 
Se eligieron tres programas del Mideso debido a 
que las características y requisitos de los programas 
públicos son muy heterogéneas, haciendo imposi-
ble abordarlos todos en esta investigación. Además, 
como se mencionó en la sección de antecedentes, 
más del 30% de los programas ejecutados por las 
OSC pertenecen a esta cartera. 

Al igual que en el capítulo anterior, se propone una 
implementación gradual de estas propuestas, por lo 
que se consideran dos etapas para cada una de ellas. 
Para una primera etapa se contemplaron herramien-
tas como oficios circulares, instructivos presidencia-
les y modificaciones a la Ley de Presupuestos, las que 
tienen como objetivo promover mejoras en el corto 
plazo, generar orientaciones comunes y pilotear la 
implementación de las propuestas sugeridas. En 
base a los resultados de este pilotaje, se plantea que 
en una segunda etapa se puede evaluar la creación 
de una Ley de Transferencias que incorpore la gran 
mayoría de las propuestas presentadas, además de la 
implementación de mecanismos electrónicos, impul-
sados en el marco de la nueva Ley de Transformación 
Digital del Estado. Con esta ley se busca unificar y 
simplificar los criterios en relación a las transferen-
cias de los diversos servicios públicos a las OSC, ade-
más de promover su modernización. 

De esta forma, las propuestas correspondientes a la pri-
mera etapa se constituyen en medidas que se pueden 
aplicar de manera inmediata, que, si bien no necesaria-
mente resuelven de fondo las principales problemáti-
cas –como la falta de confianza y de modernización en 
el traspaso de recursos entre el Estado y las OSC–, sí 
se constituyen en mejoras específicas y de corto plazo 
que facilitarían el trabajo de las OSC y los organismos 
públicos. Por su parte, las propuestas correspondien-
tes a la segunda etapa son las que buscan promover 
cambios más permanentes que permitan potenciar al 
máximo el trabajo de los OSC y la colaboración de es-
tas con el Estado. Estas requieren una mayor inversión 
de recursos o modificaciones legales que requieren au-
nar voluntades políticas, por ende, se estima que se 
pueden abordar en el mediano o largo plazo. 

En la Tabla 16 se detallan y describen cada uno de 
estos mecanismos y su etapa de implementación.
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Participación e incidencia en el diseño  
técnico y retroalimentación de programas  
y proyectos 
El principal problema identificado en la etapa de ela-
boración de bases y diseño técnico dice relación con 
la escasa participación de los organismos ejecutores 
en el diseño de los programas. De acuerdo a datos 
de Andrade y Arancibia (2010), sobre organizaciones 
que ejecutan programas de infancia, en el 90% de los 
casos la participación se da exclusivamente en la etapa 
de ejecución. Esto es congruente con la información 
levantada en talleres y entrevistas con organizaciones, 
en las que se manifestó que, si bien algunos servicios 
como el Sename han generado instancias de mesas 
técnicas para el diseño de programas, estas no son 
permanentes y dependen enteramente de la voluntad 
de las autoridades de turno. Esto implica que toda la 
experiencia y aprendizajes adquiridos por las organi-
zaciones no se incorporan en los futuros proyectos, lo 
que afecta la eficiencia y eficacia de los mismos.

En los programas analizados, se evidencian sólo algu-
nos avances y casos puntuales en esta materia. En el 
caso del Fondo Subsidio ELEAM, previo a la modifi-
cación de las bases en 2018, se llevaron a cabo dos 

talleres en los que participaron 24 organizaciones de 
las regiones de Valparaíso y O´Higgins, los que tu-
vieron como objetivo levantar propuestas de mejoras 
para las bases técnicas.

Por su parte, en el caso de SENADIS, previo a la 
publicación de las bases de FONAPI, se realiza una 
encuesta abierta a todas las organizaciones que han 
postulado en años anteriores para definir las líneas 
temáticas prioritarias del fondo. Además, se realizan 
encuestas de satisfacción sobre el proceso de postu-
lación a todos quienes postularon y a los ejecutores, 
sobre el proceso de ejecución.

En general, tampoco se cuenta con instancias de eva-
luación o retroalimentación de la ejecución y resulta-
dos de los programas. El no contar con espacios de 
este tipo dificulta que las OSC puedan dar a conocer 
de manera formal los obstaculizadores para su tra-
bajo, entre los que se encuentra la insuficiencia de 
recursos. Tanto en la bibliografía revisada como en 
las entrevistas y talleres realizados con las organiza-
ciones, se evidencia como problemática común que 
el monto de los recursos transferidos desde el Estado 
no es suficiente para cubrir el gasto total de los están-
dares exigidos en los convenios (Boris et al., 2010; 
Pettijohn et al., 2013).

Tabla 16. Mecanismos para la implementación de propuestas según etapas

Tipo de mecanismo Descripción Etapa

Oficio circular del Ministerio 
de Hacienda

Oficio con instrucciones respecto a una temática que se hace llegar a todos los 
servicios del Estado. 

1

Instructivo presidencial Documentos emitidos por el Presidente de la República que buscan orientar y fijar 
una posición sobre un tema específico, independiente de las normas que existan 
relativas a la misma materia.

1

Modificaciones a la Ley de 
Presupuestos

Modificaciones específicas a programas incluidas en las glosas de la Ley de Presu-
puestos anuales. 

1

Ley de Transferencias a OSC Ley que en sus artículos y reglamento considere todas las propuestas relacionadas 
a la transferencia de recursos desde el Estado a las OSC y que rija para todos los 
servicios públicos que realicen este tipo de transferencias.

2

Plataformas electrónicas Implementación de mecanismos electrónicos para llevar a cabo intercambio de 
información entre Estado y OSC. 

2

Otros - Manuales y orientaciones técnicas.
- Formatos tipos.

1 y 2

Fuente: elaboración propia. 
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El caso más emblemático de esta situación es la sub-
vención entregada por SENAME a sus colaborado-
res. De acuerdo a datos levantados por el proyecto 
Sociedad en Acción durante 201817 y por organis-
mos colaboradores durante 201618, los recursos reci-
bidos desde SENAME alcanzan para financiar cerca 
del 45% del total del costo de las residencias para 
niños, niñas y adolescentes, mientras el costo total 
restante es financiado por las organizaciones ejecu-
toras. A este caso se suman otros programas en los 
que desde las OSC se manifiesta que los recursos 
transferidos no son suficientes para llevar a cabo los 
programas de manera adecuada y cumplir con los 
estándares exigidos19. 

En los programas de Mideso analizados no se ob-
serva esta situación, ya que todos los casos corres-
ponden a fondos concursables en que las mismas 
organizaciones diseñan sus proyectos y, por ende, 
son quienes definen los objetivos y estándares de los 
mismos. Aun así, en el caso de las organizaciones 
financiadas por el subsidio ELEAM se plantea la in-
quietud respecto a que los recursos disponibles no 
serían suficientes para la contratación de profesiona-
les especializados.

En consecuencia, si bien existen algunas instancias 
de participación de las OSC en el diseño técnico de 
los programas, estas no están formalmente estable-
cidas, ni son estables, limitando la capacidad de las 
organizaciones de contribuir con la experticia adqui-
rida en la ejecución de los proyectos y programas y, 
a su vez, limitando la posibilidad que tiene el Esta-
do de optimizar y mejorar continuamente sus pro-
cesos. Por su parte, el no contar con instancias de 
evaluación y retroalimentación del proceso formal, 
restringe las posibilidades del Estado y de las OSC 
de proponer mejoras basadas en evidencia concreta 
y de identificar la insuficiencia de recursos con la 
que operan, lo que afecta directamente la calidad de 
los proyectos y servicios entregados. 

Propuesta 1: Institucionalizar mecanismos 
de participación de las OSC en el diseño y 
retroalimentación de programas y  
proyectos a ejecutar 

Etapa 1: Instructivo presidencial
Para lograr una mayor eficacia y eficiencia en la rela-
ción entre Estado y OSC se propone institucionalizar 
de manera formal los procesos de participación de 
las OSC tanto en la etapa de diseño técnico como en 
las evaluaciones de procesos, al finalizar la ejecución 
de los programas y proyectos. Esta participación y re-
troalimentación se debiese llevar a cabo al menos de 
forma previa a la elaboración de nuevas bases y una 
vez finalizada la ejecución de los proyectos. Lo ante-
rior debiese estar contenido en un instructivo presi-
dencial que dé cuenta de la relevancia y promueva la 
participación de las OSC más allá de la ejecución de 
los programas y que exija la realización de una con-
sulta previa sobre las bases técnicas y una instancia 
de evaluación y retroalimentación formal al finalizar 
la ejecución de cada proyecto. 

En la etapa de diseño de bases, algunas herramien-
tas de consulta que se pueden utilizar son las mesas 
de trabajo con organizaciones ejecutoras con el fin 
de definir aspectos técnicos y administrativos espe-
cíficos a considerar. También se sugiere incorporar 
encuestas en línea abiertas al público general y a los 
organismos ejecutores, para priorizar las temáticas 
y líneas de trabajo a implementar con los recursos 
transferidos. Adicionalmente, se debe facilitar la re-
troalimentación de las OSC en la etapa de postula-
ción, ya sea a través de una encuesta en línea, te-
lefónica o por otro medio, que permita conocer la 
experiencia y las dificultades que se presentaron en 
esta etapa. También es importante incorporar meca-
nismos que eviten el conflicto de intereses y los ries-
gos de captura por parte de las OSC que recibirán 
estos fondos. 

17	 Irarrázaval, Streeter y Salas, 2018. 
18	 Focus, Estudios y Consultorías, 2017. 
19	 De acuerdo a lo manifestado por el Hogar de Cristo en una minuta entregada a las autoridades durante el año 2018, esta situación se 

experimenta en los programas de residencias de adulto mayor de Senama y Fonasa, Programa de Atención Domiciliaria del Adulto 
Mayor ejecutado en conjunto con Senama, Programas de Hospederías para personas en situación de calle que cuentan con apoyo 
financiero de Mideso y el convenio de reinserción educativa con Mineduc. En todos estos casos, el financiamiento estatal cubre 
menos del 50% total del costo del programa.
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Además de los informes y visitas de seguimiento, se 
sugiere la realización de mesas de evaluación con 
los ejecutores una vez finalizada la realización de los 
proyectos. En estas instancias se debiese abordar el 
cumplimiento de los objetivos y resultados espera-
dos de los proyectos, aspectos de la ejecución y vin-
culación con el servicio responsable, los requisitos 
administrativos, la transferencia de los fondos, en-
trega de informes y visitas de fiscalización. También 
es clave analizar si es que los recursos transferidos 
fueron suficientes y utilizados de manera adecuada. 
Al contar con esta información, se espera que tanto 
desde el Estado como desde las OSC se puedan pro-
mover de mejor manera los principios de eficiencia y 
eficacia del sector público y así mejorar la calidad de 
las políticas y programas públicos. 

En este contexto, se sugiere la elaboración de linea-
mientos o buenas prácticas que orienten a los ser-
vicios para la implementación de estas instancias. 
En estos, se debiese privilegiar el uso de tecnologías 
para la realización de encuestas, foros, consultas y 
otros, permitiendo alcanzar una mayor cobertura. 
Esto también requiere que desde los servicios se 
asigne explícitamente presupuesto para la ejecución 
de estas actividades, evitando que la participación se 
concentre en la Región Metropolitana y en las capi-
tales regionales.

Etapa 2: Ley de Transferencias 
En una segunda etapa, se sugiere que, en caso de 
promulgarse una Ley de Transferencias, esta especi-
fique la necesidad de considerar la participación de 
las organizaciones ejecutoras y de otros actores inte-
resados en la temática en la etapa de diseño técnico y 
en la evaluación y retroalimentación de la ejecución 
durante y al finalizar los proyectos. Específicamente, 
se debe resguardar la realización de las consultas y 
su sistematización, garantizando un monto del pre-
supuesto de cada programa para esto y establecien-
do una sanción en caso de que no se cumpla. 

Proceso de postulación a fondos
La complejidad del proceso de postulación a fondos 
públicos es una problemática común para las OSC 
tanto en Chile como en otros países del mundo (Bo-
ris et al., 2010; Pettijohn et al., 2013). En general, 
se requiere destinar una gran cantidad de recursos y 
tiempo para llevarlas a cabo de manera adecuada. En 

primer término, se destaca la gran cantidad de docu-
mentos que se deben presentar, entre ellos, certifica-
dos de vigencia de las organizaciones y su directorio, 
información sobre el representante legal y cuentas 
bancarias, muchos de los cuales ya se encuentran en 
poder del mismo Estado. A esto se suma que, tanto en 
Chile como en otros países, existe una gran variedad 
de formatos y requisitos de postulación, dependiendo 
del servicio que transfiera los fondos, lo que impli-
ca tener que capacitarse cada vez para poder cumplir 
con lo solicitado. Y dado que, en general, los conve-
nios tienen una duración aproximada de 12 meses, 
las OSC deben estar permanentemente preparando 
postulaciones para darle continuidad a los proyectos.

Todos los funcionarios públicos entrevistados reco-
nocen la complejidad de la postulación, lo que inclu-
so conlleva el riesgo de que muy pocas organizacio-
nes puedan efectivamente cumplir con los requisitos 
solicitados. Por otra parte, dado que el procedimien-
to de transferencia no se encuentra centralizado, para 
cada fondo transferido se debe fiscalizar que cada 
OSC cumpla con los requisitos exigidos, realizando 
esta misma labor para cada postulación.

En este contexto, en los últimos años, desde los 
servicios analizados se ha llevado a cabo un esfuer-
zo especial por simplificar y apoyar a las organiza-
ciones en este proceso. De esta forma, se destacan 
iniciativas como simplificar el lenguaje de las bases 
para que este sea accesible al público general, elimi-
nar requisitos de documentos que no se consideran 
indispensables para la postulación y eliminar el re-
quisito de documentos notariales. En esta misma lí-
nea, en algunos casos se ha optado por diferir la en-
trega de documentos originales de la organización 
en papel, por ejemplo, certificados de personalidad 
jurídica y directorio vigente, para el momento de la 
firma de los convenios, una vez que los fondos ya 
han sido adjudicados. 

También se menciona la realización de capacita-
ciones tanto a organizaciones como a funcionarios 
municipales a lo largo de todo el país con el fin de 
orientar y resolver dudas respecto a la postulación. 
En todos los casos, se reconoce que el apoyo a la 
postulación tanto a las organizaciones como a los 
funcionarios municipales o regionales que están en 
contacto directo con estas, es clave para recibir más 
y mejores postulaciones. 
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Un último problema que no se relaciona directa-
mente con el proceso de transferencia, pero que sí se 
deriva de los requisitos del proceso de postulación, 
tiene que ver con el hecho de que, en general, cada 
servicio o Ministerio promueve la postulación de un 
tipo específico de organizaciones que se vinculan a la 
labor del organismo en cuestión. Por ejemplo, para 
los fondos de deporte se promueve la postulación 
de clubes deportivos; para los fondos medioambien-
tales y así con varios otros. Algo similar sucede con 
organizaciones con presencia regional, que cuentan 
con sedes en más de una región o comuna, que en 
algunos casos se ven limitadas a postular a un solo 
proyecto por fondo, generando conflictos internos 
dentro de las organizaciones. 

Esto se constituye en un incentivo para la creación de 
nuevas organizaciones que, en muchos casos, puede 
que solo ejecuten el proyecto por el que obtuvieron 
los fondos y luego dejen de funcionar o que sus mis-
mos miembros constituyan una nueva organización 
para postular a un nuevo fondo. Tal como se mencio-
nó en el capítulo anterior, esto genera cuestionamien-
tos respecto de los beneficios de fomentar la creación 
de nuevas organizaciones en vez de fortalecer a las 
organizaciones ya existentes. Una mayor cantidad de 
organizaciones, muchas veces compuestas por los 
mismos integrantes, desincentiva la articulación y co-
laboración entre ellas y obliga al Estado a vincularse 
con una mayor cantidad de interlocutores con fines e 
intereses similares. 

Propuesta 2: Simplificar el proceso de 
postulación y promover la postulación a través 
de plataformas electrónicas

Etapa 1: Instructivo PRESIDENCIAL Y DEL  
MINISTERIO DE HACIENDA con mejoras al proceso  
de postulación
En una primera etapa, se sugiere evaluar el proceso 
de postulación para cada fondo. En primer térmi-
no, siguiendo la línea de lo realizado por SENADIS, 
se plantea la necesidad de verificar que el lenguaje 
utilizado sea comprensible para el público general. 
También se considera relevante mantener y generar 
instancias de difusión de la información de manera 
simple y clara, además de instancias de capacitación, 
en los casos en que estas aún no existan.

En segundo lugar, se considera relevante prohibir la 
solicitud de documentos como el certificado de vi-
gencia de la personalidad jurídica de las organizacio-
nes y de sus directorios, información que se encuen-
tra disponible tanto en el Registro Civil como en los 
municipios en los que se constituyeron las organiza-
ciones postulantes. Esto va en la misma línea de lo 
propuesto por la Ley de Transformación Digital que 
busca facilitar la interacción de los usuarios con el 
Estado, evitando que estos tengan que presentar a los 
organismos públicos, documentos que ya se encuen-
tran disponibles en el mismo Estado. 

Por último, se sugiere incentivar la postulación a 
fondos de todo tipo de organizaciones y no sólo de 
organizaciones temáticas vinculadas a la labor especí-
fica de un Ministerio o servicio sectorial. Esto, con el 
fin de evitar la constitución de nuevas organizaciones 
cuyo principal fin puede ser acceder a un fondo con-
cursable para un proyecto específico. Por el contrario, 
se debiese promover y facilitar que organizaciones te-
rritoriales, organizaciones que agrupan a varias OSC u 
organizaciones que cuentan con estructuras regiona-
les o locales, puedan postular a más de un proyecto a 
financiar con un mismo fondo concursable. 

Se sugiere que estas propuestas se incorporen en un 
instructivo presidencial que entregue orientaciones 
respecto a la vinculación entre servicios y OSC en el 
marco de la provisión de servicios sociales o en un 
instructivo de Hacienda que promueva la simplifica-
ción y mayor eficiencia del proceso de postulación. 
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Etapa 2: Postulación electrónica a través de 
Mercado Público u otra plataforma similar
En una segunda etapa, se sugiere la implementa-
ción de la postulación electrónica. Si bien algunos 
organismos actualmente cuentan con plataformas 
digitales de postulación, no existe una plataforma 
única tipo Mercado Público. Dado que este es un 
sistema que ha probado su buen funcionamiento, se 
estima conveniente que la postulación a subvencio-
nes y otras transferencias también se pueda llevar a 
cabo a través de este medio. Sin embargo, según la 
normativa actual, Mercado Público sólo opera para 
aquellas contrataciones regidas por la Ley de Com-
pras Públicas y que implican una contraprestación 
al Estado, lo que implicaría generar modificaciones 
que permitan incorporar otro tipo de transferencias 
a esta plataforma. 

En caso de que esto no sea posible, se sugiere de-
sarrollar una plataforma de similares características, 
que funcione como ventanilla única para la recepción 
de documentación y entrega de información, asig-
nando a un solo órgano del Estado la responsabili-
dad de centralizar los flujos de información entre los 
organismos públicos y las OSC. 

Requisitos y restricciones para la 
transferencia de subvenciones
Un tercer grupo de problemas identificados tiene 
que ver con los requisitos y restricciones administra-
tivas impuestas para la recepción de subvenciones. 
Estas, por una parte, implican que las OSC tienen 
que dedicarle tiempo y recursos extra para su cum-
plimiento, teniendo en algunos casos que contar con 
personal exclusivamente dedicado a esto. Por otra 
parte, la fiscalización del cumplimiento de estos re-
quisitos, implica también una gran carga de trabajo 
para los organismos públicos, quienes deben desti-
nar tiempo y recursos a la revisión de documentos 
y otros aspectos administrativos. A continuación, se 
describen las principales problemáticas identificadas 
en este ámbito.

• �Exigencias respecto al personal promueven 
la inestabilidad de los trabajadores de las 
organizaciones.

En cuanto a los requisitos exigidos para acceder a los 
fondos públicos, uno de los aspectos más problemá-
ticos para el trabajo de las OSC son las exigencias en 
cuanto al personal a contratar. Un primer problema tie-
ne que ver con que, en general, los recursos son insufi-
cientes y, por ende, no alcanzan para cubrir los gastos 
básicos de administración de las organizaciones ni las 
obligaciones laborales o previsionales (Viveros, 2015).

Por otra parte, se evidencian una serie de restricciones 
para la rendición de las remuneraciones de trabajado-
res de las organizaciones, siendo la principal de ellas, el 
requisito de que los diversos fondos cubran los gastos 
de personal exclusivamente dedicado al proyecto finan-
ciado. De esta forma, no se pueden financiar remunera-
ciones de profesionales en cargos directivos o adminis-
trativos que apoyan la ejecución de los proyectos, pero 
que no están exclusivamente dedicados a ellos. 

En los programas revisados del Ministerio de Desa-
rrollo Social, en algunos casos sí se permite financiar 
gastos de profesionales contratados previamente por 
las organizaciones, siempre y cuando se acredite con 
un anexo de contrato que el profesional en cuestión 
le dedicará determinada cantidad de horas exclusiva-
mente al proyecto financiado, durante el período que 
dure su ejecución. Sin embargo, esto se percibe como 
una complejidad adicional tanto por las organizacio-
nes como por los funcionarios públicos responsables 
de la fiscalización de las rendiciones.

Desde la perspectiva de los encargados de programa 
entrevistados, el objetivo de esta exigencia es garan-
tizar que los recursos públicos se utilicen única y ex-
clusivamente en la ejecución del proyecto compro-
metido y no en financiar los gastos operacionales de 
una organización. Incluso en un caso se menciona 
que se espera que el pago de las remuneraciones de 
los profesionales vinculados de manera permanente a 
las organizaciones sea un aporte propio de las organi-
zaciones a la ejecución de los proyectos. 

Esto resulta problemático principalmente porque di-
ficulta las posibilidades de proyectar el trabajo de un 
profesional en el largo plazo y sacar provecho de la 
experiencia adquirida en la ejecución de un proyecto. 
Adicionalmente, se generan condiciones laborales pre-
carias para los trabajadores de las OSC, lo que even-
tualmente puede afectar la calidad del trabajo realizado.
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• �Exigencias de garantías y otros aportes propios 
limitan el acceso de algunas organizaciones a los 
fondos públicos.

Uno de los principales obstaculizadores para la trans-
ferencia de fondos públicos, reconocido tanto por las 
OSC como por los funcionarios públicos entrevista-
dos, es la exigencia de instrumentos de garantías a la 
vista para resguardar los recursos entregados. Esto 
afectaría sobre todo a aquellas organizaciones de me-
nores recursos, que no cuentan con el flujo de caja 
suficiente para cumplir con este requisito.

En el caso de los programas analizados, el porcentaje 
de la garantía solicitada varía entre el 5% y el 100% 
de los recursos a entregar. En los casos en que este 
porcentaje es menor al 10%, desde los servicios se 
explica por un reconocimiento de la realidad de las 
organizaciones con las que se trabaja que impediría 
solicitar un porcentaje mayor. En los casos en que se 
solicita una garantía del 100%, se arguye a exigen-
cias de las Direcciones Jurídicas de los servicios y las 
exigencias de la resolución N° 30 de la Contraloría 
General de la República. Si bien esta resolución hace 
referencia a la obligación de resguardar los recursos 
públicos, no contiene especificaciones respecto de 
las garantías ni sus montos. 

Esto resulta problemático por variadas razones. En 
primer lugar, para poder emitir un documento de 
garantía a la vista, es necesario contar con los fondos 
disponibles en la cuenta de la organización. De esta 
forma, una organización sólo puede postular a un 
proyecto de este tipo si es que cuenta con los fondos 
suficientes para respaldar el documento solicitado. 
En el caso de programas que solicitan un 100%, esto 
implica una barrera de entrada para organizaciones 
más nuevas o pequeñas que no cuentan con los fon-
dos suficientes.

En segundo término, la emisión de instrumentos 
como boletas de garantía tiene un costo para el so-
licitante, el que puede variar entre las 0,5 y las 3,5 
UF dependiendo del banco. En otros casos, se cobra 
una comisión proporcional al monto respaldado por 
la garantía20.

Por último, una de las problemáticas más destaca-
das por las organizaciones hace referencia a que los 

fondos utilizados para respaldar los instrumentos de 
garantías no se pueden utilizar hasta que se ha dado 
término a los convenios. Existen situaciones en las 
que los cierres de los proyectos se alargan meses e 
incluso años debido a demoras en la revisión y cie-
rres administrativos desde los servicios, períodos en 
los que no se puede invalidar la garantía.

En consecuencia, para cumplir con el requisito de 
presentar los instrumentos de garantía, las organiza-
ciones deben destinar parte de su patrimonio a res-
paldar los fondos garantizados –los que no pueden 
ser utilizados hasta que se finalicen completamente 
los convenios– y utilizar recursos para pagar el costo 
de emitir y mantener los documentos.

Entre la normativa revisada no se evidenció la exis-
tencia de un requisito específico respecto de los 
montos de las garantías solicitadas. Si bien la Ley de 
Compras Públicas sí establece que al momento de 
realizar una compra se debe garantizar entre 5% y 
30% de los fondos, esto no aplicaría para los progra-
mas analizados, los que no entran en la categoría de 
compra de bienes o servicios, sino que corresponden 
a una transferencia. Por ende, la definición de este 
quedaría a criterio de cada servicio.

Según información entregada por los servicios es-
tudiados, el cobro de los instrumentos de garantía 
sería una situación muy poco común. Tal como se 
observa en la Tabla 17, del total de proyectos finan-
ciados, en el caso del Fondo Subsidio ELEAM no se 
ha cobrado ninguna garantía desde el inicio del con-
curso en 2013, en el Fondo Chile de Todas y Todos 
se han cobrado cinco en cuatro años y en el FONAPI 
sólo dos. Sí se ha recurrido a dar término anticipado 
a los convenios en caso de que las organizaciones no 
cumplan con lo comprometido; sin embargo, esto 
no sobrepasa el 16% de los proyectos adjudicados.

20	 Esta información se recopiló mediante una consulta telefónica a cinco bancos nacionales, además de la revisión de las páginas web 
correspondientes.
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Estas bajas proporciones se explican por parte de 
los servicios por una disposición y tendencia a, en la 
medida de lo posible, evitar el cobro de las garantías 
o el cierre anticipado de los proyectos, ya que esto 
implica que los recursos asignados quedan sin ejecu-
tar. Esto resulta problemático para cualquier servicio 
público, pues se corre el riesgo de que en años poste-
riores se haga un recorte presupuestario.

De esta forma, no se justificaría solicitar instrumen-
tos de garantía con montos que superen los límites 
establecidos por la Ley de Compras Públicas, en pri-
mer término, porque esto implica que muchas orga-
nizaciones no pueden postular y, segundo, porque en 
base a la experiencia de los mismos servicios no ha 
sido necesario, ya que en general las organizaciones 
cumplen lo acordado y ejecutan los recursos según lo 
comprometido.

• �Atrasos en los pagos al inicio y durante  
los proyectos.

Otro de los problemas identificados por las organi-
zaciones tiene que ver con los atrasos de los pagos 
comprometidos desde los servicios. En el caso del 
FONAPI y del Fondo Chile de Todas y Todos, esto 
no resulta problemático, pues el pago se realiza en 

una sola cuota al inicio del proyecto. En el segun-
do caso, este formato de transferencia se incorporó 
recientemente. Antes se hacían varias transferencias, 
lo que resultaba complicado tanto para los servicios 
como para las organizaciones, ya que se exigía tener 
las rendiciones completadas y aprobadas para poder 
transferir las siguientes cuotas.

En el caso del Fondo Subsidio ELEAM, las organiza-
ciones ejecutoras plantean que el atraso en los pagos 
mensuales es uno de los principales obstaculizadores 
para la adecuada ejecución de los proyectos21.

Un caso emblemático de demoras de pagos se da en-
tre las organizaciones colaboradoras de Sename, las 
que, en virtud del art. 80 bis de la Ley 19.968 de los 
Tribunales de Familia, están obligadas a recibir a ni-
ños y niñas derivados de esta instancia judicial, aun-
que no cuenten con plazas disponibles para ello22. 
Entre las organizaciones entrevistadas, se mencionó 
que el aspecto más crítico de la aplicación de este 
artículo tiene que ver con los pagos de Sename, que 
al año 2016 reconoció una deuda que superaba los 
$8.000 millones (Jara, 2017), lo que llevó a algunas 
organizaciones a manifestar a través de los medios 
de comunicación que no podrían seguir recibiendo 
niños hasta que no se saldara esta deuda23.

Tabla 17. Cantidad y proporción de proyectos adjudicados a los que se les ha dado término anticipado o se ha 
cobrado garantía

Convenios con término 
anticipado

Cobro de garantías Total proyectos 
adjudicados

 N % N % N %

Fondo Subsidio Eleam - Senama  
(2013-2016)

10 3,6% 0 0% 276 100%

Fondo Chile De Todas y Todos- Mideso 
(2014-2017)

52 15,7% 5 1,5% 330 100%

Fonapi- Senadis (2015-2017) 0 0% 2 0,7% 257 100%

Fuente: elaboración propia en base a datos entregados por Senama, Mideso y Senadis. 

21	 Información obtenida de informes de ejecución semestral de proyectos de Fondo Subsidio ELEAM.
22	 “Si el juez estima necesario decretar una medida respecto de la cual no existe en la Región oferta de las líneas de acción indicadas en 

la ley N° 20.032, comunicará tal situación al Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, quien deberá adoptar las medidas 
tendientes a generar tal oferta en el menor tiempo posible. Entretanto, el juez decretará alguna de las restantes medidas del artículo 71. 
Pero, si la cautelar dispuesta es la de la letra h) de dicho artículo, el Servicio Nacional de Menores deberá darle cumplimiento de inme-
diato y sin más trámite” (art. 80 bis, Ley 19.968). 

23	 Correa y Sánchez, 2017.
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La demora en los pagos se explica, entre otras cosas, 
porque para realizar las transferencias se deben llevar 
a cabo diversos trámites como la elaboración, revisión 
y firma de los convenios, emisión de resoluciones y 
solicitud de recursos, entre otros. En general, en los 
convenios no se encuentra definido el tiempo que de-
biese transcurrir entre la adjudicación de los proyec-
tos y la firma de convenio y transferencia de recursos, 
por ende, no existe un plazo determinado dentro del 
cual se deben realizar todos los procedimientos. 

Esto dificulta una adecuada planificación de las ne-
cesidades de personal y actividades a realizar y reper-
cute en la gestión diaria que hacen las organizacio-
nes, obligando en algunos casos a solicitar préstamos 
o traspasar recursos de un programa a otro, entre 
otras acciones, para poder mantener los programas 
funcionando. En este contexto, las organizaciones 
deben contar con un respaldo económico suficiente 
para poder funcionar normalmente en caso de que 
no se transfieran los recursos en los plazos estima-
dos (Boris et al., 2010; Pettijohn et al., 2013). En la 
práctica, esto ha repercutido en que organizaciones 
más pequeñas o de menores recursos no puedan ac-
ceder a cierto tipo de fondos y proyectos. Por últi-
mo, esto resulta especialmente conflictivo en el caso 
de organizaciones que atienden permanentemente a 
niños, adultos mayores y otros grupos vulnerables, 
viéndose directamente afectada la calidad del servi-
cio entregado.

• �Limitaciones a gastos y rigidez de requisitos para 
el uso de los recursos. 

Una de las principales problemáticas identificadas 
tanto en Chile como a nivel internacional, es la pro-
hibición o limitación de utilizar los recursos públi-
cos para cubrir gastos administrativos (Pettijohn et 
al., 2013), lo que tendría un impacto directo en las 
finanzas de las organizaciones (Fyffe, 2015), ponien-
do en riesgo su funcionamiento normal. En otros 
casos, se espera que las organizaciones cuenten con 
un “aporte propio” o con fondos adicionales para la 
ejecución de los proyectos (Viveros, 2015; Pettijohn 
et al., 2013). Al igual que en el caso de otras dificul-
tades antes descritas, esto también se constituye en 
una barrera de entrada para organizaciones que no 
cuentan con los recursos suficientes para cubrir gas-
tos operacionales o de administración relacionados 

con la ejecución de este tipo de programas, especial-
mente considerando la complejidad del proceso de 
postulación, de la fiscalización y de la rendición, los 
que se abordarán más adelante.

Una segunda problemática tiene que ver con la rigi-
dez de los requisitos para el uso de los recursos. En 
general, los convenios de transferencias establecen 
límites respecto de la cantidad de fondos que pue-
den destinarse al pago de recursos humanos, opera-
ción, infraestructura y materiales, entre otros. Si bien 
desde los servicios, y en los mismos convenios, se 
plantea que se pueden realizar modificaciones a la 
distribución de los gastos previa aprobación del ser-
vicio que financia, desde las organizaciones se critica 
la complejidad y lentitud de este proceso. 

Dada su naturaleza, las OSC pueden, por ejemplo, re-
cibir donaciones en especies que cubran parte de los 
gastos presupuestados, lo que abriría la posibilidad 
de destinar esos mismos recursos a otros ítems del 
mismo proyecto o programa. A esto se suma el hecho 
de que las OSC son organismos sin fines de lucro, 
que no reparten utilidades entre sus miembros, por 
lo que todos los recursos siempre serán destinados al 
trabajo de la misma organización. Esto no quita que 
el Estado no pueda tomar resguardos respecto del 
uso de los recursos, pero estos debiesen diferenciarse 
del de otro tipo de proveedores. 

En otros casos, como el Fondo Subsidio ELEAM, los 
ejecutores plantean la necesidad de flexibilizar y fa-
cilitar el proceso de redistribución en los distintos 
ítems de gasto en caso de que surjan contingencias 
durante la ejecución de los proyectos24. Esto resul-
ta especialmente relevante en el caso de programas y 
proyectos para los cuales no existe una única forma 
de alcanzar los resultados esperados. Por ejemplo, 
existen diversas intervenciones y actividades que se 
pueden llevar a cabo para promover la revinculación 
parental o la autonomía de las personas mayores, 
las que se pueden ir modificando y adaptando en el 
tiempo de acuerdo a las necesidades de cada persona 
y su contexto. 

En consecuencia, si bien las limitaciones y rigideces 
en relación con los gastos buscan principalmente res-
guardar el buen uso de los recursos, estas pueden 
resultar problemáticas. Por una parte, porque afec-
tarían el accionar de las organizaciones, que estarían 

24	 Información obtenida de informes de ejecución semestral de proyectos de Fondo Subsidio ELEAM.
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obligadas a cubrir con recursos propios los gastos de 
operación necesarios para la ejecución de cualquier 
programa o gastos surgidos de contingencias. Por 
otra parte, las restricciones a la redistribución, obli-
gan a llevar a cabo procesos de modificación que, en 
algunos casos, pueden ser largos y engorrosos, afec-
tando el funcionamiento normal de las OSC y limi-
tando las posibilidades de optimizar gastos y ser más 
eficientes. En este contexto, surge el desafío de gene-
rar mecanismos que permitan el correcto resguardo 
de los recursos públicos, pero a la vez incentiven su 
uso de manera eficiente.

Propuesta 3: Simplificar requisitos y 
restricciones de la transferencia y uso de 
recursos, incentivando la eficiencia de  
este proceso 
Esta propuesta se refiere a todas las restricciones iden-
tificadas en el diagnóstico: pago de profesionales con-
tratados, boletas de garantía, plazo de transferencias 
de recursos y redistribución de gastos. Estas se basan 
sobre todo en el supuesto de que no existen razones 
para establecer reglas más gravosas para las transfe-
rencias de subvenciones que aquellas exigidas por la 
Ley de Compras Públicas. Esto adquiere aún más rele-
vancia considerando que, como se mencionó anterior-
mente, las OSC pueden recibir recursos del Estado 
bajo las dos modalidades de manera indistinta. 

Etapa 1: ESPECIFICACIONES EN Ley de Presupuestos 
e instructivo presidencial 
Respecto de las exigencias de personal, que promue-
ven la contratación de personas a honorarios y evitan 
el pago de remuneraciones a personal fijo o perma-
nente de las organizaciones, se sugiere permitir el 
pago de personal contratado a través de especifica-
ciones en las glosas de la Ley de Presupuestos. Esto 
bajo el supuesto de que, para la ejecución de los pro-
yectos adjudicados desde el Estado, las organizacio-
nes realizan labores operativas y administrativas que 
mantienen la organización funcionando (por ejemplo, 
administración y finanzas, comunicaciones, jurídica), 
que complementan el desarrollo de los proyectos. Lo 
mismo sucede con los cargos directivos que se involu-
cran de manera directa o indirecta en la ejecución de 
actividades, pero que en general cumplen el rol de en-
tregar orientaciones técnicas, poniendo su experticia 
a disposición de los equipos. Un ejemplo de esto lo 

constituyen los proyectos Fondap del Consejo Nacio-
nal de Ciencia y Tecnología (Conicyt), que permiten 
el financiamiento de gastos de administración estable-
ciendo un porcentaje máximo (Recuadro 5). 

En este contexto, se sugiere, además, que en las glo-
sas se establezca la posibilidad de financiar una pro-
porción de estos costos operacionales de las organi-
zaciones y no sólo aquellos profesionales vinculados 
a la ejecución directa de los proyectos y contratados 
exclusivamente para esto. Al incluir esta especifica-
ción en la glosa presupuestaria que establezca que, 
durante la vigencia del convenio, se financiará re-
muneraciones del personal directa e indirectamente 
involucrado, se podría evitar el tener que justificar 
con anexos de contrato, informes y otros mecanis-
mos adicionales, el pago del personal dedicado a es-
tas labores. 

Respecto a los instrumentos de garantía, tal como 
se expuso anteriormente, existen muchas diferencias 
entre los fondos de los distintos servicios del Estado 
y entre los fondos que se entregan como subvencio-
nes y aquellos que se enmarcan en la Ley de Com-
pras Públicas, la que sí establece un límite máximo 
para los instrumentos de garantía. Es por esto que, 
para una primera etapa, se propone establecer, tam-

RECUADRO 5. Financiamiento de personal 
administrativo y gastos de 
administración en proyectos Conicyt 

Los Fondos para el Financiamiento de Centros en Investigación 
en Áreas Prioritarias (Fondap) tienen como objetivo financiar 
la investigación científica de excelencia y alto impacto, los 
que pueden vincularse a instituciones académicas públicas y 
privadas. Estos fondos permiten el financiamiento de personal 
dedicado al proyecto, traslados, materiales, infraestructura 
y bienes de capital, entre otros. 

A esto se suma el financiamiento de personal administrativo 
(administración, secretarias, contabilidad, entre otros), 
siempre y cuando sus funciones se encuentren debidamente 
justificadas. También se permiten los gastos de administración 
u overhead, los que se definen como aquellos gastos en 
infraestructura, equipos, servicios u otros directamente 
relacionados con el proyecto. En ambos casos, estos gastos 
no pueden superar el 5% del monto total anual transferido 
para el proyecto.

Fuente: elaboración propia en base a Bases 6° concurso FONDAP, Conicyt 
(2015).
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bién a través de las glosas presupuestarias de la Ley 
de Presupuestos que hagan referencia a las transfe-
rencias de recursos a privados, límites similares a los 
de la Ley de Compras. Es decir, no más del 30% 
del monto a entregar por parte del Estado y, en caso 
de exigirse más, que sea por razones fundadas, tal 
como se señala en el reglamento de la misma ley. 
Esto, dado que no existiría razonabilidad alguna que 
explique el por qué se le exige más a una OSC a la 
que se le transfiere una subvención, que a una em-
presa u organización que es contratada por el Estado 
para ejecutar un servicio. 

Una segunda alternativa podría ser exigir la contra-
tación de un seguro que resguarde el monto total de 
los recursos transferidos, que sea financiado por la 
organización, pero que no implique la inmovilización 
de recursos como sí sucede con los instrumentos de 
garantía. Un seguro de este tipo, se podría activar en 
caso de incumplimiento del convenio o imposibilidad 
de rendir los fondos recibidos. Dado que esto implica-
ría una obligación de contratar con un tercero, debería 
quedar especificado en el reglamento que regule cada 
subvención en la que se opte por esta alternativa.

En cuanto a la redistribución de los gastos, en la mis-
ma línea de los puntos anteriores, se sugiere establecer 
en las glosas presupuestarias y las bases administra-
tivas correspondientes, la posibilidad de redistribuir 
hasta un 30% del monto transferido sin necesidad de 
justificar dicha decisión frente al servicio contratante. 
Esto permitiría homologar las condiciones con aque-
llas organizaciones que son contratadas a través de la 
Ley de Compras y que no deben cumplir este requisi-
to, poniendo el foco en los resultados esperados más 
que en la forma de alcanzar esos resultados. 

En caso de que no sea posible incorporar estas es-
pecificaciones en las glosas presupuestarias, estas 
deberán ingresarse en las bases administrativas, para 
lo cual se propone la elaboración de un instructivo 
presidencial que defina criterios comunes para todos 
los organismos públicos, en relación con el pago de 
personal contratado, los instrumentos de garantía y 
la redistribución de recursos. 

En cuanto a las especificaciones del plazo que debe 
transcurrir entre la adjudicación y la firma de con-
venio y la primera transferencia, se sugiere que que-

de estipulado en las bases administrativas de cada 
proyecto. De esta forma, las organizaciones postu-
lantes tendrán mayor claridad respecto de la fecha 
estimada de inicio de ejecución y, por ende, podrán 
planificar la búsqueda de personal y actividades de 
mejor manera. 

Con esto, se busca homologar criterios y simplificar 
las restricciones en el acceso a recursos de las OSC 
en el marco de la provisión de servicios sociales. Si 
bien se puede entender que las OSC cumplen fines 
públicos, lo que implica un nivel de cuidado y revi-
sión del buen uso de los recursos públicos, la rela-
ción entre Estado y organizaciones no debiese estar 
marcada por la desconfianza, ya que esto se traduce 
finalmente en altas exigencias en términos de garan-
tías y restricciones para el uso libre de los recursos. 

Etapa 2: Ley de Transferencias
En una segunda etapa, se propone que todas las 
especificaciones respecto del pago de personal con-
tratado, instrumentos de garantía, redistribución de 
recursos y plazos de transferencias, debiesen quedar 
estipuladas en una Ley de Transferencias o subven-
ciones de recursos a las OSC y en su reglamento25. El 
espíritu de esta ley deberá considerar los principios 
enunciados al inicio de esta sección: confianza, cola-
boración, foco en el fin social, eficiencia y diversidad. 
Algunos de estos principios se encuentran presentes 
en la Ley Federal brasileña de 2014 y en la Ley es-
pañola de 2011, las que refuerzan la relevancia de la 
confianza en las OSC como ejecutores expertos en 
materias de interés público que colaboran con la la-
bor del Estado. Esta confianza se traduce en diversas 
medidas que buscan facilitar el trabajo de las OSC, 
algunas de las cuales se detallan en el Recuadro 6.

En el caso específico de los montos de los instru-
mentos de garantía, se sugiere homologar el rango de 
entre 5% y 30% establecido en el reglamento de la 
Ley de Compras Públicas con el fin de equiparar los 
requisitos exigidos a las organizaciones según el tipo 
de contratación que se realiza. Esta ley también esta-
blece un plazo de vigencia de la garantía de fiel cum-
plimiento, el que no puede ser menor a 60 días. En 
caso de que no se determine un plazo específico, se 
establece automáticamente que este será de 60 días 
hábiles después de terminado el contrato. 

25	 La Ley 19.886 de Compras Públicas a través de su reglamento, establece la obligación de que cada repartición pública elabore un 
manual de procedimiento de adquisiciones en conformidad a lo que dice la ley. En el caso de la Ley de Transferencias, se deberá 
evaluar la pertinencia de que cada servicio elabore su propio manual. 
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RECUADRO 6. La confianza como base de la relación entre Estado y OSC en la legislación española 
y brasileña 

Tanto la Ley Federal 13.019 de 2014 de Brasil sobre Marco Regulatorio de las Organizaciones de la Sociedad Civil como la Ley española 
Orden AEC/2909/2011, del 21 de octubre de 2011, están construidas en base a un cambio de paradigma en la relación del Estado con 
las OSC, basado en la confianza y colaboración en el cumplimiento de fines públicos. 

En esta línea, la ley brasileña se estableció con el fin de reconocer que las OSC son contratantes distintos a una empresa, pero que deben 
contar con reglas claras y generales de manera de no provocar arbitrariedades en la contratación del Estado con una u otra organización. 
Se basa en definir reglas al inicio del trabajo en conjunto, estableciendo un tipo general de contrato con las OSC. 

En ambas leyes se definen reglas claras y transparentes que se le exigirán a todo tipo de organización al postular para recibir una 
subvención, estableciendo el concurso público como forma de convocatoria, de manera de ser igualitarios en el trato a las OSC. 

También se establecen prerrequisitos de antigüedad en la existencia de las OSC y, de acuerdo a esta, existen distintos montos para 
la entrega de subvenciones, donde aquellas con mayor antigüedad podrán recibir mayores montos. En el caso específico de Brasil, se 
establece la diferencia en la antigüedad de la organización en relación con el fondo al que postularán. Así, se exigirá un año de antigüedad 
para fondos municipales, dos años para los fondos del distrito federal y tres para los del Estado central. 

Ambas normativas exigen años de experiencia en la materia de interés público a ejecutar e instalaciones y capacidad técnica y profesional 
que les permita poder sacar adelante de manera correcta el programa a ejecutar. Por último, en ambas se exigen antecedentes limpios, 
tanto de la organización como de su directorio en términos de cumplimiento de normas tributarias, laborales y en el cumplimiento sin 
sanciones de otros fondos públicos ya ejecutados. 

De esta forma, ambas legislaciones, si bien ponen requisitos de entrada a las OSC de manera de contar con una contraparte fuerte y 
confiable para la ejecución del programa, como contrapartida no exigen garantías de seriedad de la oferta ni de fiel cumplimiento, permiten 
el financiamiento de personal permanente de la OSC y el financiamiento de gastos operacionales durante la vigencia del convenio, la 
redistribución de gastos y la rendición de cuentas al final de la ejecución. Todo esto, siempre y cuando se cumpla con el fin para el 
cual fueron contratadas. Así, la fiscalización de los programas subvencionados se enfoca en verificar si efectivamente cumplieron con 
lo comprometido, más que en el análisis financiero pormenorizado de cada ítem presupuestario entregado, que sólo será revisado de 
manera detallada en caso de sospechas de mal uso de fondos o no cumplimiento de los fines.

Fuente: elaboración propia en base a Ley Federal 13.019 de Brasil y Orden AEC/2909/2011 de España.

Adicionalmente, en el art. 79 bis, se establece un pla-
zo máximo de pago a los proveedores por los bienes 
o servicios contratados, el que equivale a 30 días co-
rridos desde la recepción de la factura, lo que implica 
previamente que el organismo contratante debe certi-
ficar que recibió conforme. En el caso de proyectos de 
OSC que emitan una factura al finalizar su ejecución, 
se debiese considerar este mismo plazo, siguiendo lo 
establecido por el Programa Pago Oportuno a Provee-
dores, el que, como su nombre indica, busca que las 
instituciones públicas cumplan los plazos de pago a 
sus proveedores. 

Fiscalización y acompañamiento de la 
ejecución de convenios
Un aspecto clave de la ejecución de proyectos con 
fondos públicos tiene que ver con la fiscalización y 
acompañamiento que se lleva a cabo desde los ser-

vicios. Tal como se mencionó anteriormente, a nivel 
internacional existe evidencia respecto de las proble-
máticas relacionadas tanto con la cantidad como con 
el nivel de capacitación de los funcionarios respon-
sables de la fiscalización y acompañamiento de pro-
yectos público-privados (Fyffe, 2015; Kettl, 2010). En 
general, no hay suficiente personal para llevar a cabo 
procesos de calidad y el que hay, no estaría adecua-
damente capacitado tanto en aspectos técnicos como 
aspectos relacionados con la regulación y el funcio-
namiento administrativo de los programas. A esto se 
suma la percepción de informes de rendición técnica 
excesivamente rígidos y estandarizados, los que no 
necesariamente reflejan cabalmente los resultados y la 
efectividad de los proyectos ejecutados (Fyffe, 2015).

En el caso chileno es posible identificar problemas 
similares. Desde las organizaciones existe una per-
cepción de que los supervisores de programas no 
siempre cuentan con los conocimientos técnicos su-
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ficientes para llevar a cabo una fiscalización adecuada 
del cumplimiento de los convenios y el uso de los 
recursos. Por ende, la fiscalización se enfocaría prin-
cipalmente en aspectos más bien relacionados con el 
estado de la infraestructura o el cumplimiento de re-
quisitos administrativos, por ejemplo, la iluminación 
de una residencia o la cantidad de horas trabajadas 
por los profesionales. 

Por otra parte, se menciona también la falta de con-
tinuidad de la fiscalización y la escasez de instan-
cias de orientación, retroalimentación y aprendizaje 
tanto con los servicios como entre organizaciones 
ejecutoras de un mismo programa. Especialmente 
en aquellos programas que implican la entrega de 
un servicio permanente, como el cuidado de niños, 
niñas o personas mayores, desde las mismas organi-
zaciones se manifiesta la necesidad de contar con un 
mayor y mejor acompañamiento técnico y apoyo en 
capacitación para así poder llevar a cabo su trabajo 
de mejor manera. 

Desde los servicios entrevistados, se plantea que los 
procesos de fiscalización se llevan a cabo mediante la 
entrega de informes de avances mensuales o semes-
trales de las organizaciones, los que, en general, se 
enfocan en evaluar el cumplimiento de los objetivos 
propuestos, la cantidad de beneficiarios alcanzados 
y la realización de las actividades comprometidas. 
Adicionalmente, se realizan visitas a terreno en las 
que se desarrollan reuniones con los ejecutores y en 
algunos casos con los beneficiarios. Si bien todos los 
entrevistados reconocen la relevancia de estas visitas 
a terreno para la fiscalización y el acompañamiento a 
las OSC, se menciona la dificultad de realizar visitas 
periódicas dada la escasez de personal, especialmen-
te en aquellos territorios más alejados de las capitales 
regionales. Usualmente los funcionarios a cargo de 
la fiscalización y acompañamiento de los proyectos 
están también a cargo de otros programas, sobre todo 
en el caso del personal de las SEREMI, por lo que 
no es factible realizar visitas mensuales, sino que se 
efectúan cerca de tres al año. Sin embargo, esta di-
ficultad se intenta suplir manteniendo un contacto 
permanente y fluido vía teléfono o correo electrónico, 
lo que se percibe como especialmente necesario en 
el caso de aquellas organizaciones más pequeñas u 
organizaciones nuevas con menor experiencia en la 
ejecución de programas del sector público. 

Las falencias en la fiscalización del cumplimiento de 
los convenios son críticas ya que, en el peor de los 

casos, estas se constituyen en un obstaculizador del 
trabajo de las organizaciones ejecutoras. Esto debi-
do a que el completar los informes en los formatos 
solicitados, recibir a los fiscalizadores y resolver las 
observaciones son trámites que toman tiempo y des-
vían la atención de la ejecución, pero con los que hay 
que cumplir obligatoriamente. Si los supervisores no 
están adecuadamente preparados, puede que esto no 
contribuya a mejorar la calidad de las intervenciones. 

Por su parte, la falta de un acompañamiento técnico 
periódico que vaya más allá de los asuntos adminis-
trativos, sino que se constituya en un aporte a los 
programas, limita las posibilidades de realizar un tra-
bajo realmente colaborativo entre Estado y OSC que 
agregue valor a los proyectos ejecutados.

Por último, se identifica la falta de un sistema de eva-
luación de resultados y de la ejecución de los progra-
mas y proyectos que permita levantar información 
objetiva y conocida por todos los actores involucrados 
con el fin de orientar respecto de los aspectos a me-
jorar y fortalecer de cada una de las intervenciones. 

Propuesta 4: Cambio de paradigma en  
el vínculo de funcionarios públicos  
con las OSC

Etapa 1: Instructivo presidencial
Se propone generar un cambio en el enfoque de la 
fiscalización y acompañamiento que realizan los fun-
cionarios públicos a la ejecución de los proyectos, pa-
sando de un foco en los aspectos administrativos, de 
infraestructura o únicamente de cobertura, a un foco 
en la calidad de los procesos y los resultados obte-
nidos. Esto implica que los funcionarios encargados 
tengan el perfil y la experiencia necesaria para poder 
llevar a cabo esta labor. Lo anterior debiese quedar 
estipulado en un instructivo presidencial que obligue 
a los servicios a redefinir este proceso, acompañado 
de un manual con lineamientos para la fiscalización 
orientada en los resultados. 

Por otra parte, se sugiere complementar la fiscaliza-
ción enfocada en el cumplimiento de los convenios, 
con el acompañamiento técnico a los equipos ejecu-
tores, entregando herramientas y orientaciones para 
la correcta ejecución y el cumplimiento de los están-
dares técnicos exigidos. Esto se puede llevar a cabo 
en las visitas a los proyectos, realizando capacitacio-
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nes, generando manuales de orientación o generando 
instancias en las que los equipos ejecutores puedan 
compartir experiencias e identificar buenas prácticas, 
entre otros. 

Este cambio en el foco del vínculo de los funciona-
rios públicos con las OSC, debe llevar aparejado los 
recursos necesarios para su implementación, lo que 
también debe quedar especificado en el instructivo 
presidencial. Tal como se mencionó anteriormente, 
los funcionarios que fiscalizan proyectos, en gene-
ral, tienen a su cargo otras labores simultáneas, lo 
que dificulta la realización de visitas periódicas y el 
acompañamiento técnico específico para cada pro-
yecto. De esta forma, al momento de presupuestar 
un programa se sugiere considerar un nivel adecua-
do de acompañamiento, el que debiese ser propor-
cional a la complejidad de la ejecución del proyecto 
financiado. Es decir, proyectos que tengan mayores 
requerimientos técnicos y dificultades para su imple-
mentación, debiesen contar con una mayor disponi-
bilidad de tiempo y recursos desde los servicios para 
su acompañamiento, además de orientaciones espe-
cíficas definidas en el manual para los funcionarios. 

En cuanto al cambio de enfoque en el relaciona-
miento entre las OSC y el Estado existen dos casos 
internacionales que orientan el tratamiento de este 
tema. La Ley Federal 13.019 de Brasil que establece 
el Marco Regulatorio de las Organizaciones de la So-
ciedad Civil, nace con el espíritu de mejorar la con-
fianza entre OSC y Estado, orientando la fiscalización 
en base a los resultados y fines del programa, más 
que al proceso de ejecución. Es decir, se enfoca en 
verificar si efectivamente han cumplido con el fin de 
la subvención entregada o no. En la práctica, esto im-
plica que las organizaciones entregan una rendición 
de cuentas sólo cuando ya se ha completado la ejecu-
ción del proyecto y sólo se revisarán los documentos 
que justifican los gastos realizados, cuando no se ha 
comprobado el cumplimiento de las metas y resulta-
dos definidos al inicio. 

Por otra parte, la Ley española (Orden 
AEC/2909/2011) que establece las bases para la con-
cesión de subvenciones de cooperación internacional 
para el desarrollo, considera a las ONG de desarrollo 
que trabajen en España u otros países, como organis-
mos socios y conocedores de la realidad social y de 
los beneficiarios y, por lo tanto, importante para los 
objetivos públicos de España, basándose también en 
la revisión de los resultados. 

Etapa 2: Ley de Transferencias
En una segunda etapa, se sugiere incorporar en la Ley 
de Transferencias a OSC, una especificación respecto 
al objetivo primordial del proceso de fiscalización y 
acompañamiento, estipulando que el fin de este es 
supervisar la correcta ejecución de los proyectos y el 
cumplimiento de los resultados esperados. Por otra 
parte, se debe especificar como objetivo complemen-
tario el acompañamiento y retroalimentación técnica 
al trabajo de las OSC, entregando insumos y orienta-
ciones y generando instancias para mejorar la calidad 
de su trabajo, sin afectar la autonomía de la organiza-
ción. En otras palabras, el acompañamiento técnico 
debe constituirse en un valor agregado que refleje el 
trabajo colaborativo entre Estado y OSC, y no como 
una imposición. 

En este contexto, en base a los propuesto en la ley, se 
debiesen elaborar reglamentos específicos de minis-
terios o servicios, según la temática de los distintos 
programas y proyectos que aborden tanto aspectos 
técnicos como administrativos de la fiscalización. Adi-
cionalmente, se podría generar un manual de orien-
taciones técnicas para el acompañamiento, en el que, 
entre otros aspectos, se defina el perfil de los profesio-
nales a cargo de esta labor. Cabe destacar la importan-
cia de que cuenten con conocimientos tanto del fun-
cionamiento administrativo de los servicios, así como 
con conocimientos técnicos específicos relacionados 
con los programas que se están ejecutando. 

Procedimientos de rendición financiera  
y cierre de proyectos
La rendición financiera y el cierre de los proyectos 
son las etapas que se perciben como más problemáti-
cas del proceso de transferencias. Los principales de-
safíos identificados hacen referencia a las diferencias 
de criterios entre servicios, la falta de modernización 
de los sistemas de rendición y la falta de claridad de 
los plazos de revisión y cierre de proyectos. 

• �Diferencias de criterios y excesivo detalle de 
información solicitada. 

El principal problema en el proceso de transferencias, 
identificado tanto entre las organizaciones como fun-
cionarios públicos, es la complejidad del proceso de 
rendición financiera. Esto se condice con lo observa-
do por Fyffe (2015) y Pettijohn et al (2013) en Esta-
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dos Unidos, donde al igual que en Chile se eviden-
cia la exigencia de registros detallados de gastos que 
den cuenta del buen uso de los recursos públicos. 
En ambos países, estos registros se constituyen en 
un problema para las OSC debido a la extensión y 
especificidad de los formatos de rendición, los que 
requieren una gran dedicación de tiempo tanto para 
su llenado como para la capacitación para el llenado 
(Pettijohn et al., 2013).

Como se mencionó anteriormente, en Chile el docu-
mento guía para las rendiciones de recursos de los 
servicios públicos es la resolución N° 30 de la Con-
traloría, la que busca unificar el proceso de rendición 
y establece que las rendiciones deben estar compues-
tas por un informe de rendición, todos los compro-
bantes de ingresos, egreso y traspasos de recursos. 
De esta forma, las organizaciones deben entregar, 
entre otras cosas, liquidaciones de sueldo, boletas 
de honorarios, contratos de trabajo, informes de ac-
tividades de profesionales, boletas y facturas por la 
compra de bienes o servicios, comprobantes de pago 
de movilización (boletas de combustible, boletos de 
transporte público, vales de colectivos) y comproban-
tes de arriendo, entre muchos otros.

Ahora bien, la Resolución N° 30 fija los principales 
lineamientos respecto de las rendiciones, entre ellos, 
la exigencia de documentos originales, pero no ex-
plicita procedimientos o exigencias más específicas. 
Esto deriva en que existan diferencias de formatos y 
criterios respecto de las rendiciones tanto entre ser-
vicios como entre las distintas sedes regionales de un 
mismo servicio (Moya et al., 2012), ya que cada ser-
vicio puede generar su propio manual, circulares o 
resoluciones. 

Los ejemplos mencionados por las organizaciones 
hacen referencia a que en algunos servicios se pi-
den facturas firmadas y en otros no, existen distin-
tos planes de cuenta, diferentes plazos de entrega y 
revisión, y variados procedimientos de entrega de la 
información, entre otros26. La Contraloría cuenta con 
un formato tipo de rendición que, según lo manifes-
tado por las organizaciones y los funcionarios entre-
vistados, no siempre se utiliza o en otros casos se le 
hacen modificaciones que incorporan nueva informa-
ción, por ejemplo, la nómina de los beneficiarios de 
un programa o proyecto.

Desde los servicios se reconoce que la rendición es 
un proceso bastante complejo y que, en la mayoría 
de las revisiones, surgen observaciones que las OSC 
deben resolver, las que se relacionan, por ejemplo, 
con boletas en las que no se ve claramente el monto 
del gasto, la entrega de boletas o facturas con fecha 
anterior o posterior a la de la ejecución del convenio 
o la rendición de compras de bienes o servicios que 
no responden a los objetivos del proyecto. Sin em-
bargo, estas observaciones no necesariamente impli-
can que los gastos vayan a ser rechazados, sino que 
pueden ser corregidas. En este contexto, los funcio-
narios entrevistados plantean que la capacitación y 
el acompañamiento en el proceso de rendición son 
fundamentales para que este tenga un buen resulta-
do, especialmente en el caso de organizaciones más 
pequeñas que no cuentan con áreas o personal exclu-
sivamente dedicado a aspectos administrativos. Por 
otra parte, tanto desde los servicios como desde las 
organizaciones entrevistadas, existe la percepción de 
que las capacitaciones sobre cómo llevar a cabo las 
rendiciones financieras, disminuyen la cantidad de 
observaciones y gastos rechazados. 

En consecuencia, los distintos formatos de rendición 
y las distintas interpretaciones de la normativa al 
respecto, dificultan el proceso de rendición y obli-
gan a las organizaciones a capacitarse y generar una 
experticia al respecto, la que se debe ir actualizando 
permanentemente en el caso de las OSC que trabajan 
con distintos servicios del Estado. Sin embargo, esto 
no necesariamente contribuye a resguardar el buen 
uso de los recursos públicos ni la calidad de los pro-
yectos y programas ejecutados. 

• �Falta de modernización de los sistemas  
de rendición.

En el marco de las rendiciones financieras también se 
evidencian ciertos procedimientos y requisitos del se-
guimiento financiero que se encuentran desactualiza-
dos en relación tanto con la normativa vigente como 
con las tecnologías disponibles. 

En primer lugar, la Resolución N° 30 exige la entrega 
de documentos en papel originales, lo que implica, 
por un lado, un gran esfuerzo en tiempo y recursos 
para las OSC ejecutoras, que tienen que recopilar y 
respaldar toda la información y hacerla llegar a los 

26	  Información disponible en minuta de trabajo elaborada por el Hogar de Cristo (2018). 
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servicios correspondientes. En el caso de las facturas 
y boletas, si bien se aceptan las facturas y boletas de 
honorarios electrónica, estas de todas formas deben 
ser impresas y entregadas al servicio correspondiente, 
aunque ya se encuentran disponibles en el SII. Si bien 
la misma Resolución N° 30 en su párrafo 3 menciona 
la posibilidad de rendir con documentación electró-
nica, esto sólo se puede hacer previa autorización de 
la Contraloría y en concordancia con lo establecido 
por la Ley 19.799 de Firma Electrónica.

Por otra parte, también es un esfuerzo de los servicios 
que deben recibir y almacenar todos los documentos 
por un tiempo indefinido, generando problemas en 
relación con la capacidad y el espacio para almace-
nar todos estos documentos. En el caso de los docu-
mentos en papel, solamente si es que estos ya fueron 
revisados por la Contraloría se establece un límite. 
Conforme al Numeral 2 del Título II del Oficio Cir-
cular 28704/81 de Contraloría, sobre disposiciones y 
recomendaciones referentes a la eliminación de do-
cumentos, que se encuentra vigente, todos aquellos 
documentos que tengan relación con cuentas relati-
vas a la administración de fondos o bienes del Estado 
deben ser mantenidos por las respectivas entidades 
durante un período de tres años, contados desde su 
revisión definitiva. Pero, de no haber sido revisados 
en ese período, no se especifica por cuánto tiempo 
deben permanecer guardados, existiendo un vacío 
que impide tanto a las OSC como a los órganos de 
la administración del Estado deshacerse de los docu-
mentos que guardan. 

Otro aspecto mencionado como problemático por al-
gunas organizaciones, es la exigencia de cuentas ban-
carias exclusivas para el ingreso y egreso de fondos 
de un determinado programa27. Esto es especialmen-
te problemático para las OSC de mayor tamaño que 
ejecutan más de un convenio y que se ven obligadas 
a pagar sueldos de profesionales y otros gastos des-
de la cuenta bancaria de cada proyecto, siendo que 
muchos profesionales se desempeñan en más de un 
proyecto y le deben pagar el sueldo en dos o más 
transferencias desde cuentas diferentes. Lo mismo 
sucede con las compras de insumo, bienes o servicios 
que responden a más de un proyecto y cuyo pago no 
se puede desagregar. Todas estas acciones implican 
un costo en tiempo para las organizaciones. 

Un tercer punto se refiere a las exigencias de liquida-
ciones de sueldos y boletas de honorarios firmadas 
por los trabajadores correspondientes28, lo que no 
es exigido por la actual legislación laboral. Específi-
camente, en el caso de las liquidaciones de sueldo, 
actualmente se acepta la nómina electrónica de pagos 
como comprobante válido. 

Otra restricción que resulta compleja para las orga-
nizaciones tiene que ver con la prohibición de rendir 
gastos realizados con tarjetas de débito personal. Si 
bien la rendición con tarjeta de débito institucional sí 
está permitida, en OSC grandes –con una gran can-
tidad de trabajadores a lo largo de todo Chile– no 
es posible realizar todas las compras con la tarjeta 
institucional. Así, las únicas opciones son la compra 
con efectivo, lo que resulta complicado en compras 
de gran envergadura, o la compra con cheques, que 
son cada día menos comunes en el comercio. Una 
tercera opción es la entrega de un fondo por rendir a 
un trabajador específico, quien luego deberá entregar 
a la organización todas las boletas y facturas de los 
gastos realizados. En estos casos, al momento de ha-
cer la rendición, la organización deberá entregar un 
comprobante de pago del fondo por rendir junto con 
las boletas de los gastos, entre las que sí se pueden 
adjuntar pagos con tarjeta de débito del trabajador al 
que se le entregó el fondo. Esto, en efecto, es una so-
lución para determinadas situaciones; sin embargo, 
agrega un paso adicional al uso de los recursos, lo 
que al igual que en los ejemplos anteriores, implica 
destinar tiempo y recursos para ello.

• �No cumplimiento de plazo de revisión de 
rendiciones y excesiva extensión de cierre de 
proyectos. 

El principal problema identificado en la etapa de cie-
rre de un proyecto, tiene que ver con las demoras 
en los procesos de revisión de rendiciones técnicas y 
financieras, y en la extensión indefinida de algunos 
cierres administrativos del convenio.

En general, los convenios de transferencias estable-
cen plazos de revisión de los informes de rendición, 
junto con un plazo para la entrega y resolución de 
las observaciones realizadas. Sin embargo, no existe 
un plazo definido o conocido para el cierre definitivo 

27	 Información disponible en minuta de trabajo elaborada por el Hogar de Cristo (2018). 
28	 Ídem anterior. 
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de los convenios. Esto ha derivado en que organiza-
ciones han llegado a recibir observaciones o gastos 
rechazados de convenios con hasta dos o tres años 
de antigüedad.

En los servicios entrevistados esto se explica por di-
versas razones, la principal de ellas es que un conve-
nio no se puede finalizar hasta que se haya verificado 
el cumplimiento de todas las obligaciones adquiridas 
por el ejecutor, sin importar cuanto tiempo transcu-
rra. Esto resulta especialmente relevante en los casos 
en que no se cumple con las obligaciones del conve-
nio y se debe iniciar un proceso judicial para la resti-
tución de recursos.

En los casos en que no se evidencian este tipo de 
problemas, los funcionarios entrevistados manifies-
tan que sí existe un plazo para dar cierre a los con-
venios, el que no debería superar los 20 días hábiles. 
No obstante, en algunos casos, una vez aprobada las 
rendiciones técnicas y financieras, el cierre de los 
convenios debe ser aprobado por la unidad jurídi-
ca correspondiente, la que no cuenta con un plazo 
establecido, por lo que el cierre puede verse relega-
do frente a otras contingencias. En otro servicio, se 
mencionó un caso particular de rendiciones que sí 
fueron aprobadas por los responsables del programa, 
dándole fin al convenio, pero que fueron rechazadas 
por la Contraloría dos años después, por lo que hubo 
que solicitar nueva documentación y la restitución de 
fondos a las OSC ejecutoras.

Esto resulta problemático para las OSC porque, por 
un lado, puede no existir claridad de si una rendición 
está aprobada o no, lo que condiciona la posibilidad 
de postular a nuevos fondos públicos. Segundo, dado 
que no existe la figura de silencio administrativo, los 
servicios pueden volver a solicitar documentos para 
la rendición meses o años después de finalizada la 
ejecución de un convenio, existiendo una alta pro-
babilidad de que esos documentos no estén disponi-
bles. Y tercero, el no cierre de un convenio implica, 
a su vez, que no se pueden extinguir las obligaciones 
asociadas a la emisión de instrumentos de garantía, 
entre ellas, la retención de los recursos.

Propuesta 5: Simplificar el proceso de rendición 
y promover el uso de documentos electrónicos

Etapa 1: Unificar criterios para la rendición
En una primera etapa, se considera clave homolo-
gar criterios respecto a las rendiciones entre diver-
sos servicios y sedes de los mismos. Si bien existe 
un formato tipo de rendición de Contraloría, este no 
es utilizado por todos los servicios, por lo que, en 
primer término, se debiese promover su uso genera-
lizado. Ahora bien, este documento sólo considera 
información básica de los programas ejecutados, por 
lo que en algunos casos se requiere recopilar informa-
ción adicional a la considerada en el formato tipo de 
Contraloría, por ejemplo, listados de asistentes a las 
actividades. Para estos casos se sugiere que, desde la 
Contraloría, se pueda complementar el formato tipo 
de rendición con la generación de formatos tipos de 
estos anexos que puedan ser utilizados por todos los 
organismos públicos que se vinculen con las OSC. 

En segundo término, es relevante también clarificar 
ciertos criterios de Contraloría que hoy quedan a la in-
terpretación de cada servicio. Por ejemplo, nivel de de-
talle de la información a incluir en las boletas y factu-
ras, medios de verificación aceptados y no aceptados, 
entre otros. Junto a esto es clave el acompañamiento 
que ya llevan a cabo algunos servicios y que tiene como 
objetivo capacitar a los representantes de organizacio-
nes sobre cómo realizar una buena rendición. 

Respecto del respaldo de documentación en papel de 
los originales exigida por la Contraloría, se debiera 
exigir un determinado número de años como máxi-
mo para su resguardo a través de alguna resolución o 
especificación en el reglamento de la Ley 10.336 de 
Organización y Atribuciones de la Contraloría General 
de la República, pues como ya se mencionó anterior-
mente, en caso de que los documentos no hayan sido 
revisados, no existe plazo para su eliminación. En la 
legislación internacional se observa que en Brasil se 
establece un plazo de 10 años para el resguardo de los 
documentos originales por parte de las OSC, mientras 
que en España establecen el plazo de cuatro años. 

En cuanto a la fiscalización de los aspectos adminis-
trativos y financieros, las capacitaciones se han evi-
denciado como un factor clave para llevar a cabo un 
buen proceso y evitar tener observaciones. Por ende, 
se recomienda potenciar estas instancias que tienen 
un carácter preventivo y formativo respecto a los pro-
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cedimientos administrativos, lo que eventualmente 
facilita tanto el trabajo de las OSC como de los servi-
cios responsables de esta fiscalización, quienes luego 
deben dar cuenta a Contraloría del uso de los fondos 
transferidos. 

En cuanto a las rendiciones técnicas se podría ge-
nerar también un formato tipo para el Ministerio de 
Desarrollo Social, que distinga entre proyectos per-
manentes y no permanentes. De esta forma, para los 
proyectos permanentes ejecutados se podría dismi-
nuir el nivel de detalle de la rendición, sobre todo en 
lo relacionado a los gastos operacionales (por ejem-
plo, arriendo de sedes, pagos de servicios básicos, 
compras de insumo y traslados). Junto con esto se 
debe evaluar la periodicidad con la que se realiza la 
rendición, pasando de una mensual a una semestral 
o trimestral como se hace en el caso de algunos fon-
dos anuales. Es relevante que este formato tipo ponga 
el foco en el cumplimiento del fin social de los pro-
gramas y no sólo en el cumplimiento de resultados o 
procesos específicos que pueden sufrir modificacio-
nes durante el proceso de ejecución. 

Por último, los plazos de revisión de las rendiciones y 
cierre de los proyectos deben quedar estipulados en 
los convenios, estableciendo un plazo máximo para 
el cierre definitivo de estos, permitiendo a las orga-
nizaciones invalidar los instrumentos de garantía. Se 
propone que se establezca como plazo máximo para 
el cierre de los convenios 30 a 60 días hábiles desde 
la recepción de los informes finales de rendición téc-
nica y financiera, luego de lo cual debiese operar el 
silencio administrativo. 

Etapa 2: EMISIÓN DE FACTURA EXENTA ELECTRÓNICA 
o rendición centralizada con documentos 
electrónicos
Para una segunda etapa, se consideran dos propues-
tas alternativas. La primera hace referencia a promo-
ver el uso de una sola factura exenta electrónica que 
dé cuenta de todos los gastos, para así evitar que las 
organizaciones tengan que presentar todos los do-
cumentos originales de cada compra o contratación 
que hagan. De esta forma, se homologaría el formato 
de rendición a aquel exigido por la Ley de Compras 
Públicas, en el cual los contratistas sólo deben pre-

sentar una factura por el servicio realizado. Depen-
diendo del tipo de proyecto y de la realidad de cada 
servicio, se puede exigir facturación mensual, anual 
o en otras periodicidades. 

La recepción de estas facturas debiese llevarse a cabo 
mediante una plataforma electrónica centralizada29. 
Esto no sólo simplificaría el trabajo de las OSC, sino 
que también facilitaría la labor del Estado de identi-
ficar las transferencias realizadas y hacer una traza-
bilidad más precisa de los recursos. Esto debido a 
que se podría generar una recepción centralizada de 
todas las facturas emitidas a los servicios públicos. 
Para esto, los convenios debiesen dejar claramente 
establecido los productos y servicios comprometi-
dos. Posteriormente, sólo sería necesaria una apro-
bación conforme del servicio recibido por parte de 
los servicios contratantes, previo a la emisión de la 
factura electrónica, eliminando la recepción de las 
facturas en papel. 

Además de simplificar el proceso de rendición, me-
diante este sistema se podría asegurar el pago oportu-
no a 30 días a los proveedores del Estado. Actualmen-
te existe un plazo de ocho días en los que se puede 
rechazar la factura, luego de lo cual el plazo máximo 
de pago son 30 días. Adicionalmente, mediante la 
recepción centralizada de las facturas electrónicas a 
través de una plataforma, permitiría asegurar un pla-
zo máximo de cierre de los convenios y, por ende, de 
liberación de los recursos asociados a los instrumen-
tos de garantía. 

Dado que existen servicios similares ejecutados por 
las OSC que pueden ser considerados adquisición de 
bienes o servicios, y otros que son considerados trans-
ferencias corrientes, la rendición por factura exenta a 
través de una plataforma centralizada, permitiría ho-
mologar las condiciones de rendición de servicios y 
programas que se financian con transferencias, con 
las de aquellos ejecutados en el marco de la Ley de 
Compras Públicas, simplificando las obligaciones ad-
ministrativas de las OSC. 

En caso de que esto no sea posible, la segunda pro-
puesta hace referencia a la implementación de una 
plataforma electrónica que permita centralizar los 
documentos e informes de rendición tanto técnicos 
como financieros. Cabe destacar que la Contraloría 

29	 El Ministerio de Hacienda, a través de su Programa de modernización del sector público se encuentra desarrollando una plataforma 
centralizada de recepción de documentos tributarios electrónicos que podría cumplir esta función. 



Capítulo 4 | Mejorar el proceso de transferencia de recursos desde el Estado a las oSC

105Centro de Políticas Públicas UC • Fundación Chile+Hoy

se encuentra trabajando en un piloto de Sistema de 
Rendición Electrónica de cuentas entre servicios, el 
que se lanzó en diciembre de 2018. Este funcionará 
como una plataforma en la que se cargarán todos los 
documentos digitales de una rendición, los que se 
podrán aprobar o rechazar con firma electrónica, es-
tableciendo un plazo de un año para realizar juicios 
de cuentas. Junto a esto, se evidencian algunos avan-
ces en la materia en el Ministerio de Relaciones Exte-
riores y la Dirección General de Relaciones Económi-
cas Internacionales, quienes solicitaron autorización 
de manera electrónica. De esta forma, se cargan todos 
los documentos e informes a una plataforma, inclu-
yendo una firma electrónica avanzada que permite 
identificar al funcionario responsable de la rendición.

En el caso específico de las rendiciones financie-
ras existen ciertos documentos públicos que están 
a disposición del Estado actualmente y que debe-
rían poder ser visualizados por todos los servicios 
públicos que entregan fondos a terceros, como 
son, por ejemplo, boletas electrónicas, las planillas 
del Servicio de Impuestos Internos y las cotizacio-
nes de carácter previsional; esto dice relación con 
la integración de datos. En consecuencia, se debe 
promover que mediante esta plataforma se puedan 
revisar boletas y facturas electrónicas asociadas al 
RUT de una organización, sin necesidad de que la 
OSC tenga que adjuntar estos documentos o facili-
tar la revisión de información respecto del pago de 
obligaciones laborales que se encuentra disponible 
en línea. En esta misma plataforma debiese quedar 
incorporado también el plazo máximo de revisiones 
y cierre definitivo de los convenios. Un aspecto clave 
para la implementación de esta propuesta es que las 
organizaciones obtengan el RUT al momento de su 
constitución, el que se debe solicitar en el SII una 
vez obtenida la personalidad jurídica. 

En caso de implementar esta plataforma, se sugiere 
también generar criterios diferenciados para las rendi-
ciones según la trayectoria de la organización y según 
el tipo de servicio que proveen, lo que debiese quedar 
establecido en una Ley de Transferencias de subven-
ciones. En la misma línea de las propuestas inclui-
das en el documento “Todos al Aula”30, se propone 
que aquellas organizaciones que han demostrado un 
buen desempeño en la ejecución de sus proyectos, 

y que no han recibido mayores observaciones en las 
rendiciones financieras, reciban un trato diferenciado 
respaldado en la confianza de que van a cumplir de 
buena manera con los compromisos adquiridos. Este 
trato diferenciado se puede traducir, entre otras co-
sas, en no tener que rendir todos los meses, sino que 
en períodos de tiempo más extendidos. 

Continuidad y estabilidad de los programas 
en función del tipo de intervención 
Otro de los problemas identificados por las OSC tan-
to en las mesas de trabajo como en las entrevistas 
realizadas tiene que ver con la incertidumbre res-
pecto de la continuidad de los proyectos financia-
dos desde el Estado. Se evidencia que, en general, 
los proyectos tienen una duración de un año, luego 
de lo cual se deben renovar los convenios mediante 
un nuevo concurso. Esto es especialmente crítico en 
los proyectos que conllevan la atención permanente 
de personas, como lo son las diversas modalidades 
de residencias para adultos mayores, niños, niñas u 
otros, ya que no se cuenta con la certeza de si es que 
una vez finalizado el convenio se podrá continuar 
atendiendo a esa población. 

Este es el caso de los tres programas observados en el 
Ministerio de Desarrollo Social, que tienen una dura-
ción máxima de 12 meses, lo que se explicaría, entre 
otras cosas, porque el presupuesto disponible se defi-
ne en la Ley de Presupuestos de cada año y, por ende, 
varía año a año. No existe una distinción clara en esta 
ley entre los servicios permanentes y las iniciativas o 
proyectos puntuales. 

En algunos casos particulares, tampoco se cuenta con 
la certeza de que habrá oferentes disponibles en sec-
tores o para atender una población específica, lo que 
conlleva el riesgo de que quede población sin atender. 

A esto se suma el hecho de que, si bien los fondos 
pueden tener una periodicidad anual, en muchas 
ocasiones no existe claridad respecto de las fechas 
en las que se llevarán a cabo los concursos y licita-
ciones para el año siguiente, la que se puede retrasar 
en relación al año anterior por diversos motivos, por 
ejemplo, el cambio de autoridades de gobierno. De 

30	 Propuesta N° 33 de Todos al Aula. Todos al Aula es un plan del gobierno de Sebastián Piñera para desburocratizar la carga adminis-
trativa de las escuelas y liceos que reciben financiamiento público. 
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esta forma, no existe una fecha estable y conocida en 
la que se realizan los concursos de cada programa, 
lo que implica que, en algunas ocasiones, las orga-
nizaciones deben absorber gastos de los programas 
durante los períodos en los que aún no se han asig-
nado los recursos, apostando a que habrá una nueva 
renovación de los recursos para el año siguiente.

En consecuencia, la falta de una planificación co-
nocida por todos y la incertidumbre respecto de la 
continuidad de un proyecto entre un año y otro, 
implican un problema para las organizaciones, pues 
dificulta planificar la contratación de profesionales 
en el largo plazo y, en algunos casos más críticos, les 
obliga a realizar gastos no planificados con el fin de 
garantizar la continuidad de programas de atención 
permanente y así no afectar la calidad de vida de sus 
beneficiarios. En el peor de los casos, esto lleva a 
tener que finalizar los programas, lo que implica que 
los usuarios dejan de acceder a los beneficios de un 
determinado programa o proyecto. 

Propuesta 6: Evaluar duración de convenios 
e implementar la renovación automática en 
programas permanentes 

Etapa 1: Especificaciones en Ley de PRESUPUESTO Y 
DEFINICIÓN DE CALENDARIO Y PLAZOS DE POSTULACIÓN 
A FONDOS
La Constitución Política de la República y la Ley 
Orgánica de Administración Financiera del Estado 
(DL1263), disponen la anualidad del presupuesto 
nacional; sin embargo, se han encontrado excepcio-
nes interesantes de destacar dentro de las glosas pre-
supuestarias de la Ley de Presupuestos. Por ejemplo, 
para el año 2018, en la Subsecretaría de Servicios 
Sociales, la glosa número 8 establece en relación con 
convenios destinados a la aplicación de instrumentos 
de caracterización socioeconómica, la posibilidad de 
extender el periodo de ejecución: “Estos convenios 
podrán contener cláusulas que permitan su prórroga 
en forma automática y sucesiva por periodos iguales, 
en la medida que los Programas a ejecutar cuenten 
con la disponibilidad presupuestaria según la Ley de 
Presupuestos del Sector Público del año respectivo. 
Mediante Resolución del Ministro de Desarrollo So-
cial se establecerá el monto a transferir. Para el solo 
efecto de la ejecución de los recursos transferidos 
a los ejecutores, estos convenios podrán contener 

cláusulas que extiendan su vigencia por un periodo 
que no exceda 6 meses del respectivo período presu-
puestario” (Ley de Presupuestos 2018, p. 784). 

Siguiendo esta misma línea, se sugiere evaluar la 
pertinencia de que la asignación anual de servicios, 
programas o proyectos continuos, como lo son las 
residencias para niños, niñas, adolescentes, adultos 
mayores y personas en situación de calle, puedan te-
ner una duración superior a un año. Adicionalmen-
te, se sugiere incorporar la posibilidad de renovación 
automática de convenio en aquellos casos en los que 
no haya otros oferentes disponibles para un determi-
nado programa, comuna o grupo específico, lo que 
debiese quedar especificado en las bases técnicas y 
administrativas correspondientes. 

En una primera etapa, esto podría quedar establecido 
en la Ley de Presupuestos, explicitando la duración y 
la posibilidad de renovación automática de convenios 
para los servicios de carácter permanente. La conti-
nuidad en la ejecución de este tipo de programas, 
debiese quedar sujeta a una evaluación anual, la que, 
en caso de resultar satisfactoria, implique la prórro-
ga del convenio sin necesidad de postular, siempre 
y cuando la Ley de Presupuestos haya asegurado los 
recursos para ello, lo que debe quedar establecido en 
las bases de cada convenio. 

Por último, es clave que desde los servicios se defi-
na un calendario y plazos de postulación a recursos 
que sean claros y conocidos por todos, de modo de 
disminuir la incertidumbre respecto a la disponibili-
dad de fondos para un determinado programa. Esta 
calendarización debiese considerar la sincronización 
entre el cierre de un convenio y el inicio del siguien-
te, evitando así periodos en los que las OSC no reci-
ben financiamiento. 

Etapa 2: Ley de Transferencias
En una segunda etapa, se sugiere que la renovación 
automática de convenios quede establecida en una 
Ley de Transferencias para OSC. Esta ley debería con-
templar la diferenciación de aquellos programas que 
debiesen tener una continuidad presupuestaria –como 
son las residencias que se constituyen en un servicio 
permanente– de los fondos o concursos públicos que 
sí tienen lógica anual. En aquellos en que se establez-
ca la continuidad presupuestaria, esta deberá quedar 
sujeta a una evaluación anual de los programas o pro-
yectos; y si es que esta no resulta satisfactoria, se podrá 
dar término a los convenios. Al igual que en el punto 
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anterior, la renovación queda sujeta a la disponibilidad 
presupuestaria para el año correspondiente. 

En este punto se podría tomar como referencia el 
art. 27 de la Ley 20.032 que regula la relación con 
los organismos colaboradores de Sename que es-
tipula que, independiente de lo establecido en la 
administración del Estado, los convenios pueden 
durar hasta tres años para la Oficina de Protección 
de Derechos y programas de diagnóstico, y cinco 
años para los centros residenciales y programas. A 
esto se agrega que: “Los proyectos con un plazo de 
duración superior a un año, serán evaluados anual-
mente por el Sename. Asimismo, el Sename soli-
citará a los organismos colaboradores acreditados 
un plan de trabajo para el correspondiente periodo. 
El Sename podrá prorrogar los convenios sin nece-
sidad de un nuevo llamado a concurso, si las eva-
luaciones arrojan resultados positivos”. También 
establece que, si antes de 60 días de la fecha de 
expiración del contrato no se envían reparos a la 
ejecución de un proyecto, el convenio se entien-
de por renovado automáticamente por el mismo 
período original. Esta prórroga automática puede 
ejercerse por dos períodos consecutivos en el caso 
de las residencias, luego de lo cual se debe llevar 
a cabo un nuevo llamado a concurso, en el cual el 

ejecutor original puede participar en igualdad de 
condiciones con los nuevos postulantes. 

Como referencia, tanto la ley brasileña como la es-
pañola contemplan plazos mayores a un año para 
la ejecución de los programas con OSC. En el caso 
de la brasileña dependerá del programa o proyecto 
a financiar, por lo tanto, no cuenta con máximo ni 
mínimo de años. En el caso de la normativa española 
contempla un máximo de cuatro años prorrogable 
por dos más.

Si bien se busca generar continuidad de algunos con-
venios de servicios permanentes, también es relevan-
te resguardar la posibilidad de que nuevos oferentes 
puedan proveer estos servicios y evitar la concentra-
ción en las organizaciones con mayor trayectoria o 
de mayor tamaño. Para esto, es clave establecer un 
máximo de años para la prórroga de los convenios. 
Además, se sugiere considerar en las licitaciones 
ofertas que resulten atractivas para organizaciones 
más pequeñas, que tengan menor capacidad de co-
bertura. Por su parte, para fomentar la incorporación 
de nuevas organizaciones, se sugiere establecer en 
las bases de postulación un puntaje adicional para 
aquellas que nunca se hayan adjudicado el servicio 
licitado previamente. 
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Tabla 4. Síntesis de las propuestas

Participación e incidencia en diseño técnico y evaluación de programas y proyectos

Problemas identificados:
• �Escasa participación de organismos 

ejecutores en diseño técnico de 
programas. 

• �Falta de participación de OSC en 
evaluación y retroalimentación de 
programas ejecutados.

Propuesta: Institucionalizar mecanismos de participación de las OSC en el 
diseño y retroalimentación de programas y proyectos a ejecutar

Etapa 1
Instructivo presidencial
• �Realizar un proceso de consulta con 

organismos ejecutores previo a la 
evaluación de las bases. 

• �Mesas de evaluación una vez finalizada la 
ejecución de los programas. 

• �Orientaciones y buenas prácticas 
para promover la participación de los 
organismos ejecutores.

Etapa 2
Ley de Transferencias
• �Establecer como actividad la consulta 

previa a la elaboración de las bases y 
la evaluación en conjunto con las OSC 
una vez finalizada la ejecución de los 
proyectos. 

• �Definir presupuesto para la realización de 
estas actividades y sanción en caso de no 
realización.

Proceso de postulación a fondos

Problemas identificados:
• �Solicitud de una excesiva cantidad 

de documentos, algunos de los 
cuales ya se encuentran en poder 
del Estado. 

• �Variedad de formatos y requisitos de 
postulación. 

• �Incentivos a la creación de 
organizaciones para la postulación 
a fondos.

Propuesta: Simplificar el proceso de postulación y promover la postulación a 
través de plataformas electrónicas.

Etapa 1
Instructivo presidencial y del Ministerio 
de Hacienda con mejoras al proceso de 
postulación 
• �Simplificación del lenguaje utilizado en 

bases técnicas y administrativas. 
• �Prohibición de solicitar documentos que 

ya se encuentran en poder del Estado. 
• �Permitir postulación de organizaciones de 

diversas temáticas 

Etapa 2
Postulación electrónica
• �Promover la postulación a fondos a 

través de Mercado Público o plataforma 
única similar. 

Tabla 18. Síntesis de las propuestas

Participación e incidencia en diseño técnico y retroalimentación de programas y proyectos

Problemas identificados:
• �Escasa participación de organismos 

ejecutores en diseño técnico de 
programas. 

• �Falta de participación de OSC en 
evaluación y retroalimentación de 
programas ejecutados.

Propuesta 1: Institucionalizar mecanismos de participación de las OSC en el 
diseño y retroalimentación de programas y proyectos a ejecutar.

Etapa 1
Instructivo presidencial
• �Realizar un proceso de consulta con 

organismos ejecutores previo a la 
elaboración de las bases. 

• �Mesas de evaluación una vez finalizada la 
ejecución de los programas. 

• �Desarrollar orientaciones y buenas 
prácticas para promover la participación 
de los organismos ejecutores.

Etapa 2
Ley de Transferencias
• �Establecer como actividad la consulta 

previa a la elaboración de las bases y 
la evaluación en conjunto con las OSC 
una vez finalizada la ejecución de los 
proyectos. 

• �Definir presupuesto para la realización de 
estas actividades y sanción en caso de no 
realización.

Proceso de postulación a fondos

Problemas identificados:
• �Solicitud de una excesiva cantidad 

de documentos, algunos de los 
cuales ya se encuentran en poder 
del Estado. 

• �Variedad de formatos y requisitos de 
postulación. 

• �Incentivos a la creación de 
organizaciones para la postulación 
a fondos.

Propuesta 2: Simplificar el proceso de postulación y promover la postulación a 
través de plataformas electrónicas.

Etapa 1
Instructivo presidencial y del Ministerio 
de Hacienda con mejoras al proceso de 
postulación 
• �Simplificar el lenguaje utilizado en bases 

técnicas y administrativas. 
• �Prohibir la solicitud de documentos que 

ya se encuentran en poder del Estado. 
• �Permitir postulación de organizaciones de 

diversas temáticas. 

Etapa 2
Postulación electrónica
• �Promover la postulación a fondos a 

través de Mercado Público o plataforma 
electrónica similar. 
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Tabla 18. Síntesis de las propuestas (CONTINUACIÓN)

Requisitos y restricciones para la transferencia de subvenciones

Problemas identificados: 
• �Exigencias respecto al personal 

promueven la inestabilidad de los 
trabajadores de las organizaciones.

• �Exigencias de garantías y otros 
aportes propios limitan el acceso de 
algunas organizaciones a los fondos 
públicos.

• �Atrasos en los pagos al inicio y 
durante los proyectos.

• �Limitaciones a gastos y rigidez 
de requisitos para el uso de los 
recursos.

Propuesta 3: Simplificar requisitos y restricciones de la transferencia y uso de 
los recursos, incentivando la eficiencia de este proceso.

Etapa 1
Especificaciones en glosas de Ley de 
Presupuestos respecto de las exigencias 
del personal
• �Permitir el pago de personal contratado 

de manera permanente por las OSC.
• �Permitir el pago de gastos de adminis-

tración. 
Especificaciones en glosas de Ley de 
Presupuestos respecto a instrumentos 
de garantía
• �Homologar montos exigidos en instru-

mentos de garantía a lo establecido en 
la Ley de Compras: entre 5% y 30% o 
contratación de seguro. 

Especificaciones en glosas de Ley de 
Presupuestos respecto de la distribución 
de gastos
• �Permitir la libre redistribución de gastos 

de hasta 30% del presupuesto de los 
proyectos. 

Especificaciones en convenios sobre 
plazos de transferencias
• �Definir plazos a transcurrir entre adjudi-

cación de proyectos y firma de convenio 
y transferencia de recursos.

Etapa 2
Ley de Transferencias
• �Permitir el pago de personal contratado 

de manera permanente por las OSC.
• �Establecer un monto mínimo (5%) y 

máximo (30%) para exigencias de ins-
trumentos de garantías o contratación 
de seguro. 

• �Permitir la libre redistribución de gastos 
de hasta un 30% del presupuesto de los 
proyectos.

• �Establecer un plazo máximo de pago de 
30 días.

Fiscalización y acompañamiento de la ejecución de convenios

Problemas identificados:
• �Fiscalización con foco 

administrativo por sobre aspectos 
técnicos. 

• �Falta de instancias de 
retroalimentación y 
acompañamiento técnico. 

Propuesta 4: Cambio de paradigma en el vínculo de los funcionarios públicos con 
las OSC.

Etapa 1
Instructivo presidencial con 
especificaciones sobre fiscalización y 
acompañamiento
• �Cambiar el foco de la fiscalización de 

aspectos administrativos a aspectos de 
calidad y resultados. 

• �Brindar acompañamiento técnico a los 
equipos ejecutores. 

Etapa 2
Ley de Transferencias:
• �Definir el objetivo de los procesos de 

fiscalización y acompañamiento. 
• �Especificar actividades mínimas a 

realizar. 
• �Crear un manual de orientaciones 

técnicas para el acompañamiento. 
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Tabla 18. Síntesis de las propuestas (CONTINUACIÓN)

Procedimientos de rendición financiera y cierre de proyectos

Problemas identificados:
• �Diferencias de criterios y excesivo 

detalle de información solicitada.
• �Falta de modernización de los 

sistemas de rendición.
• �No cumplimiento de plazo de 

revisión de rendiciones y excesiva 
extensión de cierre de proyectos.

Propuesta 5: Simplificar el proceso de rendición y promover el uso de 
documentos electrónicos.

Etapa 1
Unificar criterios para la rendición 
• �Homologar criterios de rendición entre 

servicios. 
• �Desde la Contraloría, clarificar criterios 

para revisión de rendiciones. 
• �Definir un plazo máximo para el 

resguardo de documentos originales en 
papel. 

• �Capacitar a OSC para la rendición 
financiera. 

• �Elaborar un formato tipo de informes de 
rendición técnica. 

• �Definir en convenios plazo máximo 
para revisión de rendiciones y cierre de 
convenios.

Etapa 2
Emisión de factura exenta electrónica
• �Ingresar factura exenta electrónica a 

sistema centralizado.
• �Aplicar pago oportuno a proveedores 

(máximo 30 días). 
• �Definir plazo máximo para revisión de 

facturas y cierre de convenios. 
Rendición centralizada con documentos 
electrónicos
• �Cargar documentos electrónicos a 

plataforma. 
• �Visualización de documentos que ya se 

encuentran en poder del Estado. 
• �Definir exigencias diferenciadas de 

rendición según trayectoria y desempeño 
de organizaciones.

Continuidad y estabilidad de los programas en función del tipo de intervención

Problemas identificados:
• �Incertidumbre respecto a la 

continuidad de proyectos.

Propuesta 6: Evaluar duración de convenios e implementar la renovación 
automática en programas permanentes.

Etapa 1
Especificaciones en la Ley de 
Presupuestos
• �Permitir la prórroga de convenios de 

provisión de servicios permanentes, 
sujeto a evaluación y disponibilidad 
presupuestaria anual. 

• �Evaluar posibilidad de duración superior a 
un año en programas permanentes. 

Definir calendario y plazos de postulación 
a fondos.

Etapa 2
Ley de Transferencias
• �Establecer la renovación automática 

de convenios, sujeto a evaluación y 
disponibilidad presupuestaria anual y 
definiendo un plazo máximo según tipo 
de programas. 

• �Definir incentivos para la incorporación 
de nuevos oferentes. 

Fuente: elaboración propia. 
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En la Tabla 18 se presenta una síntesis de las pro-
puestas recién presentadas según tema. 

Las propuestas en relación al proceso de transferen-
cia de recursos desde el Estado a las OSC, buscan 
promover la colaboración de ambos sectores en te-
mas de interés público. En primer término, se busca 
unificar y simplificar criterios que hoy en día dificul-
tan el acceso de las OSC a este tipo de fondos, evi-
tando las diferencias en los requisitos exigidos por 
distintos servicios. Si bien existe una amplia variedad 
de requerimientos específicos para cada servicio y se-
gún cada tipo de programa y proyecto, es relevante 
generar ciertos criterios comunes que faciliten tanto 
el trabajo de las OSC como de los servicios que se 
vinculan con ellas, disminuyendo la incertidumbre 
y homologando el trato a las organizaciones. Esto 
no descarta la posibilidad de evaluar la implemen-
tación de criterios diferenciados tanto en la postu-
lación, fiscalización, acompañamiento y rendición 
según el tipo de servicio provisto, distinguiendo en-
tre servicios permanentes y no permanentes, y según 
la trayectoria de las organizaciones, generando una 
distinción según su desempeño previo. También re-
sulta clave digitalizar y modernizar procesos que hoy 
en día implican una carga de trabajo adicional tanto 
para las organizaciones como para los funcionarios 
encargados de la fiscalización de los fondos, facilitan-
do la comunicación y el intercambio de información 
entre ambos actores. 
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E
l mundo actual presenta una serie de 
problemáticas de alta complejidad que ya no 
pueden ser resueltas únicamente por el Estado 
o por los actores privados. Cada día se hace 

más necesaria la colaboración entre los actores del 
mundo público, empresarial y las organizaciones 
de la sociedad civil en la búsqueda de soluciones 
innovadoras y eficaces a temas como el cuidado 
de las personas mayores, la protección de la 
infancia vulnerada, el cuidado del medioambiente, 
la segregación urbana, el trabajo con personas en 
situación de discapacidad y la migración, entre otros. 
Se requiere que estos problemas sean analizados 
desde distintas perspectivas, sumando esfuerzos y 
promoviendo la colaboración de actores diversos.

Dada su naturaleza de organizaciones sin fines de 
lucro, las OSC movilizan una gran cantidad de re-
cursos hacia la solución de problemas de interés 
público, realizando acciones innovadoras, flexibles, 
adaptables y pertinentes a los territorios en los que 
se insertan, contribuyendo al desarrollo de las per-
sonas y del país en su conjunto. No obstante, ac-
tualmente la relación entre Estado y sociedad civil 
presenta algunos aspectos problemáticos. En primer 
término, tal como se mencionó en la introducción 
de este documento, se evidencia una falta de reco-
nocimiento al trabajo de estas organizaciones y a los 
aportes que realizan, especialmente en la provisión 
de servicios sociales, colaborando con el Estado 
para una mayor calidad y cobertura de programas 
y proyectos. A esto se suma una dinámica en la que 
en muchos casos predomina la desconfianza y la 
burocracia, lo que se traduce, entre otras cosas, en 
dificultades para el proceso de constitución y fun-
cionamiento de las OSC, falta de información y falta 
de claridad e incertezas respecto al acceso a finan-
ciamiento público. 

En este contexto, este documento presenta dos gran-
des líneas de propuestas que buscan avanzar hacia 
un nuevo trato para la sociedad civil, promoviendo 
la visibilización y el reconocimiento del trabajo que 
desarrollan y una relación más fluida con el Estado 
en pos de la colaboración y la realización de un tra-
bajo conjunto en temas de interés público. Con esto 
se busca potenciar al máximo la experiencia, exper-
ticia, flexibilidad, capacidad de innovar, movilizar re-
cursos y cercanía al territorio con la que cuentan las 
organizaciones de la sociedad civil, elementos que se 
constituyen en un aporte a la labor del Estado en el 
desarrollo de diversas actividades. 

Específicamente, las propuestas presentadas en el ca-
pítulo tres se relacionan con la disponibilidad y acce-
so a información sobre las OSC y su funcionamiento. 
Esto, con el objetivo de velar por la confianza y la 
fe pública desde la ciudadanía, el Estado y el sector 
empresarial hacia las OSC, ya que estas son un activo 
clave para el funcionamiento de este tipo de organiza-
ciones. La confianza y fe pública se deben resguardar 
durante todo el ciclo de vida de las organizaciones, 
en el que deben realizar una serie de trámites para su 
constitución, modificaciones de estatutos, modifica-
ciones de directorio y disolución. 

A esto se suma la obligación de inscribirse en el Regis-
tro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro 
según lo establecido en la Ley 20.500. Si bien este 
registro se constituye en un gran avance en la centrali-
zación de la información sobre las OSC, se evidencian 
variados aspectos a mejorar para que este se constitu-
ya en una herramienta que facilite el acceso público a 
información de las OSC, que resulte de utilidad y que 
promueva la transparencia de estas organizaciones. 
De esta forma, las propuestas presentadas buscan me-
jorar los procedimientos a realizar a lo largo de la vida 
de las organizaciones, evitando que estos obstaculicen 
su trabajo y desvíen la atención de su misión hacia 
asuntos administrativos; además de proveer más y 
mejor información para las mismas OSC, el Estado, 
las empresas y la ciudadanía en general. 

En consecuencia, el avance en la ejecución de las pro-
puestas en este ámbito presenta tres desafíos, los que 
se describen a continuación. 

En primer lugar, en un contexto de creciente descon-
fianza hacia las instituciones en general, es clave po-
tenciar el trabajo de las OSC, su capacidad de innovar 
y de vincularse con los territorios y movilizar recursos 
de diversa índole, para lo que se sugiere que desde el 
Estado se resguarden los requisitos y procedimien-
tos mínimos para su buen funcionamiento, sin 
entorpecer su trabajo ni interferir en su autonomía. 
Esto se traduce en velar porque las OSC cuenten con 
un directorio y estatutos vigentes, por la renovación 
periódica de los directorios y la representatividad 
de estos; además de apoyar de manera activa con el 
cumplimiento de estos requisitos y en la resolución 
de conflictos que puedan afectar su funcionamiento. 

Segundo, es clave contar con información de cali-
dad y fácil acceso sobre las OSC para lo cual des-
de el Estado se debiesen proveer mecanismos que 
permitan la visualización de esta información tanto 
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desde los servicios públicos como a la ciudadanía 
en general. La confianza y la fe pública en las or-
ganizaciones ejecutoras de programas públicos son 
esenciales tanto para el accionar de las organizacio-
nes como para el éxito de las políticas públicas. En 
consecuencia, tanto las OSC como el Estado deben 
velar por la valoración y la confianza en el sector, 
que legitime y valide su trabajo. También es crucial 
que la información disponible refleje el cumplimien-
to de las OSC de los requisitos y procedimientos 
antes mencionados. Junto con esto, surge el desafío 
de promover y masificar prácticas de transparencia 
entre las OSC. Dado que son receptoras de una gran 
cantidad de recursos públicos y privados, es relevan-
te que puedan dar a conocer de manera simple y sis-
temática a la ciudadanía documentos como memo-
rias de actividades y balances económicos anuales, 
que den cuenta del trabajo que realizan y el manejo 
de los recursos recibidos.

Es primordial que esta información sea sistematizada 
para que resulte de utilidad tanto para las mismas 
organizaciones como para el Estado, las empresas y 
otros actores que se vinculan con ella, o que sólo de-
sean conocer el trabajo que realizan. De esta forma, 
es importante que las OSC provean información de 
calidad de manera oportuna, simple y clara. 

En tercer lugar, tal como se pudo evidenciar a lo lar-
go del capítulo, la relación entre el Estado y las OSC 
considera una gran cantidad de procesos que en al-
gunos casos resultan excesivamente burocráticos y 
costosos en términos de tiempo y recursos. Las OSC 
tienen que interactuar con hasta cinco organismos 
públicos diferentes, los que muchas veces les solici-
tan la misma documentación en más de una ocasión 
o que en otros casos cumplen funciones similares, 
por ejemplo, entregar certificados de vigencia del 
directorio. Muchos de estos procesos demuestran 
atraso y falta de eficiencia en el funcionamiento del 
Estado. En este contexto, surge el desafío de sim-
plificar y modernizar los procedimientos de cons-
titución, funcionamiento y registro de las OSC. El 
contar con un servicio o departamento público que 
centralice tanto la vinculación con las OSC como la 
información disponible de estas organizaciones –y 
que pueda proveer de información a otros servicios–, 
evitaría la entrega de información duplicada por par-
te de las OSC, la revisión duplicada de esa misma 
información por parte de los funcionarios públicos, 
la emisión de papeles y certificados cuya informa-

ción ya se encuentra en poder del mismo Estado y la 
necesidad de almacenar documentación que podría 
estar disponible de manera electrónica. De esta for-
ma, la vinculación de los organismos públicos con 
las OSC para su constitución y funcionamiento, y 
el acceso y disponibilidad de información respecto 
de sus antecedentes, son ámbitos en los que exis-
te un gran espacio de mejora y modernización, lo 
que no sólo facilitaría el actuar de las OSC, sino que 
también implicaría optimizar y hacer más eficiente y 
eficaz la acción del Estado. 

Las propuestas presentadas en el cuarto capítulo ha-
cen referencia a mejorar y modernizar el proceso de 
transferencia de recursos desde el Estado a las OSC. 
Este proceso se caracteriza, en primer lugar, por la 
falta de claridad al respecto, ya que cada servicio y 
repartición puede establecer requisitos y condicio-
nes diferenciadas para la entrega de recursos. Esto 
no sólo obstaculiza el acceso de las OSC a fondos 
públicos, sino que también genera barreras de en-
tradas a las OSC que no cuentan con la experiencia 
suficiente para postular a estos fondos o que no pue-
den cumplir con las exigencias de garantías u otros 
documentos, los que pueden quedar a criterio de 
cada servicio dado que no existe una norma general 
al respecto. 

En segundo lugar, el proceso se caracteriza por la asi-
metría en los roles y poder de decisión entre el Estado 
y las OSC en el marco de la provisión de servicios 
o financiamiento de proyectos. El Estado diseña los 
programas y proyectos, define los requisitos técnicos 
y administrativos para las transferencias de fondos y 
las acciones a realizar, evalúa y adjudica los proyec-
tos, entrega financiamiento, supervisa la ejecución, 
y exige, revisa y aprueba las rendiciones de cuentas. 
Por su parte, el rol de las OSC, en general, se limita a 
la ejecución de lo establecido en los términos de re-
ferencia de las transferencias, sin mayor participación 
en el diseño de las acciones a ejecutar ni en la evalua-
ción de estas acciones una vez ejecutadas. Además, 
en muchos casos, los recursos transferidos desde el 
Estado no son suficientes para cumplir con los están-
dares mínimos exigidos por las bases de los proyec-
tos, por lo que las organizaciones deben aportar con 
recursos propios para entregar servicios de calidad. 
Sin embargo, estos aportes no están formalmente re-
conocidos y no siempre son suficientes para cumplir 
con lo exigido por el mismo Estado. 
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Esto resulta problemático, pues evidencia que no 
existe una relación de colaboración en las que dos 
partes trabajan conjuntamente en pos de un objeti-
vo común, poniendo sobre la mesa las fortalezas de 
cada una y supliendo las debilidades de la otra. Por 
el contrario, refleja que es el Estado quien mandata y 
financia a las OSC, limitando el rol de estas últimas 
a ser prestadoras de servicios del Estado más que so-
cios. En este contexto, surgen cuatro desafíos.

En primer lugar, resulta clave definir claramente las 
expectativas, roles y responsabilidades tanto del 
Estado como de las OSC en el marco de la colabora-
ción. Esto implica, entre otras cosas, definir el rol de 
las OSC en el diseño y evaluación de los programas 
ejecutados, buscando potenciar el aporte que estas 
puedan hacer en base a su experiencia de trabajo. Lo 
mismo con la retroalimentación que pueden hacer 
las OSC respecto a la ejecución de estos programas y 
los resultados obtenidos, de manera de ir generando 
mejoras continuas. Por otra parte, significa redefinir 
el vínculo entre las OSC y los organismos públicos, 
distinguiendo, por una parte, la fiscalización del 
cumplimiento de requisitos técnicos y administrati-
vos relacionados con el uso de los recursos, y, por 
otra, el acompañamiento técnico que se puede hacer 
desde los servicios con el fin de mejorar las interven-
ciones realizadas. También se debe definir de manera 
lo más certera posible el costo real de los estándares 
de calidad exigidos por el Estado para sus diversos 
programas y las responsabilidades de cada uno en el 
cumplimiento de estos estándares. De esta forma, en 
caso de que el financiamiento estatal no sea suficien-
te, se pueda exigir y reconocer de manera formal el 
aporte en recursos que hacen las OSC para el desa-
rrollo de programas de calidad. 

Segundo, se deben simplificar e igualar las condi-
ciones de las OSC trabajando con el Estado a la de 
otros actores del mundo privado o la academia, y 
también hacer más eficiente los procesos tanto para 
el Estado como para las OSC. Esto significa evaluar 
la pertinencia de requerimientos respecto de las ga-
rantías, plazo de transferencias, documentos solici-
tados para las rendiciones, revisión y cierre de pro-
yectos, limitaciones a la redistribución de recursos, 
entre otros. Es clave que el principio que guíe las 
modificaciones en esta línea sea la confianza, lo que 
implica, entre otros, que las OSC al ser por natura-
leza organizaciones que no distribuyen utilidades no 
debiesen contar con un control tan estricto y deta-

llado del uso de los recursos. Por el contrario, se de-
biese priorizar la evaluación de los resultados obte-
nidos, y sólo en caso de identificarse irregularidades 
solicitar informes detallados de gastos y aplicar las 
sanciones cuando corresponda. Esto es esencial para 
realizar un trabajo más eficiente, enfocado en aspec-
tos técnicos de las intervenciones por sobre aspectos 
administrativos, y para potenciar los aportes particu-
lares que las OSC pueden hacer en la provisión de 
servicios públicos. 

En esta misma línea, un tercer desafío hace referen-
cia a desarrollar un sistema de evaluación de los 
resultados de los programas y proyectos ejecutados 
que permita, por una parte, que las OSC den cuen-
ta del trabajo realizado y los resultados obtenidos. 
Por otra parte, esto también permitiría al Estado 
levantar información de manera sistemática con el 
objetivo de priorizar el uso de los recursos, orientar 
los aspectos en los que se requiere mayor acompaña-
miento técnico, identificar aquellas organizaciones 
que tienen un mejor desempeño y modificar aque-
llos aspectos de los programas y sus bases técnicas 
y administrativas que presentan debilidades. En este 
ámbito debiesen definirse claramente los objetivos y 
el alcance de estas evaluaciones y, en función de eso, 
determinar la institucionalidad más adecuada para 
llevar a cabo esta labor. 

Por último, surge el desafío de promover avances 
en la modernización del proceso de transferen-
cias con el fin de disminuir los costos tanto en 
tiempo como en recursos, lo que implica recopilar 
antecedentes para las postulaciones y rendiciones, 
algunos de los cuales ya se encuentran en poder del 
Estado y que, además, deben entregar en papel. La 
creación de portales electrónicos y la digitalización 
de algunos de estos procedimientos se consideran 
avances en pos de mejorar la eficiencia y el uso de 
los recursos públicos. Para esto es clave generar sis-
temas integrados, que permitan a las OSC vincu-
larse con el Estado idealmente a través de una sola 
puerta de entrada que evite las diferencias de crite-
rios, formatos y condiciones que existen hoy en día. 
En los últimos años se han realizado importantes 
esfuerzos en pos de la digitalización de trámites y 
modernización del Estado de modo de facilitar la 
vinculación de la ciudadanía con los organismos 
públicos. Estos esfuerzos también debiesen repli-
carse de manera prioritaria en la vinculación con 
las OSC. 
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En síntesis, en este documento se presentan una se-
rie de propuestas que permitirán mejorar las condi-
ciones de la relación Estado-OSC en el corto plazo, 
las que se espera generen mejoras sustanciales en 
el trabajo entre ambos actores, y permitan pilotear 
la implementación de otras medidas de largo plazo, 
contribuyendo de manera concreta en el desarrollo 
de programas y proyectos que mejoran la calidad de 
vida de las personas, y aportan en el desarrollo del 
país. También se presentan medidas que, debido a 
su naturaleza, requieren de modificaciones legales 
o administrativas y de una gran cantidad de recur-
sos para su implementación y que, por ende, se po-
drían implementar en un horizonte de mediano o 
largo plazo. Entre estas últimas, el registro único de 
OSC y la Ley de Transferencia de recursos para las 
OSC se consideran dos instrumentos cruciales para 
el reconocimiento de la labor que realizan estas or-
ganizaciones y para establecer un nuevo trato con el 
Estado, en pos de su trabajo conjunto en temas de 
interés público.

Este nuevo trato se debe basar en el reconocimiento 
mutuo entre el Estado y las organizaciones, y la con-
fianza, esto es, la creencia de que el otro va a actuar 
en mi beneficio y no me va a perjudicar. También 
es primordial contar con información de calidad y 
fácil acceso para promover la colaboración entre las 
mismas OSC, así como entre estas con otros actores 
privados y con el Estado. 

El trabajo conjunto entre Estado y OSC en la entre-
ga de servicios sociales es beneficioso para ambas 
partes y para la sociedad en su conjunto. Este per-
mite incorporar a la labor pública la experiencia de 
décadas de trabajo con la que cuentan las OSC en 
diversos ámbitos, se foco en la población en situación 
de mayor vulnerabilidad, su capacidad de innovación 
y su conocimiento específico sobre los territorios en 
los que se insertan y su capacidad de movilizar re-
cursos. De esta forma, para el Estado es importante 
la contribución de las OSC en la implementación de 
programas sociales, promoviendo la eficacia, eficien-
cia y optimización de los recursos públicos. A esto se 
suma que las OSC también cumplen un rol de inci-
dencia, el que se traduce tanto en el posicionamiento 
de temas en la ciudadanía, como en la promoción de 
cambios en las políticas públicas. 

Por su parte, la colaboración de las OSC con el Es-
tado permite a las organizaciones acceder a recursos 
que extienden y dan mayor cobertura al trabajo que 
realizan, generando soluciones flexibles e innovado-
ras que complementen la labor de los servicios pú-
blicos. Esto, a su vez, se traduce en programas y pro-
yectos de mayor calidad y cobertura que benefician a 
miles de personas a lo largo del país. De esta forma, 
el fomentar una relación virtuosa entre Estado y OSC 
y otros actores, no se trata sólo de mejorar la eficien-
cia de uno y los otros, sino que es un elemento clave 
para el desarrollo del país. 
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Sociedad en Acción es un proyecto del Centro de Políticas Públicas UC y la Fundación 
Chile+Hoy que surge el año 2015 con el objetivo de relevar el rol de las organizaciones 
de la sociedad civil en Chile, a través del levantamiento de evidencia, datos e indicadores 
que permitan observarla y posicionarla como un tema de interés público.

En el presente documento, Sociedad en Acción aborda los desafíos y sus respectivas 
propuestas relativas a la relación entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil, 
específicamente en lo que refiere a la confianza, fe pública y registro de estas organizaciones 
y al proceso de transferencia de recursos desde organismos públicos a las OSC. Estas 
propuestas se levantaron mediante la realización de entrevistas y mesas de trabajo con 
más de 50 representantes de organizaciones de la sociedad civil y entidades públicas. 

“Un nuevo trato para las organizaciones de la sociedad civil. Desafíos y propuestas” 
presenta iniciativas que buscan que la institucionalidad chilena avance hacia una nueva 
concepción de las OSC, visibilizando su trabajo, promoviendo su reconocimiento en 
torno a los aportes que realizan y fomentando una relación más fluida con el Estado en 
pos de la colaboración que llevan adelante en temas de interés público. 




